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Resumen 

Este proyecto realiza el análisis de la pertinencia del uso de los contratos de trabajo por duración 

de obra o labor determinada para la vinculación de trabajadores en misión dentro de las EST 

(Empresas de Servicios Temporales) en Colombia. La Ley 50 de 1990, ‘por la cual se introducen 

reformas al Código Sustantivo del Trabajo y se dictan otras disposiciones’ y el Decreto 1072 de 

2015, regulan aspectos relacionados con las EST y los contratos de trabajo en Colombia. Esta 

última, específicamente, establece pautas y medidas para la vinculación de trabajadores en misión 

a través de las EST, teniendo el acto propio de determinar y aplicar el tipo de contrato a los 

trabajadores por lo que se pregunta, si su aplicación en la práctica se ajusta al marco legal vigente. 

Para identificar la factibilidad de su uso se examina la regulación legal y la jurisprudencia en 

Colombia acerca del Contrato Laboral por duración de la obra o labor determinada, en segundo 

lugar, se indagan las regulaciones específicas para los contratos legales de las EST en Colombia, y 

por último, a partir de una muestra representativa se determina si los contratos de las Empresas de 

Servicio Temporales son conformes a la ley, tienen un uso legal y se ajustan a las regulaciones 

laborales y jurisprudenciales y si respeta los derechos de los trabajadores en misión. 

Palabras clave: empresas de servicios temporales, contrato de trabajo por duración de la 

obra o labor determinada 
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Abstract 

This project analyzes the relevance of the use of employment contracts for work duration or 

specific work for the employment of workers on mission within the EST (Temporary Services 

Companies) in Colombia. Law 50 of 1990, 'by which reforms to the Substantive Labor Code are 

introduced and other provisions are dictated' and Decree 1072 of 2015, regulate aspects related to 

EST and employment contracts in Colombia. The latter, specifically, establishes guidelines and 

measures for the employment of workers on mission through the EST, with the EST having the 

proper act of determining and applying the type of contract to workers, so it is questioned whether 

its application in practice is in accordance with the current legal framework. To identify the 

feasibility of its use, the legal regulation and jurisprudence in Colombia on the Labor Contract for 

the duration of the work or determined work are examined, secondly, the specific regulations for 

the legal contracts of the EST in Colombia are investigated, and finally, from a representative 

sample it is determined if the contracts of the Temporary Service Companies are in accordance 

with the law, they have a legal use and are in accordance with labor regulations and jurisprudence, 

and if it respects the rights of workers on mission. 

Keywords: temporary service companies, employment contract for the duration of the work 

or specific work. 
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Introducción 

El presente trabajo de investigación tiene como objetivo determinar la factibilidad legal del 

uso de los contratos por duración de obra o labor determinada en la vinculación de trabajadores en 

misión con Empresas de Servicios Temporales (EST) en Colombia. Una de las modalidades de 

contratación laboral en Colombia ha sido mediante la EST con un crecimiento importante en los 

últimos años en el país (Laserna, 2022, p. 9).  

Sin embargo, en ocasiones se han evidenciado vacíos e incumplimientos del marco 

regulatorio de esta figura, específicamente en lo relacionado con los derechos laborales y 

estabilidad de los trabajadores contratados bajo esta modalidad. 

Por eso, este trabajo analiza la figura del contrato por duración de obra o labor determinada, 

uno de los contratos usados por las EST para vincular al personal que luego enviarán en misión a 

las empresas usuarias o contratantes. Se pretende determinar si su aplicación en este contexto se 

ajusta a lo dispuesto tanto en la legislación laboral colombiana como en la jurisprudencia vigente. 

Para lograr este propósito, en primer lugar, se exponen las disposiciones legales que regulan 

esta modalidad contractual. Posteriormente se analiza la normatividad existente sobre las EST y 

las condiciones bajo las cuales pueden operar. Finalmente, a la luz de estos dos marcos regulatorios, 

se evalúa un conjunto de varios casos jurisprudenciales que permiten determinar la legitimidad del 

uso de contratos por la duración de la obra o labor determinada en el contexto específico del trabajo 

en misión mediante EST en Colombia. 

Los resultados de esta investigación permiten establecer lineamientos claros sobre las 

condiciones jurídicamente válidas bajo las cuales pueden funcionar estas formas de contratación 

con la EST, garantizando los derechos de los trabajadores vinculados y previniendo abusos por 

parte de empleadores. Así se aportarán herramientas para mejorar las regulaciones y su 
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cumplimiento en materia de tercerización e intermediación laboral mediante la subcontratación con 

EST. 
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1. El uso de los contratos laborales por duración de obra o labor determinada en la 

contratación con empresas de servicios temporales 

 

1.1 Planteamiento del problema 

En Colombia, la contratación de trabajadores en misión a través de Empresas de Servicios 

Temporales (EST) ha experimentado un crecimiento significativo. Hay un vacío legal respecto al 

tipo de contrato que deben tener estos trabajadores con las EST, que son sus empleadoras. A pesar 

de que la ley define claramente quiénes son los trabajadores de planta y los trabajadores en misión 

y los casos en los que se puede solicitar personal en misión, no se especifica el tipo de contrato que 

deben tener estos últimos con las EST. Este vacío legal puede generar inseguridad jurídica y 

precarización laboral, ya que puede llegar a no garantizar la protección completa de los derechos 

laborales de estos trabajadores.  

Según la Asociación Colombiana de Empresas de Servicios Temporales (ACOSET), el 

sector de servicios temporales en Colombia experimentó un crecimiento significativo en 2021, 

empleando a más de 400,000 personas en los últimos cinco meses del año, para esa fecha. En 

Manizales, se utilizó la información de un popular sitio web de búsqueda de empleo para 

determinar el número de ofertas de empleo por tipo de contrato en el último mes. De las 855 ofertas 

de empleo publicadas en junio de 2022, el 58.9% correspondía a contratos por la duración de la 

obra o labor determinada, lo que indica que este tipo de contrato como el más popular para la 

vinculación laboral (Duque, 2022, p. 35).  

Este hallazgo solo sugiere que una gran proporción de la fuerza laboral del país está siendo 

contratada mediante el uso de los contratos por la duración de la obra o labor determinada. Es por 

esto, por lo que se plantea la siguiente pregunta de investigación. 
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1.2 Pregunta de investigación 

¿Cuáles son los criterios jurisprudenciales establecidos en casos relevantes para determinar 

la legitimidad del uso del contrato por duración de obra o labor determinada en la vinculación de 

trabajadores en misión, por parte de las Empresas de Servicios Temporales en Colombia? 

 

1.3 Justificación 

De acuerdo con un informe realizado por la Contraloría General de la República de 

Colombia en 1986, liderado por el economista estadounidense Chenery (1986), las empresas 

dedicadas a proveer servicios temporales de empleo se consideran uno de los principales 

mecanismos para formalizar el trabajo en el país. El informe indica que alrededor del 15% de la 

fuerza laboral colombiana se encontraba vinculada a través de modalidades de trabajo temporal 

contratadas por este tipo de empresas. En el 2023, cerca de 438.336 mil personas fueron 

beneficiadas con empleo formal y más de 10 billones de pesos aportaron las Empresas de Servicios 

Temporales al país en 2022 según cifras de ACOSET (Ospina, 2023: p.. 15).  

Sin embargo, a pesar de su prevalencia, el uso de contratos laborales por duración de obra 

o labor determinada en la vinculación de trabajadores en misión con empresas de servicios 

temporales ha sido objeto de debate y controversia. Según un análisis de la Federación Nacional 

de Sindicatos Bancarios de 2012 como citó Salazar Villano, (2020: p. 25).  

Para Salazar (2020) con frecuencia, estos contratos temporales se extienden de manera 

continua y se renuevan repetidamente durante varios años. Además, los empleados que son 

subcontratados a través de empresas de servicios temporales para trabajar en entidades financieras 

suelen percibir una remuneración inferior en comparación con los trabajadores que tienen un 

contrato laboral directo con dichas entidades. 
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Por lo tanto, este proyecto busca analizar a profundidad si el contrato por duración de la 

obra o labor es el idóneo para vincular a los trabajadores en misión dentro de las Empresas de 

Servicios Temporales. Este análisis es esencial para entender el marco legal dentro del cual operan 

estas empresas y contratos, y para evaluar si este marco es adecuado conforme a los derechos y 

deberes de los trabajadores y las empresas en Colombia. En resumen, este proyecto de grado es 

justificado por la importancia práctica, legal y ética del tema elegido, y por la necesidad de un 

análisis riguroso y detallado de este asunto en el contexto colombiano. 

 

1.4 Objetivos 

Se parte de que el contrato por la duración de la obra o labor determinada es una forma 

común de vinculación laboral en Colombia, una forma ambivalente, no solo por su vacío legal, 

sino por el volumen inexacto de trabajadores en misión, de lo anterior se pregunta: ¿Cuáles son los 

criterios jurisprudenciales establecidos en casos relevantes para valorar la legitimidad del uso del 

contrato laboral por duración de la obra o labor determinada en la vinculación de trabajadores en 

misión, por parte de las Empresas de Servicios Temporales en Colombia? 

Para responder esta valoración se propone avanzar por medio de cada uno de los 3 

siguientes objetivos específicos de recolección de datos y análisis: (i) analizar el Contrato Laboral 

por duración de la obra o labor determinada en la legislación colombiana y la jurisprudencia, (ii) 

analizar las disposiciones que regulan las Empresas de Servicios Temporales en Colombia y (iii) 

evaluar la legitimidad del uso del Contrato por duración de la obra o labor determinada con 

trabajadores en misión de Empresas de Servicios Temporales de conformidad con las disposiciones 

legales y jurisprudenciales que regulan su funcionamiento. 
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Este análisis permitirá una comprensión más profunda del marco legal y práctico que rodea 

a los contratos por duración de obra o labor determinada, observará las ventajas y las desventajas 

de ambos objetos y proporcionará una base sólida para futuras investigaciones y reformas políticas. 

 

1.4.1 Objetivo general 

Valorar la factibilidad del uso de los contratos por duración de la obra o labor determinada 

en la vinculación de trabajadores en misión con Empresas de Servicios Temporales, en Colombia. 

 

1.4.2 Objetivos específicos 

Analizar el contrato laboral por duración de la obra o labor determinada en la legislación 

colombiana y la jurisprudencia. 

Analizar las disposiciones que regulan las Empresas de Servicios Temporales en Colombia 

Evaluar la legitimidad del uso del Contrato por duración de la obra o labor determinada con 

trabajadores en misión de Empresas de Servicios Temporales de conformidad con las disposiciones 

legales y jurisprudenciales que regulan su funcionamiento. 

 

2. Marco referencial 

 

2.1  Marco teórico 

La Ley 50 de 1990, en su artículo 74º, postula que existen dos (2) categorías de trabajadores: 

trabajadores de planta y trabajadores en misión. Los trabajadores de planta están vinculados 

directamente a la empresa beneficiaria, mientras que los trabajadores en misión son contratados 

por Empresas de Servicios Temporales (EST) para prestar servicios a empresas usuarias, por un 

tiempo determinado que equivale a la tarea o servicio contratado (Decreto 4369, 2006).  
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El Artículo 2º del Decreto 4369 de 2006 que regula el ejercicio de la actividad de las 

Empresas de Servicios Temporales y se dictan otras disposiciones, posterior a la Ley 50 de 1990 

que reforma al Código Sustantivo del Trabajo y establece la definición de Empresa de Servicios 

Temporales (EST) como aquella entidad que celebra contratos para proveer servicios con terceros 

beneficiarios para colaborar temporalmente en el desarrollo de sus actividades. Este apoyo se 

realiza a través del trabajo de personas naturales contratadas directamente por la Empresa de 

Servicios Temporales, la cual asume el papel de empleador con respecto a dichas personas, 

ejerciendo el elemento de continuada subordinación y dependencia que traslada la EST. 

Los requisitos que exige a las EST para garantizar los derechos laborales de los trabajadores 

en misión son tener licencia del Ministerio de Trabajo, estar establecidas como entidades jurídicas 

de derecho privado, registrarse en el registro mercantil de la Cámara de Comercio y obtener la 

autorización de funcionamiento del Ministerio de Protección Social. Además, deben contar con un 

capital social que no sea inferior a 300 veces el salario mínimo legal mensual vigente en la fecha 

de su constitución. 

El Reglamento Interno de Trabajo de las EST debe incluir cláusulas específicas para los 

trabajadores en misión. Se les exige constituir una póliza de garantía cuyo monto no sea menor a 

500 veces el salario mínimo legal mensual vigente. Póliza que pretende asegurar el pago de 

salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones de los trabajadores en misión si la empresa 

enfrenta problemas de liquidez. Dicha póliza debe ser depositada ante el Ministerio de Protección 

Social. 

Adicionalmente, las EST tienen la responsabilidad de velar por la salud ocupacional de los 

trabajadores en misión (no es corresponsabilidad con la empresa contratante). Está prohibido que 

presten servicios a usuarias con las cuales tengan vínculos económicos. Asimismo, tienen la 

obligación de afiliar a la seguridad social integral a sus trabajadores en misión y cubrir las 
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cotizaciones para el Sistema General de Seguridad Social en pensiones, salud y riesgos 

profesionales, asumiendo la responsabilidad por el pago de aportes parafiscales, subsidio familiar, 

bienestar familiar y cuota de contratos de aprendizaje, entre otros.  

A pesar de las especificaciones la ley no declara el tipo de contrato que las EST deben 

suscribir  con sus trabajadores. El Código Sustantivo de Trabajo (CST) define tres modalidades de 

contrato laboral: a término fijo o determinado, de duración indefinida o contrato a término 

indefinido y el ocasional, accidental o transitorio. El primero tiene una duración determinada de 

máximo 3 años, mínima de más de un mes; el segundo no tiene límite de tiempo; y el tercero tiene 

un límite inferior a un mes en el desarrollo de la actividad solicitada. El Ministerio de Trabajo 

expone siete tipos de contrato de trabajo, atado a la duración de una obra específica, contrato a 

término fijo, contrato de trabajo a término indefinido, contrato de aprendizaje, temporal, ocasional 

o accidental. 

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) organismo especial internacional del 

trabajo, que surgió a inicio del siglo XX en 1919 como parte del Tratado de Versalles, que puso 

fin a la Primera Guerra Mundial. En la Declaración de la OIT sobre la Justicia Social para una 

Globalización Equitativa, adoptada el 10 de junio de 2008, aborda cuestiones relacionadas con la 

justicia social en el contexto de la globalización. Aunque no es un convenio vinculante, establece 

principios y directrices que destaca la importancia de garantizar la igualdad de oportunidades y de 

trato para todos los trabajadores, independientemente de su condición contractual y reafirma su 

compromiso con los derechos de los trabajadores. 

Para Guarnizo (2014), existe la percepción equivocada de que el trabajo informal se limita 

únicamente a los trabajadores por cuenta propia, los trabajadores familiares con y sin 

remuneración, las trabajadoras de servicio doméstico, los vendedores ambulantes, los lustradores 

de botas, los menores de edad que trabajan en las calles, entre otras formas no formales de empleo 
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presentes en la economía informal. Sin embargo, la realidad es que cuando se aborda el tema de 

informalidad laboral, la lista se torna interminable. Esto se debe a la presencia de diversas formas 

jurídicas y legales diseñadas para desvirtuar la relación laboral directa, dando lugar a prácticas 

como la subcontratación, tercerización, externalización e intermediación (Guarnizo, 2014, p.10). 

En este contexto, surgen figuras como las Cooperativas de Trabajo Asociado (CTA), las 

Empresas de Servicios Temporales (EST), los contratos sindicales (sin relación con actividades 

sindicales), los contratos de prestación de servicio, los contratos por horas, los contratos por 

corretaje, entre otros. Estas formas legales han contribuido, para Guarnizo (2014), a ampliar la 

percepción de informalidad laboral, ya que generan condiciones laborales menos protegidas y 

menos beneficios para los trabajadores, a menudo socavando los derechos laborales establecidos. 

El libro de la OIT, Promoviendo la igualdad de género que tiene como fin proteger a los 

trabajadores a partir de sus ocho convenios fundantes y la exposición de un conjunto de normas 

internacionales de trabajo que imponen obligaciones a los Estados de mejorar las condiciones de 

empleo en todo el mundo, busca garantizar  un trato equitativo de los trabajadores, igualdad de 

remuneración con un enfoque en la tarea a realizar, protección a la maternidad y en contra de la 

discriminación sea en la ocupación o por responsabilidad familiares. Busca proteger tanto al 

hombre como a la mujer, en términos para el caso presente, igualdad de goce de derechos laborales 

y garantías para los trabajadores temporales como a trabajadores permanentes. 

Colombia ha sido miembro de la OIT desde 1919. Para Guarnizo (2014), aunque 

Colombia ratificó sesenta convenios con la OIT desde 1933 hasta 2014, entre los que se incluyen 

ocho convenios fundamentales, tres convenios de gobernanza y cuarenta y nueve técnicos, 

adoptados en el país para salvaguardar los derechos de los trabajadores; convenios a los que se 

obligaba a cumplir en pro del principio PACTA SUNT SERVANDA, considerado fundamental 
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del derecho internacional, no se podía afirmar que protegieran eficazmente derechos con la 

tendencia a flexibilizar las relaciones laborales. 

Para Guarnizo, la información revelada por la última encuesta GEIH (Gran Encuesta 

Integrada de Hogares), llevada a cabo por el DANE en 2011, resultó desalentadora en relación con 

la ocupación informal. Según la encuesta, la informalidad laboral había alcanzado el 68%, 

calculada sobre la base de la afiliación al Sistema de Seguridad Social. Solo aproximadamente el 

32% de la población estaba dentro del ámbito de la formalidad laboral, cotizando simultáneamente 

en los tres aspectos clave de la relación laboral: salud, pensión y riesgos profesionales. Esto 

significaba que menos de la mitad de los colombianos en edad de trabajar tenían vínculos laborales 

formales, con las garantías prestacionales establecidas por la ley. Es importante señalar que, en 

nuestro país, la seguridad social está vinculada al empleo cuando existe una relación formal. 

Adicionalmente, observó un aumento significativo en la contratación a través de empresas 

de servicios temporales entre 2008 y 2011. En 2008, había 930,281 personas empleadas bajo esta 

modalidad, y para 2011, esta cifra había experimentado un notable incremento. Según la 

información citada por Guarnizo, para el año 2011 la informalidad laboral en Colombia había 

alcanzado un 68% de acuerdo con la encuesta GEIH del DANE de ese año. (2014, p.49)  

Actualmente, una nota de prensa de Min. Trabajo (s.f.), titulado Colombia en la OIT, indica 

que Colombia tiene 61 convenios de la OIT ratificados, con 54 en vigor, 8 convenios fundamentales 

ratificados (29, 87, 98, 100, 111, 105, 138, 182), 3 convenios prioritarios o de gobernanza 

ratificados 81, 129, 144 con el No Rat. 122, y 50 convenios técnicos. Según la información del 

Boletín Técnico de la Gran Encuesta Integrada de Hogares (GEIH) del DANE para el periodo 

agosto-octubre de 2023, la informalidad laboral a nivel nacional o la proporción de ocupados 

informales fue 55,7%, presentando una disminución de 2,1 puntos porcentuales frente al mismo 

periodo del año anterior (57,9%).  
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En este mismo Boletín se asegura que en las 13 ciudades y áreas metropolitanas la 

proporción de informalidad fue 41,4%, con una reducción de 2,4 puntos porcentuales vs agosto-

octubre 2022. Por sexo, la informalidad de los hombres a nivel nacional bajó 2,2 p.p. ubicándose 

en 57,6%, mientras que en las mujeres la reducción fue de 2 puntos porcentuales a 53,1%. Según 

tamaño de empresa, a nivel nacional el mayor nivel de informalidad se presenta en las 

microempresas (84,1%), seguido de las pequeñas empresas (23%). En las medianas y grandes hay 

menor informalidad.  

Las ciudades con mayor proporción de informalidad fueron Sincelejo (69%), Valledupar 

(64%) y Riohacha (63,8%). Las de menor proporción: Manizales A.M. (31,6%), Bogotá (32,2%) 

y Medellín A.M. (39,6%). En resumen, la informalidad laboral de este periodo se presentó con 

tendencia descendente tanto a nivel nacional como en las principales ciudades, con reducciones de 

alrededor de 2 puntos porcentuales, manteniéndose más alta en micro y pequeñas empresas. 

Comparando los datos actuales con los datos en los que Guarnizo (2014) se sostiene, se 

observa una mejoría en ambos casos, en los niveles de informalidad y en el compromiso legal con 

la OIT. A nivel nacional la informalidad en 2023 fue de 55,7%, presentando una reducción de 12,3 

puntos porcentuales frente al 68% de 2011. En 13 ciudades y áreas metropolitanas la reducción 

pasó de un estimado del 68 % en 2011 al 41,4 % en 2023, 26,6 puntos porcentuales menos. Incluso 

en centros poblados y rural disperso, la informalidad pasó de un estimado de 68% a 83,6% en 2023, 

una reducción de 15,6 puntos.  

La evidencia sugiere que Colombia ha avanzado en la formalización del empleo en la última 

década, con reducciones importantes en los niveles de informalidad laboral a nivel nacional y 

especialmente en las principales ciudades del país, con aún retos por abordar, pero con una 

tendencia positiva en esta materia.  
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En lo que compete a las empresas de Servicios Temporales en Colombia, según los 

resultados de la encuesta del DANE de 2021 Servicios Temporales en Colombia, respecto a las 

actividades de servicios administrativos y de apoyo tuvieron crecimiento positivo de 6,9% en el 

primer trimestre de 2021. Hizo uso de plataformas digitales el 19,3% de las empresas de actividades 

administrativas y de apoyo reportando que más del 50% de sus ingresos en septiembre 2021 

provenían de plataformas digitales.  

Bogotá concentró el 33% del valor agregado nacional en las actividades M+N, siguiéndole 

Antioquia (19,9%), Valle (12,9%) y Santander (3,9%). La participación de las actividades 

profesionales, científicas y técnicas; actividades de servicios administrativos y de apoyo (división 

M+N del PIB) en el PIB total nacional fue de 7% en 2020, actividades que tuvieron una variación 

anual negativa de -4,3% en 2020. En general, el 44,3% de las empresas de actividades 

administrativas y de apoyo indicaron que más del 50% de su personal trabajó de forma remota en 

septiembre de 2021.  

Desde la perspectiva de la flexibilización de las relaciones laborales, algunos beneficios o 

mejoras que podrían derivarse de estos datos incluyen la adopción de tecnología y flexibilidad 

laboral que se traduce en la adaptación a nuevas formas de trabajo y en la capacidad de los 

empleados para desempeñar sus funciones desde distintas ubicaciones.  

Con la evidencia de Guarnizo el empleo informal ha sido una solución para satisfacer la 

demanda de trabajadores en situaciones específicas, las empresas de servicios temporales han 

surgido como la figura representativa en Colombia para abordar necesidades de personal en tareas 

ocasionales, accidentales o temporales, se recurre a ellas cuando es necesario sustituir a empleados 

por periodos de vacaciones, incapacidades, enfermedades temporales o para hacer frente a 

aumentos en la producción. Estas opciones proporcionan una alternativa para aquellas personas 

que no están empleadas en el momento en que son contratadas. 



USO DE LOS CONTRATOS LABORALES      20 

 

La eficiencia y adaptabilidad a modelos de trabajo remoto puede ofrecer a las empresas una 

mayor agilidad y capacidad de respuesta a las cambiantes condiciones del mercado y la 

concentración de actividades en regiones específicas, como Bogotá, que puede indicar una 

optimización de recursos y la especialización en ciertos sectores y ofrecer beneficios en términos 

de eficiencia y colaboración empresarial. No obstante, se observa que la contratación de estos 

servicios a través de empresas de servicios temporales puede llevar consigo inseguridad laboral 

para los trabajadores, falta de protección social debido a la disminución de los beneficios, 

desigualdad salarial, reducción de derechos laborales y desincentivo a la formación y desarrollo 

profesional debido a la falta de estabilidad laboral. 

En Colombia, la ley establece que las EST son solidariamente responsables con la empresa 

usuaria por salarios, prestaciones sociales y cotizaciones de los trabajadores en misión, pero no 

especifica el tipo de contrato entre trabajador y EST. El contrato por obra o labor determinada 

termina cuando se concluye la labor u obra pactada. Este tipo de contrato podría aplicarse en el 

caso de los trabajadores en misión dada la naturaleza temporal de su vinculación, sin embargo, 

como no está claro, este vacío puede ocasionar inseguridad jurídica, dado que no queda claro cómo 

debe darse la vinculación contractual entre trabajadores y EST y derivar en precarización laboral, 

en la medida en que no se garantiza la protección de derechos de estos trabajadores temporales.  

Según el artículo 25 de la Constitución Política de Colombia, el trabajo es un derecho y una 

obligación social que el Estado protege especialmente, y que debe realizarse en condiciones dignas 

y justas (Constitución Política de Colombia, 1991). Según la Sentencia C-593/14 (Corte 

Constitucional de Colombia, 2014), el trabajo tiene una triple dimensión jurídica y política. Según 

la Corporación, el trabajo es un valor fundante del Estado Social de Derecho, que orienta las 

políticas públicas y las medidas legislativas para promover las condiciones dignas y justas en el 

ejercicio de la profesión u oficio.  
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Además, el trabajo es un principio rector del ordenamiento jurídico, que informa la 

estructura social de nuestro Estado y que limita la libertad de configuración normativa del 

legislador, imponiendo un conjunto de reglas mínimas laborales que deben ser respetadas por la 

ley. El trabajo es un derecho y un deber social, que goza de un núcleo de protección subjetiva e 

inmediata que le otorga carácter de fundamental y de contenidos de desarrollo progresivo como 

derecho económico y social, si bien la ley estipula la solidaridad de las EST con las empresas 

usuarias en cuanto a obligaciones laborales, sin un contrato adecuado los trabajadores en misión 

podrían quedar desprotegidos frente a sus empleadores directos, que son las EST.  

Si se optara por aquel contrato ligado directamente a la labor para la cual son contratados 

en la empresa usuaria, se brindaría mayor claridad sobre la duración y condiciones de la vinculación 

del trabajador con la EST que funge como empleador. Así se generaría mayor seguridad jurídica 

para las partes y protección efectiva de derechos para los trabajadores. 

 

Tabla 1. Comparativo entre contrato laboral y contrato de prestación de servicios 

Título Autor Aporte 

El contrato realidad 

frente al contrato de 

prestación de 

servicios en 

Colombia. 

(Proyecto de 

Pregrado) 

Hoyos (2020). 

Diferencia el contrato laboral y el contrato por 

prestación de servicios. Argumenta que uno de los 

problemas más destacados que se enfrentan hoy en 

día, que impacta significativamente a los 

empleados, es el fraude legal y la simulación en el 

ámbito laboral mediante el uso de la tercerización y 

otras formas contractuales para la contratación de 

personal, como el contrato de prestación de 

servicios (Hoyos, 2020).  

Se sostiene legalmente, y da las bases para pensar 

que es evidente el cumplimiento de los elementos 

que conforman un contrato de trabajo y que se 

tiende a utilizar el contrato de prestación de 

servicios para eludir las obligaciones que incumben 

a los empleadores al celebrar un contrato de trabajo 

y establecer una relación laboral (Hoyos, 2020). 

Análisis jurídico 

sobre la tercerización 

laboral: el caso del 

Salazar (2020). 

Deja claro el desarrollo histórico de la tercerización 

laboral en el Sistema Financiero Colombiano. 

Elabora una compilación normativa y 
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sector financiero 

colombiano. 

(Proyecto de 

Pregrado) 

jurisprudencial acerca de la tercerización laboral en 

Colombia y hace entrevistas a un conjunto de 

empresa de lo que concluye que las entidades 

financieras (empresas cliente) optan por la 

tercerización para tener control directo sobre 

aspectos clave del trabajo, adaptarse rápidamente a 

las necesidades cambiantes del negocio y alinear a 

los trabajadores con los objetivos de la empresa. 

Pero aunque esa práctica puede reducir costos y 

responsabilidades asociadas con la contratación 

directa, puede resultar en condiciones laborales 

precarias y menor protección para los trabajadores. 

Cuestionamiento de 

la responsabilidad 

civil en la relación 

laboral de los 

trabajadores en 

misión: ¿una 

necesidad de reforma 

normativa? 

 

(Garzón, 2015) 

Afirma que existe un vacío y falta de claridad en la 

normatividad colombiana respecto a la delimitación 

de responsabilidades por riesgos laborales en los 

trabajadores en misión, lo que puede vulnerar sus 

derechos laborales. Identifica posibles 

vulneraciones a las normas de seguridad y salud en 

el trabajo derivadas de la tercerización de 

responsabilidades.  

Plantea dos propuestas, reformular el artículo 216 

del Código Sustantivo del Trabajo, aplicando la 

ética discursiva para reconstruirlo de manera 

legítima, encarnando los intereses de todos los 

afectados y a través de la acción comunicativa y el 

consenso sobre la falta de validez de la norma 

actual. La otra mantener la norma, pero reformular 

el papel de los jueces en su aplicación, mediante 

teorías reformistas del derecho que no se liguen al 

positivismo jurídico.  

Específicamente, sugiere que los jueces apliquen el 

realismo jurídico y una práctica interpretativa que 

busque soluciones reales a estos casos 

problemáticos teniendo en cuenta los elementos 

sutiles que pueden pasar desapercibidos (Garzón, 

2015).  

Los impactos de la 

intermediación 

laboral de las 

empresas de 

Servicios temporales 

en los trabajadores 

del sector privado en 

Cúcuta 

(Chaparro & 

Roncancio, 

2022) 

Este trabajo investigó los efectos de la práctica de la 

intermediación laboral por parte de las empresas de 

servicios temporales en los trabajadores del sector 

privado en Cúcuta. Se utilizaron instrumentos como 

entrevistas, encuestas y análisis de jurisprudencia, 

doctrina y normativa aplicable, al igual que figuras 

como mapas mentales y figura con el porcentaje de 

datos recolectados. 

Establece la distinción conceptual entre la 

intermediación laboral (envío de trabajadores) y la 
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tercerización (contratación de producción de 

bienes/servicios), lo cual es relevante para el 

análisis de los contratos por obra o labor. Destaca la 

importancia del principio de la primacía de la 

realidad sobre las formas en el derecho laboral, para 

determinar la verdadera naturaleza de la relación 

más allá de figuras contractuales formales. 

Contratación por 

Medio de Empresas 

de Servicios 

Temporales; 

Legislación Laboral 

Colombia Vs España 

(Alzate, 

Ascencio, y 

Ochoa, 2021) 

En el marco de este estudio analiza en profundidad 

el desarrollo y funcionamiento del modelo de 

tercerización conocido como Empresas de Servicios 

Temporales. Para ello, toma como referencia la 

legislación laboral colombiana y española, 

realizando un análisis comparativo con un recorrido 

histórico detallado que identifica puntos de 

convergencia como de divergencias existentes en un 

contexto de migración. 

Los resultados principalmente relevantes 

mencionan que, según el estudio, la formalidad del 

recurso humano, la exigencia en cuanto a 

experiencia laboral, la flexibilización de trabajo, las 

garantías de ley, el personal permanentemente 

movible, variable y dinámico, y el valor humano 

son las principales características en la inclusión a 

la economía mundial. Las empresas de servicio 

temporal se trazaron como principal objetivo el 

acelerado crecimiento en los procesos de 

contratación a nivel nacional e internacional. 

El estudio aclara que no se debe confundir la 

tercerización de bienes y servicios, como resultado 

final a un tercero, con la tercerización de un recurso 

humano. La intermediación laboral consiste 

entonces en el envío de trabajadores de servicio a 

terceros y permite, entre otras cosas, la posibilidad 

de incorporarse al mercado laboral. 

Además, señala que la contratación temporal en los 

países analizados responde a una necesidad puntual 

en cuanto a cubrir determinados puestos de trabajo, 

originados por diferentes circunstancias. 

La nueva realidad de 

la contratación a 

través de Empresas 

de Servicios 

Temporales 

(Toro, 2016) 

La investigación analiza la evolución histórica de la 

contratación a través de Empresas de Servicios 

Temporales (EST) y su impacto en los trabajadores 

en misión y las empresas usuarias. Contribuye a la 

comprensión de la complejidad de la contratación a 

través de EST y a la búsqueda de un equilibrio entre 

la flexibilidad laboral y la protección de los 

derechos de los trabajadores.  
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Destaca el papel de las EST como generadoras de 

empleo, se cuestiona la tendencia a la 

flexibilización laboral y la precarización del trabajo. 

Concluye que las EST pueden ser utilizadas por las 

empresas usuarias para eludir responsabilidades con 

los trabajadores en misión, el derecho de asociación 

de los trabajadores en misión está limitado debido a 

la precariedad de sus contratos, la tercerización 

puede ser beneficiosa para la economía del país si 

se implementa de manera responsable, no se 

permite la tercerización de actividades misionales 

permanentes a través de EST. 

En sus conclusiones se inclina a que haya mayores 

controles y más mecanismo para evitar la 

tercerización de actividades misionales 

permanentes a través de EST y garantizar el 

cumplimiento de las obligaciones por parte de las 

EST. 

Acercamiento a las 

empresas de 

servicios temporales 

(E.S.T.) en la ciudad 

de Pasto 

(Paz, 2011) 

Se acerca al origen de las E.S.T. y a la 

reglamentación legal en Colombia, al tipo de 

contratación que manejan, la jurisprudencia, la 

legislación vigente hasta hoy en día y las 

regulaciones y los conflictos internos de la EST y 

los trabajadores enfocando esto mismo en Pasto. Se 

destacan categorías como el reemplazo con el uso 

de licencias, temporadas como la navideña escolar, 

vacaciones, etc. 

Entre sus conclusiones, se evidencia la clara 

afectación de los derechos humanos por medio de 

un contrato individual de trabajo y la ausencia de 

demandas de la reivindicación de los derechos de 

los trabajadores y de los pocos la insatisfacción de 

estas demandas.  

Empresas de 

servicios temporales 

y cooperativas de 

trabajo asociado: un 

flagelo para la clase 

obrera colombiana 

(Artículo) 

(Paipa, 2018) 

Basado en las premisas garantistas de la 

Constitución de 1991 que establecen el derecho al 

trabajo como un derecho fundamental y una 

obligación social, este artículo es jugoso porque 

busca examinar las variaciones de la relación 

jurídica que se produce entre las Empresas de 

Servicios Temporales, las Cooperativas Asociadas 

de Trabajo, los asociados y la empresa donde se 

realizan las labores. El análisis se centra en cómo 

los derechos de los trabajadores asociados, que se 

desarrollan en la relación solidaria, se ven afectados 

por la implementación irresponsable del fenómeno 

de la tercerización laboral. 
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2.2 Marco legal 

González y Sotaquira (2008) afirman que la historia de las EST se origina en los años 

treinta, especialmente durante y después de la Segunda Guerra Mundial. Con Estados Unidos 

enfrentando una crisis con altas tasas de desempleo y un ingreso nacional inferior (p.09). En esta 

misma sección, González y Sotaquira (2008) aseveran que en Europa Central, alrededor de 1939, 

y en Estados Unidos cerca de 1941, la economía de guerra generó una política de pleno empleo. 

Aspectos de 

inequidad en la 

relación laboral con 

los empleados 

temporales 

(Artículo) 

(Álvarez, 2009) 

El artículo examina la relación laboral en el trabajo 

temporal, resaltando los aspectos humanos desde 

una perspectiva legal y los desafíos prácticos en la 

aplicación, respaldado por autores y leyes clave. 

Este análisis es fundamental para determinar la 

viabilidad del uso de contratos por duración de la 

obra o labor determinada en la vinculación de 

trabajadores en misión con Empresas de Servicios 

Temporales, como parte de nuestro proyecto 

general. 

La degradación de 

los contratos por obra 

o labor de los 

trabajadores en 

misión de las 

empresas de 

servicios temporales 

(Proyecto de 

Pregrado) 

(Hernández, 

2020) 

Este proyecto es base porque investiga el contrato 

por obra laboral en la vinculación de trabajadores en 

misión por Empresas de Servicios Temporales. 

Utilizando Big Data y estadísticas para respaldar el 

análisis, concluye que a veces, este contrato se 

convierte en uno a término indefinido, beneficiando 

a la empresa usuaria pero planteando 

preocupaciones sobre derechos, por lo que 

recomienda a modo de conclusiones la correcta 

aplicación del Decreto 4369 de 2006,  

La Abolición de la 

Esclavitud y sus 

Formas 

contemporáneas 

(Libro en línea) 

(Weissbrodt y 

Dottridge, 2002) 

El libro examina la historia de la abolición de la 

esclavitud a nivel global y se adentra en las diversas 

formas contemporáneas de esclavitud que aún 

existen en la actualidad, como la trata de personas, 

la explotación laboral, y otros abusos similares. 

Ofrece un análisis detallado de los desafíos y 

obstáculos que enfrentan las iniciativas de abolición 

de la esclavitud en el mundo moderno y destaca la 

importancia de abordar este problema persistente. 

El libro se centra en la lucha contra la esclavitud a 

lo largo de la historia y en la necesidad de combatir 

sus formas actuales, proporcionando información 

valiosa sobre esto importante y urgente. 
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Sin embargo, la transición de una economía de guerra a una de paz resultó en desmovilización de 

mano de obra, creando desempleo, especialmente con la llegada de inmigrantes desplazados de 

Europa a América, principalmente en Estados Unidos. 

Una nueva categoría de trabajadores operaba sin necesidad de formar vínculos laborales 

permanentes, lo que llevó al surgimiento de empresas de servicios temporales. Para González y 

Sotaquira (2008), 1919 se estableció la primera norma en la primera Conferencia Internacional del 

Trabajo, abordando estrategias para erradicar el desempleo. Para ambos, a lo largo de ese siglo se 

promulgaron más normas culminando en 1978 con la adopción del “Convenio número 2 y la 

Recomendación sobre el desempleo” (p. 11).  

En esta época, los países europeos enfrentaron ciclos de expansión y contracción 

económica, generando altas tasas de desempleo consideradas necesarias para el funcionamiento del 

sistema de producción. Esto resultó en un elevado nivel de desempleo que, en ese periodo, era 

indispensable para el funcionamiento del sistema de producción porque se concibió para garantizar 

el equilibrio necesario entre las fuerzas económicas; y estas ideas quedaron reflejadas en las 

normativas de 1919, donde se reconocía la necesidad del fenómeno y se aceptaba su recurrencia 

inevitable. 

El objetivo principal de estas normas era mitigar las consecuencias del desempleo, centrado 

más en consideraciones humanitarias que económicas, a través de medidas como colocación y 

seguro contra el desempleo. En el inicio del siglo, se establecieron las primeras bolsas de trabajo u 

oficinas de colocación, y en 1919 se buscaba crear oficinas de colocación bajo control estatal, 

procesos y entidades relacionadas con la intermediación laboral, es decir, la conexión entre 

empleadores y personas en búsqueda de empleo. 

Se promulgaron leyes para regular las actividades de colocación, permitiendo también 

agencias privadas y gratuitas reguladas por la legislación nacional. En 1933 se estableció la 
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gratuidad en los servicios de colocación laboral y se pidió eliminar algunas agencias privadas de 

pago para ciertas profesiones. Esto ponía en peligro a las oficinas públicas gratuitas porque no 

podían reemplazar a las agencias privadas cerradas. Por esto, se fijó un plazo de 3 años antes de 

imponer el cierre de agencias privadas. Después de ese periodo, debían acatar la legislación, tener 

licencia y control de tarifas. 

Antes de la Segunda Guerra Mundial, la OIT adoptó recomendaciones sobre organización 

del empleo y reincorporación de fuerza laboral desmovilizada. La crisis económica y presión de 

sindicatos llevó al desarrollo de seguridad social. Esto hizo que los gobiernos dejaran de prestar 

atención a las oficinas de colocación y se enfocaran en dar subsidios individuales a desempleados. 

En 1948 se crearon normas donde el desempleo dejaba de verse como algo inevitable y se 

consideraba una falla del sistema económico. Se planteó que el pleno empleo provenía de una 

buena organización del mercado laboral para eliminar obstáculos. 

En 1948, se establecieron las dos normativas clave, el Convenio Sobre el Servicio de 

Empleo número 88 y número 83, que continúan influyendo en el tema de los servicios de empleo. 

Para González y Sotaquira (2008), estos documentos marcaron un cambio significativo al 

considerar el desempleo no como una circunstancia económica sin importancia, sino como una 

falla del sistema económico debido a un mal funcionamiento.  

Los autores aseguran que, con las nuevas normas, el pleno empleo se empezó a concebir 

como resultado de una eficiente organización del mercado laboral, para eliminar obstáculos y 

desequilibrio. El primer artículo de este convenio establecía que la función esencial del servicio de 

empleo, en cooperación con otros organismos, ya fueran públicos o privados, debía ser lograr la 

mejor organización del mercado laboral. Esto se consideraba como parte integral del programa 

nacional destinado a mantener y garantizar el sistema de empleo para todos. Por ello se plantearon 

los siguientes principios de buena gestión: las oficinas de empleo debían estar descentralizadas, 



USO DE LOS CONTRATOS LABORALES      28 

 

facilitar la especialización por profesiones, garantizar la competencia y la voluntariedad en el uso 

de estos servicios. 

En el contexto legislativo colombiano, se publica el Decreto 3743 de 1950 cual contiene 

los parágrafos que postulan el Código Sustantivo del Trabajo. Posteriormente en 1983 se publica 

el Decreto 1433 que define a las empresas de servicios temporales o según Urrea (2002), era una 

forma de gestión que buscaba “la primera consagración de la flexibilidad externa en términos 

legales en Colombia” (p.8). 

Para Guataqui (2001), el decreto de 1983 constituía una premisa significativa, ya que 

buscaba generar y ampliar oportunidades de empleo y la empleabilidad en Colombia, mediante la 

introducción de contratos temporales para promover el empleo y modificaciones en las 

indemnizaciones recibidas por los trabajadores bajo contrato a término indefinido al ser despedidos 

sin justa causa. Con el decreto las regulaciones legales debían modificarse. 

Para Isaza (2003) la ley 50 de1990 fue el inicio de esta modificación la cual se enfocó en 

flexibilizar el mercado laboral en Colombia facilitando la creación de nuevos empleos y la 

contratación y los despidos de los trabajadores. El Decreto 1433 de 1983 acabó con la Ley 50 de 

1990 y el Decreto 1707 de 1991 que reglamentan los artículos 71 a 94 de la Ley 50 de 1990. Luego, 

el Decreto 1707 de 1991 fue derogado por el decreto 24 de 1998, por el cual se reglamenta el 

ejercicio de la actividad de las empresas de servicios temporales. 

Para López (2014) el decreto 1707 de 1991 sobre temporalidad laboral focalizó la 

ocupación en categorías como obreros, personal auxiliar y oficinistas, presentando una presencia 

muy limitada en el ámbito profesional. López asegura que la ley 10 de 1991, que regulaba las 

empresas asociativas de trabajo, de carácter comercial y no laboral, privaba de los beneficios de 

los trabajadores de obtener prestaciones sociales; una forma perversa de burlar los derechos de los 
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trabajadores se realizaba mediante esta forma de contratación, por la inexistencia legal de un 

vínculo laboral entre cooperativa y asociado.  

Según López (2014), con el patrocinio del legislador se evidenciaba un claro 

incumplimiento al principio fundamental de respeto de la dignidad humana, el trabajo y solidaridad 

de las personas, que se pregonaba en un Estado Social y democrático de derecho. De acuerdo con 

la encuesta de Hogares Colombianos realizada por el DANE, las altas tasas de desempleo que se 

habían mantenido durante los últimos treinta años eran una muestra de que las políticas de 

flexibilidad laboral no habían surtido ningún efecto positivo. 

Posteriormente fue creada la Ley 100 de 1993 "Por la cual se crea el Sistema de Seguridad 

Social integral y se dictan otras disposiciones", el Decreto 1530 de1996 "Por el cual se reglamentan 

parcialmente la Ley 100 de 1993 y el Decreto-ley 1295 de 1994", y el Decreto 3769 de 2004 por 

el cual se adiciona el Decreto 933 de 2003. El Decreto 1300 de 2005 por el cual se modifica la 

tarifa de retención en la fuente a título del impuesto sobre la renta aplicable a los pagos o abonos 

en cuenta que se realicen a las empresas de servicios temporales de empleo a que se refiere el 

inciso primero del artículo 2° del Decreto 1626 de 2001. Luego, el Decreto 1466 de 2007 por el 

cual se crea la Comisión Intersectorial para Promover la Formalización del Trabajo Decente en 

el Sector Público y se dictan otras disposiciones. 

Para evitar las confusiones de las EST con las agencias de colocación o empleo 

desarrolladas con sustento en el Decreto 2676 de 1971, el Decreto 3115 del 30 de diciembre de 

1997 que reglamenta el ejercicio de la actividad de intermediación laboral, sustituyó el Decreto 

2676 de 1971, que regula el funcionamiento de los servicios lucrativos particulares de colocación 

o empleo. 

La Legislación Laboral en Colombia enfatiza que las actividades de intermediación laboral 

se abordan desde tres perspectivas. Por medio de la figura de Intermediario Simple, según el 
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artículo 35 del Código Sustantivo de Trabajo, cual considera intermediario a aquellos que contratan 

servicios de terceros para realizar trabajos en beneficio exclusivo de un empleador. 

La segunda, por medio de Gestión y Colocación de Empleo, perspectiva contemplada en 

los artículos 2.2.6.1.2.17 del Decreto 1072 de 2015, que tiene como objetivo registrar a 

demandantes y oferentes de mano de obra y vacantes. De esta forma se establece una relación 

laboral con el tercero que contrata el servicio, sin que el intermediario asuma responsabilidad 

laboral alguna (Presidente de la República de Colombia, Decreto 1075, 2015).  

La tercera se refiere al envío de Trabajadores en Misión, concepto definido en el decreto 

4369 de 2006, perspectiva que permite a los trabajadores colaborar temporalmente con empresas o 

instituciones en el desarrollo de sus labores. Sin embargo, solo las Empresas de Servicios 

Temporales, de acuerdo con el artículo 71 de la Ley 50 de 1990 y el Decreto 4369 de 2006, pueden 

llevar a cabo esta modalidad. 

 

3. Metodología 

 

Para realizar el primer objetivo de elaborar el análisis del Contrato Laboral por duración de 

la obra labor determinada en la legislación colombiana y en la jurisprudencia, se expone la 

legislación colombiana acerca del Contrato por obra labor, y luego la jurisprudencia sobre este 

contrato. En segundo lugar, se analizan las disposiciones que regulan las empresas de servicios 

temporales en Colombia a partir de la legislación y jurisprudencia colombiana acerca de las EST. 

Finalmente, a partir de cinco casos representativos se determina la legitimidad del uso del Contrato 

por duración de la obra o labor determinada con trabajadores en misión de empresas de servicios 

temporales conforme con las disposiciones legales y jurisprudenciales que regulan su 

funcionamiento. 
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El método de investigación es de tipo analítico y documental. El análisis jurisprudencial 

implicó la revisión de varios casos relevantes fallados por las altas cortes colombianas, 

específicamente 5 casos que estudiaron los problemas frecuentes detectados por los jueces y los 

criterios jurisprudenciales establecidos. Este estudio de tipo analítico-documental tiene un enfoque 

positivista basado en el análisis de la normatividad y jurisprudencia existente, para definir la 

factibilidad legal del uso de contratos de obra o labor con EST bajo ciertas condiciones y criterios 

identificados. 

 

4. Resultados 

 

4.1 Legislación colombiana acerca del Contrato por duración de obra o labor determinada 

El Código Sustantivo del Trabajo, Ley 50 de 1999 y Ley 244 de 1995, regula todos los 

aspectos del derecho laboral en Colombia, incluyendo el contrato de obra o labor. De acuerdo con 

Guataquí (2001), el contrato de trabajo ha evolucionado en el país de la mano de factores 

económicos, sociales y políticos. Si bien puede tener efectos positivos o negativos en la flexibilidad 

laboral, es fundamental para formalizar las relaciones entre trabajadores y empleadores. No 

obstante, se requiere de mayor difusión, formalización y cumplimiento las regulaciones, pues desde 

la perspectiva de Gómez (2014), este tipo de contrato puede prestarse para prácticas de explotación 

laboral cuando se usa sea de forma verbal o escrita para evitar las garantías propias de una relación 

formal de trabajo. 

En Colombia, el contrato laboral por duración de obra o labor determinada hace parte de la 

clasificación de los contratos de trabajo por su duración. Según el artículo 45 del Código Sustantivo 

del Trabajo, se describe como trabajo elaborado por el tiempo que dura la obra ocasional o 

transitoria, respecto a su duración “el contrato de trabajo puede celebrarse por tiempo determinado, 
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por el tiempo que dure la realización de una obra o labor determinada, por tiempo indefinido o para 

ejecutar un trabajo ocasional, accidental o transitorio” (Código Sustantivo del Trabajo, 1950).  

Según el artículo 45 tiene como límite un año, sin embargo, los contratos por duración de 

obra o labor determinada pueden tener una duración igual o no al tiempo inicialmente previsto o 

hasta que dure la obra o labor determinada, teniendo en cuenta que las laborales no son misionales 

o son misionales y deben atenderse temporalmente por alguna novedad de personal. Su duración 

es prorrogable a seis meses hasta seis meses más, por lo tanto, su fecha de finalización puede ser 

estimable más no se puede conocer solo hasta cuando culmina la labor (Código Sustantivo del 

Trabajo, 1950).  

El contrato de trabajo por duración de obra o labor debe cumplir con los requisitos generales 

de todo contrato de trabajo, como la capacidad de las partes, el consentimiento, el objeto y la causa 

lícitos. Debe constar por escrito y contener las cláusulas mínimas estipuladas en el artículo 37 como 

nombre, nacionalidad, documento de identidad, domicilio y residencia de los contratantes, la obra 

o labor determinada que debe realizar el trabajador, la cuantía, forma y período de pago del salario 

convenido, la duración estimada de la obra o labor determinada o la indicación de ser variable, el 

lugar donde se prestará el servicio y todas las demás estipulaciones que acuerden las partes (Código 

Sustantivo del Trabajo, 1950). 

El contrato de trabajo o el acuerdo entre las partes puede ser verbal o escrito (Código 

Sustantivo del Trabajo, 1950), como lo asegura el artículo 37, sin embargo, el contrato de forma 

verbal supone un riesgo para ambas partes. Al probar su duración, incumplimiento o terminar el 

contrato sin justificación, ninguna de las partes tendría una prueba sólida diferente a sus propias 

palabras, si hay testigos, aún se dudaría de su validez legal, por lo que la forma de elaborar los 

contratos por escrito es la forma más común, utilizada y recomendada en Colombia para estas 

relaciones contractuales. 
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Como obligación otorgada, el contrato por obra o labor puede sustituirse por otra obligación 

como el contrato a término indefinido, de modo que la primera obligación o el contrato por obra o 

labor quede anulado, a esto se llama novación. El contrato por duración de obra o labor determinada 

(CPOL en adelante) puede pasar a ser luego un contrato a término indefinido (CTI en adelante) 

pero, no se debe confundir el contrato por obra o labor con el contrato a término indefinido. El 

Decreto 2663 de 1950 o el Código Sustantivo Del Trabajo (CST), en su artículo 47 Duración 

Indefinida establece que “el contrato de trabajo no estipulado a término fijo, o cuya duración no 

esté determinada por la de la obra contratada (…) será contrato a término indefinido”. El CTI tiene 

vigencia mientras subsisten las causas que le dan origen y la materia del trabajo. El CPOL puede 

convertirse en un CTI sin necesidad de novación ni reemplazo, simplemente por la renovación 

sucesiva que supere un año de duración 

El CTI y el CPOL son diferentes, el CTI no expresa una fecha de culminación de las 

obligaciones contractuales (Mintrabajo, 2019), su duración no resulta de la naturaleza de la obra o 

servicio a ejecutar como sí sucede con el CPOL. El CTI no se limita a terminar un proyecto o tarea, 

no se mantiene mientras dura la obra (como para CPOL), sino que se ajusta a la carencia de certeza, 

a los trabajadores con el tipo les resulta imposible determinar con convicción cuándo termina su 

contrato. 

Tampoco se debe confundir con el contrato por prestación de servicios pues este es 

concebido como un pacto, una forma de contratación informal a pesar de que tenga de nombre 

‘contrato’ pues, no posee la connotación de subordinación que hace parte de la definición del 

contrato de trabajo estipulado en el artículo 23 (Código Sustantivo del Trabajo, 1950). Benavides 

Rosales (2020) a nombre de Min Trabajo en el Radicado No. 05EE2020120300000045147 de junio 

de 2020, asegura que el contrato por prestación de servicios (CPS en adelante) se rige por el Código 
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Civil y por el Código de Comercio mientras que el contrato por obra o labor se rige por el Código 

Sustantivo del Trabajo. 

Hay algunos aspectos en los que ambos se diferencian, para esto se pone atención a las 

definiciones contiguas. La subordinación, en el contexto laboral colombiano, permite al empleador 

dar órdenes al trabajador sobre cómo, cuándo y cuánto trabajar según los convenios establecidos 

sobre derechos humanos, lo que no quiere decir que el empleador no pueda imponer reglamentos 

(Código Sustantivo del Trabajo, 1950). La autonomía, por el contrario, se entiende como la facultad 

de la persona de obrar según su criterio técnico y directivo, con independencia de la opinión o el 

deseo de otros. El rasgo diferenciador de la relación laboral de contrato por obra o labor es su 

contraria, la subordinación y la autonomía.  

Para los contratos de prestación de servicios regidos por el Código Civil o el Código de 

Comercio (no por el Código Laboral) el contratista en este tipo de contratos goza de autonomía 

técnica, administrativa y financiera en la ejecución del objeto contractual. Es quien determina la 

manera, tiempo y lugar de realización del servicio contratado. Debe proveer por su cuenta los 

medios e insumos necesarios para cumplir con la labor encomendada, salvo que haya un acuerdo 

diferente con el contratante. Sin embargo, es posible pactar algunas condiciones como un horario 

determinado para la prestación del servicio.  

Por su parte, el contrato laboral (CL) no anula la autonomía, la subordinación está presente 

de una manera distinta frente al CPS. El CPS no se equipara con un CL. El CL es un contrato 

regulado por el Código Civil (Gómez, 2017), no es una modalidad de contratación laboral; se trata 

de una relación de tipo civil sujeta a lo acordado por las partes en el contrato (p. 1). 

Aunque el artículo 34 del Código Laboral define a los contratistas independientes como 

personas naturales o jurídicas que realizan obras o servicios para terceros a cambio de un precio 

determinado, asumiendo los riesgos y ejerciendo libertad y autonomía técnica y directiva, el CPS 
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no es una figura regulada por las normas laborales, que son de orden público y no negociables entre 

las partes, en cambio sí lo está por las normas civiles. 

En Colombia, los contratos laborales y los contratos por prestación de servicios se utilizan 

para regular diferentes tipos de relaciones de trabajo. En el Contrato Laboral el trabajador está bajo 

la subordinación y dependencia del empleador, un horario y lugar establecido por el empleador en 

el cual debe desempeñar las laborales, recibe un salario fijo, obligado a pagar prestaciones sociales 

y se observa como un contrato que brindar mayor estabilidad, tiene derecho a indemnizaciones en 

caso de despido sin justa causa. El contrato por Prestación de Servicios, en cambio, el contratista 

actúa de manera independiente sin subordinación directa del contratante.  

El contratista decide cuándo y dónde realizar el trabajo, es responsable del cómo siempre 

que cumpla con los términos acordados, no recibe prestaciones sociales, no tiene las mismas 

obligaciones de seguridad sociales que un empleado y la duración suele ser para la realización del 

proyecto o servicio concreto. Elementos como remuneración, subordinación y prestación personal 

del servicio son claves para saber si se está frente a un contrato laboral o a uno de prestación de 

servicios. Otros aspectos diferenciales entre el CPS y el CL se describen en la Tabla 2 

 

Tabla 2. Diferencias contrato laboral y contrato por prestación de servicios 

Característica Contrato Laboral (CL) 
Contrato por prestación de 

servicios (CPS) 

Naturaleza  

Relación subordinada y 

dependiente regulada por el 

Código Sustantivo del Trabajo  

Relación comercial e 

independiente regulada por el 

Código Civil y de Comercio  

Términos Empleado o trabajador / empleador Contratista / Contratante 

Vínculo  Vínculo laboral  Vínculo civil o comercial  

Subordinación  Aplica  

El contratista no está obligado a 

seguir un horario establecido ni a 

obedecer instrucciones de manera 

constante; es responsable de 

alcanzar el objetivo para el cual fue 
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Característica Contrato Laboral (CL) 
Contrato por prestación de 

servicios (CPS) 

contratado dentro del tiempo 

acordado.  

No aplica.  

Remuneración 

El Código Sustantivo del Trabajo 

define el salario como toda 

remuneración que recibe el 

trabajador en dinero o en especie 

como contraprestación directa por 

sus servicios, incluyendo pagos 

ordinarios, primas, bonificaciones 

habituales, valor de trabajo 

suplementario o horas extras, 

porcentajes sobre ventas, 

comisiones, etc. (Artículo 127). 

Sin embargo, no se consideran 

salario los pagos ocasionales por 

mera liberalidad del empleador 

como primas, bonificaciones o 

gratificaciones ocasionales, 

participación de utilidades, gastos 

de representación, transporte, 

elementos de trabajo y otros 

semejantes que no buscan 

beneficiar el patrimonio del 

trabajador (Artículo 128). 

Adicionalmente, las partes pueden 

acordar expresamente que ciertos 

pagos como alimentación, 

habitación, vestuario, primas 

extralegales no constituyen salario. 

Pero estos "pactos de 

desalarización" deben ser claros, 

ya que la regla general es que todo 

pago que remunere el servicio del 

trabajador se considera salario. 

Obras contratadas a precio 

determinado. 

Pago del 

empleador/contratista 

a la labor  

Salario mensual o por períodos de 

tiempo al que se le hacen 

descuentos de ley  

Honorarios pactados, generalmente 

discriminados por actividades. 

Monto que deseen pactar. No hay 

descuentos de ley.  

Jornada laboral  

Antes 48 horas semanales. La Ley 

2101 de 2021 modificó el artículo 

161 del CST. Estableció una 

reducción de la jornada laboral de 

forma gradual, desde el 2023 hasta 

No hay jornada laboral establecida, 

el contratista maneja su tiempo.  
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Característica Contrato Laboral (CL) 
Contrato por prestación de 

servicios (CPS) 

el 2026 a 42 horas semanales 

máximas.  

Licencia de  

maternidad, 

incapacidad, prima, 

cesantías, vacaciones  

Aplica  No aplica  

Indemnización  
Pueden aplicar indemnizaciones 

por despido injusto  
No aplican indemnizaciones  

Aportes Parafiscales  

El empleador debe realizar aportes 

parafiscales (Cajas de 

Compensación, ICBF, SENA)  

El contratista no está obligado a 

realizar aportes parafiscales  

Pagos a ARL 

(Administradora de 

Riesgos Laborales), 

EPS (Entidad 

Promotora de Salud), 

Pensión, Parafiscales:  

El empleador debe afiliar al 

trabajador al Sistema de Seguridad 

Social (Salud, Pensión, Riesgos 

Laborales)  

   

El empleador las paga. EPS y 

Pensión, una parte es descontada 

del salario del empleado.  

El contratista debe afiliarse por su 

cuenta al Sistema de Seguridad 

Social. La ARL debe ser pagada 

por el contratista siempre que el 

riesgo sea de nivel I, II o III; si el 

riesgo es de nivel IV o V, la ARL 

debe ser pagada por el contratante 

(Ministerio del Trabajo, Decreto 

1072, 2015).  

Terminación  
Sujeto a causales legales de 

terminación del contrato laboral  

Finaliza al cumplir el objeto 

contratado o al vencimiento del 

plazo pactado  

Nota. Adaptado de Decreto 410 (1971); Ministerio del Trabajo, Decreto 1072 (2015); Decreto 2663 

de 1950; Ley 57 de 1887; Ley 2101 de 2021 y Ley 84 de 1873. 

 

El CPOL es un contrato de trabajo laboral que puede celebrarse por el tiempo que dure la 

realización de una obra o labor determinada y está regulado por las disposiciones del Código 

Sustantivo del Trabajo. Lo que tiene en común el CPOL, el CTI y el CPS es la solidaridad. En 

materia laboral hace referencia a una relación de responsabilidad compartida, de obligación 

conjunta (Afanador y Libreros, 2012). 

En términos de liquidación y terminación, el CPOL termina cuando se finaliza la obra o 

labor determinada, sin necesidad de preaviso ni indemnización. Así se tiene que el contrato termina 

de manera natural, no es necesario proporcionar un preaviso ni pagar una indemnización cuando 

termine. Si en cambio el empleador da por terminado el contrato antes de la finalización de la obra 
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o labor este deberá pagar al empleado o al contratista una indemnización equivalente al valor de 

los salarios correspondientes al tiempo que faltare para cumplir el plazo pactado (Ley 789 de 2002). 

A esto se refiere la responsabilidad compartida. 

 

4.2 Jurisprudencia acerca del contrato por obra labor en Colombia 

Hasta el momento, la Corte Constitucional (2009) ha establecido en jurisprudencia los 

elementos esenciales de todo contrato de trabajo. Según la Sentencia C-614 de 2009, estos son: 

prestación personal del servicio, subordinación y salario. La Sentencia T-426 de 2015 recalca que 

lo que define la relación laboral es la realidad de cómo se ejecuta el trabajo, no la denominación 

formal del contrato. Esto se conoce como el principio de "contrato realidad" consagrado en la 

Constitución Política. Este dictamen también estableció que los trabajadores que están cerca de la 

jubilación y tienen contratos por obra labor pueden usar una acción legal llamada “acción de tutela” 

para proteger sus derechos laborales. 

La Corte precisó que la duración del contrato de obra o labor debe delimitarse, pues de lo 

contrario se entenderá que es de duración indeterminada. Además, el contrato de trabajo se convino 

por la duración de la labor contratada, la que se encontraba supeditada o ligada a la ejecución de 

las obligaciones en el contrato (Sentencia SL4936-2021, 2021). 

En este proceso la corte estableció que el contrato por obra o labor es aquel que se firma 

por el tiempo que dure la construcción o ejecución de una obra, actividad o labor determinada, que 

debe ser delimitada e identificada en el convenio o que se desprenda de la naturaleza de la labor 

contratada (Sentencia SL4936-2021, 2021). A falta de claridad frente a la obra o labor determinada, 

se entiende que el contrato es a término indefinido. 

Si el contrato de trabajo se convino por la duración de la labor contratada, supeditada o 

ligada a la ejecución de las obligaciones en el contrato, la indemnización por despido sin justa 
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causa corresponde al lapso que falte para culminar la obra determinada. Así mismo, la corte señala 

que el contrato por obra o labor debe respetar los principios constitucionales del derecho laboral, 

como la igualdad de oportunidades, la estabilidad en el empleo, la irrenunciabilidad a los beneficios 

mínimos y la primacía de la realidad sobre las formalidades. La Corte también ha reconocido la 

estabilidad laboral como un derecho jurídico de resistencia al despido, que busca proteger la 

dignidad y la igualdad del trabajador. 

La jurisprudencia colombiana, en particular la Corte Constitucional, ha enfatizado la 

importancia de que los contratos por duración de obra o labor estén claramente delimitados y 

relacionados con una tarea específica. Además, se ha establecido que los trabajadores bajo este tipo 

de contrato tienen derechos laborales y no deben ser objeto de discriminación o abuso en sus 

condiciones laborales. Esta interpretación busca garantizar la protección de los derechos de los 

trabajadores y prevenir la precarización laboral.  

La Corte Constitucional ha emitido varias sentencias que abordan el tema de los contratos 

por duración de obra o labor, entre las que se destacan las siguientes. 

En la Sentencia C-593 de 2014, la Corte declaró exequible el artículo 6º de la Ley 50 de 

1990, que regula el contrato a término fijo, incluyendo el contrato por duración de obra o labor. La 

Corte consideró que esta modalidad de contratación no vulnera el derecho a la estabilidad laboral, 

siempre y cuando se respeten las condiciones pactadas y se garantice el debido proceso en caso de 

terminación anticipada. 

En la Sentencia T-1025 de 2007, la Corte concedió el amparo del derecho al trabajo a un 

grupo de trabajadores que fueron despedidos sin justa causa ni indemnización, pese a haber sido 

contratados por duración de obra o labor. La Corte ordenó su reintegro y el pago de las prestaciones 

sociales adeudadas, al considerar que hubo una simulación del contrato y una vulneración del 

principio de primacía de la realidad sobre las formalidades. 
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En la Sentencia T-1039 de 2008, la Corte tuteló el derecho al trabajo de una trabajadora 

que fue despedida sin justa causa ni indemnización, después de haber sido contratada por duración 

de obra o labor. La Corte encontró que hubo una desviación del contrato y una falta de claridad 

sobre la obra o labor determinada, lo que implicaba que el contrato era en realidad a término 

indefinido. La Corte ordenó su reintegro y el pago de las prestaciones sociales correspondientes. 

La Sentencia C-386 de la Corte Constitucional de Colombia (2000), se refiere a los 

elementos esenciales del contrato de trabajo y la subordinación laboral. La subordinación del 

trabajador al empleador como elemento distintivo y definidor del contrato de trabajo ha sido 

entendida, según la concepción más aceptable por la doctrina y la jurisprudencia, como un poder 

jurídico permanente de que es titular el empleador para dirigir la actividad laboral del trabajador. 

Además, la sentencia establece que los poderes del empleador para exigir la subordinación del 

trabajador tienen como límite obligado el respeto por la dignidad del trabajador y por sus derechos 

fundamentales. Estos constituyen esferas de protección que no pueden afectarse por la acción de 

aquel. 

La Sentencia SL1715 de 2016 de la Corte Suprema de Justicia de Colombia trata sobre el 

caso de Iván Ricardo Suárez Sánchez, quien fue empleado de la Fundación Universidad Central 

desde septiembre de 1992 hasta marzo de 2007, cuando fue despedido sin justa causa. Suárez 

Sánchez ocupaba el cargo de "director del Departamento de Sistemas" y tenía un salario mensual 

de $7.391,000. 

Él demandó a la Fundación buscando una indemnización por despido injusto. La Fundación 

argumentó que Suárez Sánchez había violado una cláusula de exclusividad y que tenían un contrato 

por obra labor, no de servicios temporales. 

La Corte Suprema de Justicia determinó que Suárez Sánchez tenía un contrato por obra 

labor con la Fundación, no de servicios temporales. La Corte consideró que las tareas realizadas 
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eran parte de las actividades normales de la universidad. Por lo tanto, la Corte negó las pretensiones 

del demandante y confirmó la validez del contrato por duración de la obra o labor determinada. 

Este dictamen muestra que el contrato por duración de la obra o labor determinada es una 

opción válida para contratar a personas que realizan actividades específicas y delimitadas, sin 

generar una relación laboral. Sin embargo, también implica que los trabajadores bajo este tipo de 

contrato no gozan de los mismos derechos y beneficios que los trabajadores bajo un contrato laboral 

o de servicios temporales. Por lo tanto, tanto los trabajadores como las empresas deben ser 

conscientes de las ventajas y desventajas de cada tipo de contrato. 

 

4.3 Análisis de las disposiciones que regulan las empresas de servicios temporales en 

Colombia 

Las Empresas de Servicios Temporales en Colombia están sujetas a una serie de 

regulaciones y leyes para garantizar que operan de manera justa y ética. Estas leyes incluyen el 

Decreto 4369 de 2006, la Ley 50 de 1990 y la Ley 789 de 2002. El Decreto 4369 de 2006 en 

Colombia regula las Empresas de Servicios Temporales (EST), aplicándose a todas las entidades 

que participan en la actividad de servicio temporal en el país. El objetivo del decreto es definir las 

responsabilidades y obligaciones de las EST y las empresas usuarias. Según este, las EST son los 

empleadores legítimos de los trabajadores en misión, por lo que son responsables de todas las 

obligaciones laborales hacia estos trabajadores. 

Desde su promulgación, la interpretación y aplicación del Decreto 4369 de 2006, por el 

cual se reglamenta el ejercicio de la actividad de las Empresas de Servicios Temporales y se dictan 

otras disposiciones, evolucionó a través de varias sentencias judiciales, proporcionando una mayor 

claridad sobre las responsabilidades de las EST y las empresas usuarias y reforzando la importancia 

del cumplimiento legal por parte de ambas partes. La ley 50 de 1990 reforma al Código Sustantivo 
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del Trabajo y se dictan otras disposiciones, desde el artículo 71 hasta el artículo 94 autorizan el 

funcionamiento de las Empresas de Servicios Temporales mientras cumplan con estos requisitos, 

fundados en el Decreto 1707 de 1991 que reglamentó estos artículos.  

En la práctica, estas leyes se aplican a través de la supervisión del Ministerio del Trabajo y 

la Superintendencia de Industria y Comercio. Las entidades garantizan que las Empresas de 

Servicios Temporales cumplan con las obligaciones legales, incluyendo el pago de salarios justos, 

el cumplimiento de las normas laborales y de seguridad social y el respeto a los derechos de los 

trabajadores. 

La Corte Suprema de Justicia, con la Sentencia Rad. 9435, el 24 abril de 1997, de 

conformidad con los artículos de la ley 50 de 1990 se centra en las EST al definir que son personas 

jurídicas conformadas como sociedades comerciales, cuya actividad es enganchar y remitir el 

personal que requieran otras personas naturales o jurídicas para los siguientes efectos. (i) 

desempeñar labores ocasionales, accidentales o transitorias, es decir, aquellas cuya duración no 

exceda un mes y se requiera para cubrir necesidades ajenas a la actividad normal del solicitante de 

los servicios, (ii) reemplazar personal de vacaciones, incapacidades o licencias, (iii) atender 

incrementos de producción, ventas o transporte, (iv) recolectar cosechas, (v) prestar servicios en 

general. 

El Decreto 4369 de 2006 se refiere a las EST en similares términos, añadiendo que la 

empresa usuaria podrá contratar seis meses prorrogables por seis meses más y este término no se 

podrá prolongar, ni celebrar un contrato nuevo con la misma o diferente empresa de servicios 

temporales. Sin embargo, en la actualidad las EST son ampliamente utilizadas por empleadores 

como mecanismo de vinculación de personal, situación que ha causado reproche en tanto se 

presume que se utiliza para buscar un beneficio económico, incluso transgrediendo la dignidad de 

los trabajadores (Orjuela et ál., 2012).  
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Esta situación desdibuja el espíritu de la ley que quiso que estas EST se usaran para 

contratación solo excepcionalmente y para cubrir necesidades temporales de las empresas. Por esta 

razón se impuso un límite temporal a esta modalidad de contratación, para evitar abuso de la figura 

La Ley 50 de 1990, por la cual se introducen reformas al Código Sustantivo del Trabajo y 

se dictan otras disposiciones, abarca desde el artículo 64 al 94, disposiciones acerca de las EST y 

los trabajadores en misión. Donde se reitera varios decretos, deja en claro que existen dos tipos de 

trabajadores en las EST, trabajadores de planta y trabajadores en misión. Los trabajadores de planta 

desarrollan su actividad en las dependencias de las Empresas de Servicios Temporales, mientras 

que los trabajadores en misión son los que la EST envía a las empresas usuarias a cumplir la tarea 

o servicio contratado por estos, una tarea que no puedo exceder el 1año. En ambos casos, el 

empleado es de las EST. 

Y reitera, además que no es lo mismo vincular trabajadores bajo un modelo de contrato 

laboral a término indefinido o por duración de la obra o labor determinada pues en sus palabras “en 

el primero habrá estabilidad mientras que en el segundo la misma estaría supeditada a la duración 

de la obra o labor en cada una de las empresas usuarias del servicio”. 

 

4.4 Legislación y jurisprudencia colombiana acerca de las EST 

Conforme al artículo 77 de la ley 50 de 1990, las Empresas de Servicios Temporales (EST) 

tienen la función principal de contratar la prestación de servicios con terceros beneficiarios 

(empresas usuarias) para colaborar temporalmente en sus labores, que son desarrolladas por 

personas naturales contratadas directamente por la EST, la cual asume el papel de empleador con 

respecto a estos trabajadores. 

Las EST son quienes tienen como objetivo el suministro de mano de obra temporal a 

disposición de una tercera persona natural o jurídica catalogada empresa usuaria, quien determina 
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las tareas y supervisa la ejecución de estas. Los empleados en misión son considerados trabajadores 

de la empresa de servicios temporales, por delegación de la EST, pero, la empresa usuaria es quien 

ejerce la forma de subordinación material sobre ellos, pues es quien dirige y supervisa directamente 

las labores que realizan (Sentencia SL3520-2018, 2018). 

Aunque las Empresas de Servicios Temporales se sitúan dentro de los mecanismos de 

flexibilidad organizativa, no tiene siquiera un grado de participación en el fenómeno de la 

tercerización laboral. No es una forma de tercerización y en cambio, se considera una empresa 

intermediaria porque no pueden satisfacer necesidades permanentes de la empresa usuaria ni 

reemplazar al personal permanente existente. 

El artículo 6 del Decreto 4369 de 2006, al igual que el artículo 77 de la Ley 50 de 1990 

establece que los usuarios de las EST sólo podrán contratar con estas cuando la empresa usuario 

misma requiera (i) labores ocasionales, accidentales o transitorias, donde se asegura que las 

empresas usuarias pueden recurrir a las EST para la realización de actividades laborales que sean 

de naturaleza ocasional, accidental o transitoria, de acuerdo con lo establecido en el artículo 6 del 

Código Sustantivo del Trabajo; (ii) reemplazo de personal en situaciones específicas, la cual 

permite la contratación temporal cuando se requiere sustituir a empleados que se encuentran en 

vacaciones, en uso de licencia, en incapacidad por enfermedad o maternidad; (iii) atender 

incrementos temporales en la demanda, para hacer frente a aumentos en la producción, transporte, 

ventas de productos o mercancías, así como en periodos estacionales de cosechas y en la prestación 

de servicios, por un término de seis (6) meses prorrogable hasta por un periodo igual. 

El decreto 4369 de 2006, que regula el ejercicio de la actividad de las Empresas de Servicios 

Temporales y se dictan otras disposiciones, en el artículo 6 establece que, tras transcurrirse el plazo 

inicial de seis (6) meses, más la prórroga de (6) meses y si la razón original de la contratación de 

servicios temporales sigue presente en la empresa usuaria, esta queda impedida de extender el 
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contrato existente ni de celebrar uno nuevo, ya sea con la misma Empresa de Servicios Temporales 

o con otra diferente.  

Las tres delimitaciones establecidas pueden llevar a pensar que los trabajadores en misión 

pueden elaborar cualquier actividad permanente siempre que no exceda el lapso de 1 año, pero no 

es así. Solo se puede acudir a esta figura de intermediación laboral para labores netamente 

temporales. Sí se puede proporcionar personal temporal para actividades que son tanto parte de las 

operaciones habituales como para aquellas que se consideran excepcionales o atípicas, siempre y 

cuando cumplan con estas circunstancias excepcionales tales como trabajos ocasionales, 

reemplazos de personal ausente o incrementos en la producción o en los servicios (Sentencia 

SL3520-2018, 2018). 

Esta disposición precisamente se menciona porque busca evitar la utilización indebida o 

prolongada de contratos temporales cuando la necesidad inicial persiste. Insta a las empresas 

usuarias a explorar soluciones permanentes como la contratación a largo plazo en lugar de depender 

continuamente de servicios temporales para cubrir una demanda constante. De esta forma se 

prohíbe “prorrogar el contrato ni celebrar uno nuevo con la misma o con diferente Empresa de 

Servicios Temporales” (Sentencia T-284/19, 2022). Continuar cuando estos 12 meses se cumplan 

para suplir requerimientos permanentes sería acudir fraudulentamente a esta contratación.  

La Corte suprema de Justicia en el proceso 83692 de 2020, expone que es contrario a una 

o varias de las situaciones enunciadas en el artículo 77 de la Ley 50 de 1990 cuando se elabora la 

intermediación legal, por medio de un contrato de servicios temporales que en la práctica conlleva 

desarrollar actividades misionales permanentes. Es contrario porque “este tipo de vinculaciones 

fueron concebidas con un carácter netamente transitorio, excepcional y taxativo” (Sentencia 

SL4330-2020, 2020).  
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Transitorio porque es temporal, destinado a atender necesidades textuales y transitorias, 

que pueden alinearse con los objetivos fundamentales de las empresas. Excepcional dado que su 

aplicación debe ceñirse a una o varias exactitudes detalladas en el artículo 77 de la Ley 50 de 1990. 

Y taxativo, ya que no está diseñado para cubrir cualquier demanda temporal, sino solo las 

contempladas explícitamente en la normativa.  

El artículo 6 del Decreto 4369 de 2006, deja en claro la prohibición de «prorrogar el contrato 

ni celebrar uno nuevo con la misma o con diferente Empresa de Servicios Temporales». Si la 

empresa usuario cumple el plazo de los 6 meses, prorrogable por otros 6, y aún cuente con 

incrementos en la producción o en los servicios deberá utilizar otro tipo de instrumento de tipo 

permanente (Sentencia SL3520-2018, 2018). Las Empresas de Servicios Temporales no pueden 

ser el instrumento utilizado para cubrir necesidades permanentes de la empresa usuaria o sustituir 

personal permanente (Tribunal Superior Del Distrito Judicial De Valledupar, Rad. 20001-31-05-

003-2015-00549-01, 2019). 

El artículo 53 de la Constitución política de Colombia propicia la estabilidad en el empleo, 

en la práctica refiere a relaciones laborales estables y duraderas, pero esto no impide o prohíbe 

descifrar si las actividades misionales desarrolladas por el trabajador son temporales de acuerdo 

con el tipo de vinculación con la EST, o por el contrario, permanentes, opuesto al listado taxativo 

del artículo 77 de la ley de 1990, donde en cuyo caso la empresa usuaria debe contratar legalmente 

de manera directa a su propio personal (Sentencia SL4330-2020, 2020). 

Hasta aquí se reconoce que las Empresas de Servicios Temporales (EST) en Colombia son 

entidades que se dedican a proveer personal temporal a otras empresas usuarias para atender 

necesidades específicas y temporales. Actúan como intermediarias entre los trabajadores 

temporales y las empresas usuarias (Trabajador-EST-empresa usuaria) y pueden celebrar contratos 

laborales con los trabajadores temporales utilizando distintos tipos de contrato. 
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El Concepto 181605 del ministerio de trabajo asegura que las EST puede celebrar contrato 

de trabajo ocasiona, accidental o transitorio cuando se requiere al trabajador en misión en labores 

que no conllevan más de 30 días, con una prórroga de 90 días en total. Se pueden celebrar contratos 

a término fijo cuando la labor supera los 90 días y se extiende hasta un máximo de seis (6) meses, 

con una prórroga por el mismo término (seis meses adicionales). Y finalmente se puede celebrar 

contratos por la duración de la obra o labor determinada. 

El contrato por obra o labor podría utilizarse cuando se establezca una acción específica a 

cumplir por parte del trabajador, por ejemplo, cosechar determinadas frutas, caso que no debe 

exigir elaborar ninguna otra actividad. El tiempo, para este caso no puede exceder de un (1) año, y 

no va en contra del contrato por obra labor, ni especifica la duración del trabajador en la actividad 

porque está ligada a su obra o labor, la duración es el período mismo de la misión desconocida. En 

caso donde se visualice que la obra puede tomar más de un año se recomienda otro tipo de contrato 

donde no se incluya las EST.  

Los contratos a término indefinido y los contratos de prestación de servicios, este último 

caracterizado por la autonomía e independencia del contratista, no están permitidos para esta 

modalidad de empleo. En los casos posibles el trabajador cuando termina su actividad culmina con 

su contrato, pero esto no le impide ser contratado bajo cualquiera de estas modalidades 

contractuales en forma consecutiva para laborar al servicio de la Empresa de Servicios Temporales. 

En otras palabras, el trabajador puede ser parte de la nómina de la Empresa de Servicios 

Temporales, de la empleadora, pero no a más de un año con la empresa usuaria del servicio. 

En resumen, el objeto de las Empresas de Servicios Temporales es colaborar al usuario 

temporalmente en el desarrollo de sus actividades, de esta temporalidad dependerá el tipo de 

contrato con la empresa usuario. Puede haber contratos de trabajo ocasional, accidental o transitorio 

por 30 días, prorrogables por otros dos períodos, o sea 90 días según el artículo 6 del Código 
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Sustantivo del Trabajo. Si se trata de reemplazos en vacaciones, licencias o incapacidad, el contrato 

durará lo que dure la novedad respectiva por lo puede haber un contrato por obra-labor. Si se trata 

de incrementos en la producción, entre otros, se puede contratar a término de la obra o labor 

determinada teniendo en cuenta que la duración del servicio será de 6 meses, prorrogables hasta 

por 6 meses más, plazo por el cual se envía al trabajador a la empresa usuaria a suplir una necesidad 

específica (reemplazo de personal, incremento en la producción, etc).  

 

4.5 Determinación de la legitimidad del uso del contrato por duración de la obra o labor 

determinada con trabajadores en misión de empresas de servicios temporales de 

conformidad con las disposiciones legales y jurisprudenciales que regulan su funcionamiento 

Se procede a evaluar la coherencia y viabilidad de esta modalidad contractual (contrato de 

obra o labor) en el contexto específico de trabajadores en misión, considerando tanto aspectos 

legales como prácticos. A partir de 5 muestras representativas triangulares (empleado-empleador-

cliente) se evaluó si el empleo de este tipo de contrato por obra labor cumple con las disposiciones 

legales y la jurisprudencia vigente sobre las Empresas de Servicios Temporales (EST) y los 

trabajadores en misión. 

 

4.5.1 Primer caso 

Para el primer caso, Miguel Eduardo Solano Felizola fue contratado por la empresa Dismet 

S.A.S., mediante un "Contrato individual de trabajo por duración de la obra" para desempeñarse 

como coordinador técnico de gestión de catering en el proyecto de prestación de servicios de apoyo 

integral de Dismet para Meta Petroleum Corp. en Campo Rubiales. 

El demandante aseguró haber trabajado con la Empresa de Servicios Temporales DISMET 

S.A.S., desde el 17 de agosto de 2011 en labores como coordinar aspectos como alimentación, 
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alojamiento, aseo, cafetería y lavandería. Afirmó que la naturaleza habitual y recurrente de su 

trabajo contradecía la clasificación del contrato por obra labor, pues la voluntad del cliente podía 

dar por terminado el contrato sin indemnización y, además, estaba acabado el 30 de diciembre de 

2012. 

Mediante comunicación del 8 de noviembre de 2011, le habían avisado la terminación de 

contrato para el 14 de noviembre, de ese año, sin especificar la razón de la terminación laboral. En 

la liquidación enviada el 15 de noviembre siguiente, se indicó como motivo de retiro la terminación 

de la labor. El demandante aseguró que su contrato fue fijo, mientras que la EST asegura que fue 

por duración de la obra o labor, temporal y transitoria, mientras se suplía la actividad de manera 

permanente con la planta ordinaria del cliente. Esta, en su defensa propuso las excepciones de 

inexistencia de un contrato de obra o labor, sostuvo que el contrato celebrado con el actor no 

encajaba en la categoría legal de un contrato de a término fijo y arguyó improcedencia de la 

indemnización por despido sin justa causa, pago, buena fe del empleador que torna improcedente 

la sanción moratoria, falta de lealtad, probidad y posible temeridad de parte de Solano.  

El Juzgado Treinta y Seis Laboral del Circuito de Bogotá emitió una sentencia el 10 de 

marzo de 2015, declarando que hubo un contrato de trabajo por la duración de la obra o labor 

determinada entre las partes, entre el 17 de agosto y el 14 de noviembre de 2011. La sentencia 

condenó a la demandada al pago de $2.750.032 por indemnización por despido sin justa causa, así 

como $123.751.776 por indemnización e intereses moratorios desde el 16 de noviembre de 2013 

hasta el 7 de marzo de 2014. Además, el juzgado absolvió de otras pretensiones y condenó a la 

demandada a cubrir los costos asociados al proceso legal. 

La sentencia de segunda instancia, emitida por la Sala Laboral del Tribunal Superior de 

Bogotá D.C. el 4 de junio de 2015, confirmó la decisión del tribunal de primera instancia, que había 

declarado la existencia de un contrato laboral y condenado a la demandada al pago de 
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indemnizaciones. A pesar de confirmar la decisión, la corte superior decidió no imponer costas 

adicionales a ninguna de las partes por el proceso de apelación. No obstante, el tribunal se propuso 

resolver el problema jurídico sobre si existió un contrato de trabajo a término fijo entre las partes, 

y en caso de su existencia, examinar las obligaciones a pagar. 

Para llevar a cabo el proceso, en primer lugar, se consideró como hecho no disputado que 

el demandante trabajó para la demandada desde el 17 de agosto hasta el 14 de noviembre de 2011, 

desempeñando el cargo de coordinador técnico de gestión de catering con un salario acordado de 

$5.156.324, y que el contrato concluyó debido a una decisión unilateral por parte de la demandada. 

En otras palabras, ambas partes estaban de acuerdo en que esos últimos hechos fueron verdaderos 

y aceptaban su veracidad sin necesidad de discutirlos en el tribunal. 

Entre la discusión se encuentra: el contrato aseguraba “El término de este contrato se realiza 

por el tiempo que dure la labor contratada estimada hasta el 30 de diciembre de 2012. En caso de 

que el cliente PACIFIC RUBIALES, objete al trabajador en cualquier momento, será causal de 

terminación unilateral del contrato, sin lugar a indemnización alguna” (SL4936-2021, 2021). En 

dicho acuerdo, se estimó que la labor se extendería hasta el 30 de diciembre de 2012 como fecha 

estimada más no estipulada. Se sostuvo que la mención de la estimación de la fecha no implicó un 

plazo fijo, determinado e incondicional que convirtiera el contrato por obra o labor en uno a término 

fijo con fecha de terminación cierta. 

El tribunal sostuvo que la naturaleza específica de las funciones del actor estaba claramente 

establecidas en el contrato, visible en las p.inas 15 a 16 del expediente. Además, destacó que, según 

el numeral primero del contrato, la duración de este estaba vinculada al término de la labor 

específica en Campo Rubiales y no a la duración del contrato de prestación de servicios que la 

empresa suscribió con Meta Petroleum Corp., evidenciado en las p.inas 68 a 97 del expediente. 
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El 24 de noviembre, Solano asegura remitirse mediante correo electrónico, enviando la 

corrección de la fecha de la liquidación y el pago de indemnización por despido sin justa causa 

porque la labor no había terminado. Asegura haber autorizado su pago en la cuenta en la que le era 

consignado el salario, pero no le fue pagada o consignada, ni notificado el pago por consignación 

ante autoridad judicial; y que, el salario devengado había sido de $5.156.324. Con este precedente, 

el tribunal confirma la condena por indemnización moratoria. 

La indemnización moratoria es una penalización que se impone cuando el empleador no 

realiza los pagos de salarios y prestaciones de manera oportuna. El tribunal basa su confirmación 

en la falta de prueba de la buena fe de la demandada al omitir el pago puntual de salarios y 

prestaciones. Argumenta que, aunque la norma laboral no establece explícitamente la obligación 

del empleador de comunicar al trabajador sobre el depósito efectuado a su favor por salarios y 

prestaciones, dicha obligación está implícita. La referencia a la legislación civil (artículos 656 y 

siguientes del Código Civil) respalda esta afirmación, ya que, en el ámbito civil, para que el pago 

por consignación sea válido, debe notificarse al acreedor para que tenga conocimiento del depósito 

y pueda retirarlo sin limitaciones. 

En resumen, el tribunal sostuvo que la falta de comunicación al trabajador sobre los 

depósitos de salarios y prestaciones fue en contra de la buena fe y respalda la imposición de la 

indemnización moratoria. La confirmación de esta condena se basa en la ausencia de pruebas que 

demuestren que la demandada actuó de buena fe en relación con los pagos oportunos. Luego, ambas 

partes solicitaron el recurso de casación concedido por el Tribunal y admitido por la Corte. Se 

declaró desierto el recurso presentado por la demandada, indicando que no cumplió con ciertos 

requisitos o plazos establecidos, por lo que no fue considerado. En consecuencia, la Corte se dedicó 

únicamente a resolver el recurso presentado por el demandante.  
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El demandante señaló que la sentencia contuvo errores jurídicos que conducían a una 

desnaturalización del contrato de trabajo por duración de la obra y solicitó la revisión y corrección 

de la decisión judicial. El demandante buscó que la Corte modificara parcialmente la sentencia del 

Tribunal, en particular, pretendió que se revocara la parte de la sentencia que confirmó la existencia 

de un contrato de trabajo por la duración de la obra o labor determinada. Solicitaba que la Corte 

declarara la existencia de un contrato de trabajo a término fijo superior a un año. Además, buscó 

modificar la condena por indemnización por despido injusto y por último, solicitó que la Corte 

emitiera una decisión sobre las costas del proceso. 

En este contexto, la parte que presenta la apelación acusó a la sentencia de violar, de manera 

directa, los artículos 45 (duración) e infringir directamente el 64 (terminación unilateral del 

contrato de trabajo sin justa causa) del Código Sustantivo del Trabajo (CST) al validar el contrato 

por obra y no declararlo a término fijo, alegando la aplicación indebida de dichos artículos. Sostuvo 

que se infringieron los artículos 23 (elementos esenciales), 39 (contrato escrito) y 46 (contrato a 

término fijo) del CST fijando como fecha límite el 30 de diciembre de 2012, así como el artículo 

53 (principios mínimos básicos del trabajo) de la Constitución de Colombia.  

La parte argumentó que la coordinación técnica de la gestión de catering en Campo 

Rubiales no era una labor que pudiera contratarse por duración de la obra porque no estaba 

vinculada al logro de un objetivo cuya ocurrencia determinara o pudiera terminar. Al establecerse 

una fecha de terminación en el contrato, asegura este debería considerarse como un contrato de 

trabajo a término fijo, destinado al desarrollo de labores habituales, pues las labores del demandante 

no culminaron, sino que dejaron de ser tercerizadas y continuaron después de la fecha que marcaba 

su finalización. 

Arguyó errores de hecho que condujeron a quebrantos normativos en el proceso judicial: 

(i) no reconocer, a pesar de estar demostrado, que en el contrato de trabajo suscrito por las partes 
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no se especificó de manera clara y precisa la obra o labor específica por la cual se estaba 

contratando al trabajador, (ii) no aceptar, a pesar de la evidencia, que la labor para la cual fue 

contratado el demandante era de naturaleza habitual y recurrente, no sujeta a un ciclo o fin 

determinado o determinable que justificara su contratación a través de un contrato de trabajo por 

duración de la obra o labor determinada, (iii) aceptar, de manera claramente equivocada, que la 

labor para la cual fue contratado el demandante concluyó el 30 de noviembre de 2011, y (iv) no 

reconocer, a pesar de la evidencia, que el contrato de trabajo que vinculó al demandante tendría 

una duración hasta el cumplimiento del término fijo del 30 de diciembre de 2012. 

La sala determinaría la naturaleza del contrato de trabajo entre las partes, si se suscribió por 

duración de obra o labor determinada, como concluyó el Tribunal, o a término fijo, como sostuvo 

el recurrente, lo que implicaría la condena al pago de indemnización por despido sin justa causa. 

Para su desarrollo, parte de que no hay controversia en los siguientes aspectos: i) el actor fue 

contratado por Dismet para desempeñar el cargo de coordinador técnico de gestión de catering en 

el proyecto de prestación de servicios de apoyo integral para los servicios administrativos en 

Campo Rubiales, ii) el contrato de trabajo inició el 17 de agosto de 2011 y fue terminado a partir 

del siguiente 14 de noviembre, iii) mediante comunicación del 11 de octubre de 2011, Meta 

Petroleum Corp., informó a Dismet, que el cargo para el cual fue contratado el actor sería ejercido 

directamente por esa compañía. 

La sala destacó la disposición del artículo 45 del Código Sustantivo del Trabajo (CST), que 

establece las modalidades bajo las cuales puede celebrarse un contrato de trabajo. Enfatizó que, 

cuando se pacta por duración de obra, la denominación solo no es suficiente; debe determinarse y 

delimitarse claramente la obra o labor determinada, o que esta temporalidad se desprenda de la 

naturaleza de la obra. Que la naturaleza de la labor es solo uno de los criterios para establecer este 

tipo de contratación y que las funciones a desempeñar no pueden restarle validez al acuerdo. Si el 
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contrato se pactaba por tiempo determinado con una fecha de finalización e incondicionada, se 

considerará uno a término fijo. 

El tribunal aseguró que el fragmento describía el contenido del contrato de trabajo suscrito 

entre Miguel E. Solano Felizola y Dismet. El contrato se denominó "CONTRATO INDIVIDUAL 

DE TRABAJO POR DURACIÓN DE LA OBRA" y especificó que la fecha de inicio de labores 

fue el 17 de agosto de 2011. Estableció que el proyecto era "PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE 

APOYO INTEGRAL PARA LOS SERVICIOS ADMINISTRATIVOS EN CAMPO 

RUBIALES", y el cargo a desempeñar era "COORDINADOR TÉCNICO DE GESTIÓN 

CATERING". El contrato indicaba que la duración estaría estimada hasta el 30 de diciembre de 

2012 y que la objeción del cliente Pacific Rubiales en cualquier momento sería causal de 

terminación unilateral sin indemnización. 

De todo lo dicho, el colegiado concluye que el contrato se acordó por la duración de la labor 

contratada, vinculada a la ejecución del contrato de prestación de servicios. Aunque se menciona 

una fecha específica (30 de diciembre de 2012), el colegiado sostuvo que no era evidente que 

constituía un plazo fijo determinado, y, por lo tanto, consideraba que era un contrato por duración 

de la obra, pues la palabra "estimada" implicaba un cálculo o valoraciones anticipadas y no una 

certeza. Argumentó que la duración del contrato estaba sujeta a la permanencia de la obra o la labor 

contratada, lo que la hace determinable pero no determinada. 

Señaló que no era apropiado aplicar el artículo 46 del CST, que establece la duración de un 

contrato a término fijo, ya que la duración del contrato en cuestión no cumplía con los requisitos 

de certeza e incondicionalidad necesarios para considerarse a término fijo. Se afirmó que el tribunal 

había cometido un error al no considerar que la labor del actor no estaba supeditada a la duración 

del contrato de servicios, sino que estaba directamente relacionada con la duración de la obra o 

labor detallada en el contrato de trabajo. Este argumento pareció ser relevante para la disputa sobre 
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si el contrato de trabajo era de duración de obra o labor determinada, o si debía considerarse a 

término fijo. 

La sala finiquitó que, contrario a lo argumentado por el demandante, el término de duración 

del contrato de prestación de servicios entre la demandada y Meta Petroleum Corp., no era el único 

parámetro válido para determinar la finalización de la labor contratada al actor. Destacó que la 

finalización de la labor contratada se produjo porque la demandada ya no requería los servicios del 

actor para la ejecución del contrato con su cliente, porque la demandada dejó de necesitar esos 

servicios con la culminación del proyecto, es decir, se había extinguido la razón que motivó la 

vinculación laboral y determinó su duración. 

La Corte Suprema determinó que efectivamente entre las partes existió un contrato de 

trabajo por duración de la obra o labor determinada, dado que en el contrato se especificaron las 

funciones que debía desempeñar el trabajador (coordinador técnico de gestión de catering), así 

como el lugar (Campo Rubiales) y el proyecto en el cual se enmarcaba esa labor (prestación de 

servicios de apoyo integral de Dismet para Meta Petroleum). 

La continuación de la función por cuenta y riesgo de otro participante en el proyecto, en 

este caso, Meta Petroleum Corp., no afectaba la conclusión anterior. La Sala subrayó que no se 

abordó la condición de Meta Petroleum Corp., como verdadero empleador, la posibilidad de 

intermediación ilegal ni la continuidad del servicio, ya que estos temas no fueron planteados ni 

demostrados en el proceso. En consecuencia, la Sala no pudo profundizar en esos aspectos. 

El tribunal, en cambio, rechazó los argumentos presentados por el recurrente en cuanto a la 

ineficacia de la cláusula del contrato de trabajo que establecía como causal de terminación 

unilateral la objeción del cliente. El tribunal sostuvo que la conclusión fáctica que fundamenta su 

decisión no se basa en la objeción del cliente, sino en la extinción de la labor como parte de la 

ejecución del contrato de prestación de servicios entre el empleador y Meta Petroleum Corp. 
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Determinó que los cargos presentados por el recurrente eran infundados, en consecuencia, ordenó 

que las costas del recurso extraordinario fueran responsabilidad del recurrente, ya que hubo 

oposición. También estableció una suma específica como agencias en derecho. Confirmó la validez 

de la cláusula del contrato de trabajo en cuestión, basando su decisión en la extinción de la labor 

como parte de la ejecución del contrato de prestación de servicios con Meta Petroleum Corp.  

Para el tribunal la duración de este contrato estaba supeditada a la ejecución de las 

obligaciones de Dismet en el contrato de prestación de servicios que tenía con Meta Petroleum, es 

decir, la labor contratada con el trabajador estaba determinada por el servicio de apoyo integral que 

Dismet le prestaba a Meta Petroleum, el cual requería la labor de coordinación de catering 

desempeñada por el demandante. Al finalizar el requerimiento de Meta Petroleum a Dismet para 

el servicio de coordinación de catering, quedó establecido que terminó la labor para la cual había 

sido contratado el trabajador bajo la modalidad de duración de la obra. Por ende, era procedente la 

terminación del contrato sin una indemnización adicional, dado que la obra contratada 

efectivamente culminó. 

La Corte consideró ajustado a derecho este tipo de contrato por duración de la obra entre 

un trabajador en misión (Solano Felizola) de una Empresa de Servicios Temporales (Dismet) y su 

contratante (Meta Petroleum). El fundamento es que la labor estaba claramente determinada y su 

vigencia estaba ligada a la ejecución de ese servicio específico dentro del contrato comercial entre 

las empresas.  

De lo dicho, se mantuvo la declaratoria de la existencia de un contrato de trabajo por 

duración de la obra o labor determinada entre el señor Miguel Eduardo Solano Felizola y la empresa 

Dismet S.A.S., con vigencia entre el 17 de agosto y el 14 de noviembre de 2011; se confirmó la 

condena a Dismet S.A.S. de pagar al trabajador la suma de $2.750.032 por concepto de 

indemnización por despido sin justa causa, debidamente indexada. También se confirmó la condena 
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a Dismet S.A.S. de pagar $123.751.776 al trabajador por concepto de indemnización e intereses 

moratorios entre el 16 de noviembre de 2013 y el 7 de marzo de 2014.  

La Corte Suprema no casó ni modificó ninguno de los numerales de la sentencia del 

Tribunal, por lo tanto, la empresa Dismet quedó obligada a pagar las sumas ordenadas en el numeral 

2 y 3 al señor Solano Felizola, correspondientes a la indemnización por terminación del contrato 

sin justa causa y la indemnización moratoria por no pago oportuno de salarios y prestaciones. 

 

4.5.2 Segundo caso 

En el segundo caso, la Corte decidió el recurso de casación presentado por el Fondo 

Nacional del Ahorro (FNA), denominado "FONDO NACIONAL DEL AHORRO CARLOS 

LLERAS RESTREPO", contra la sentencia emitida por la Sala Laboral del Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Medellín el 30 de octubre de 2018, donde Juan Pablo Restrepo Garay 

adelantaba el proceso contra la empresa Temporales Uno A Bogotá S.A., Optimizar Servicios 

Temporales S.A., así como contra el Fondo Nacional Del Ahorro. 

Restrepo buscó que se reconociera su relación laboral con el Fondo Nacional del Ahorro 

(FNA) como un contrato de trabajo a término indefinido. Solicitaba estabilidad laboral reforzada 

debido a la pérdida de capacidad ocupacional superior al 50%, identificada el 16 de septiembre de 

2005 que alegaba haber sufrido. Su principal petición era reintegrarse a su antiguo cargo de técnico 

administrativo 2 o a uno de categoría superior, y reclamaba el pago de salarios, la liquidación de 

prestaciones legales y aportes al Sistema de Seguridad Social no recibidos desde el despido hasta 

su eventual reinserción.  

También reclamaba el pago retroactivo de diversas primas y bonificaciones desde marzo 

de 2009 hasta la fecha de la sentencia, indexadas al salario del mencionado cargo. Si no se lograba 

el reintegro, el FNA le pagaba la indemnización por despido injusto, según lo establecido en la 
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convención colectiva de trabajo, y una sanción moratoria. En última instancia, si esta 

indemnización no era aplicable, solicitaba la correspondiente según el Código Sustantivo del 

Trabajo. 

Para respaldar sus reclamaciones, Restrepo argumentó que desempeñó funciones que 

correspondían al cargo de técnico administrativo 2, según lo establecido en el manual de funciones: 

brindar asesoría comercial, atención al público y tramitar diferentes servicios relacionados con el 

portafolio de la entidad desde marzo de 2009 en la oficina de Medellín.  

Mencionó que trabajó para el ente público durante más de 6 años a través de estas dos 

Empresas de Servicios Temporales. Estos contratos tenían una duración específica relacionada con 

proyectos o tareas específicas. Sin embargo, señaló que apenas existían periodos de interrupción 

entre un contrato y otro. Afirmó que este modelo de contratación le impidió beneficiarse de la 

convención colectiva firmada con su sindicato mayoritario y alegó que el FNA le pagó un salario 

inferior al de los técnicos administrativos 2, quienes en 2015 tenían un salario de $2'052.623, 

mientras que él ganaba $1'750.000.  

Afirmó que las prestaciones sociales le pagaron de forma deficitaria. Pese a su condición, 

la empresa Optimizar Servicios Temporales S.A. decidió despedirlo el 14 de abril de 2015 sin 

autorización previa del Ministerio del Trabajo, lo que podría considerarse un despido sin justa 

causa según la normativa laboral. 

El demandante mencionó que presentó una acción de tutela para obtener el amparo 

transitorio de sus derechos fundamentales, logrando el reintegro laboral, el pago de acreencias 

laborales y el reconocimiento de la indemnización según el artículo 361 de 1997. Estas medidas 

estaban condicionadas a que presentara una demanda ordinaria en los 4 meses siguientes. También 

señaló que presentó una reclamación administrativa en julio de 2015, negada en agosto de ese año. 
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En respuesta a la demanda, el Fondo Nacional del Ahorro se opuso a todas las pretensiones, 

argumentando que no era el empleador del actor, sino que este trabajaba como empleado en misión 

de las empresas contratistas Temporales Uno-A Bogotá S.A., y Optimizar Servicios Temporales 

S.A. El FNA propuso excepciones previas como la inexistencia del demandado y la ineptitud de la 

demanda por falta de requisitos formales, así como excepciones de fondo como la prescripción, 

cobro de lo no debido, no configuración del contrato realidad y falta de nexo causal entre los hechos 

alegados y la calidad de usuario del FNA. 

Temporales Uno-A Bogotá S.A., se opuso al reajuste de salarios y acreencias laborales y 

presentó excepciones similares. Aceptó la vigencia de los contratos que el actor tuvo con la 

empresa. Optimizar Servicios Temporales S.A., también se opuso a las demandas y aclaró que solo 

tuvo un contrato de trabajo con el demandante por duración de obra, que finalizó el 14 de abril de 

2015 e indicó había procedido a reintegrarlo y a pagarle salarios, prestaciones y la indemnización 

de la Ley 361 de 1997, cumpliendo una orden judicial de tutela. 

De lo dicho se tiene que Juan Pablo Restrepo Garay fue el trabajador demandante que prestó 

servicios al Fondo Nacional del Ahorro (FNA) durante más de 6 años a través de contratos por 

duración de obra con Empresas de Servicios Temporales (EST) como Temporales Uno A Bogotá 

S.A., y Optimizar Servicios Temporales S.A. La FNA se constituyó como empresa usuaria que 

contrató al demandante para que realizara funciones de técnico administrativo a través de EST, 

donde se determinó que eran funciones permanentes y propias del FNA. 

En una audiencia el 3 de octubre de 2016, el tribunal rechazó las excepciones previas 

propuestas por las partes demandadas. La sentencia de primera instancia, emitida por el Juzgado 

Trece Laboral del Circuito de Medellín el 19 de octubre de 2017, declaró la existencia de un 

contrato de trabajo a término indefinido entre el Fondo Nacional del Ahorro y Juan Pablo Restrepo 

Garay, vigente desde el 16 de marzo de 2009 hasta el 14 de abril de 2015. Esta sentencia establece 
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que las empresas Temporales Uno-A Bogotá S.A., y Optimizar Servicios Temporales S.A., 

actuaron como intermediarias y eran solidariamente responsables de las condenas impuestas en el 

juicio. 

De ello, el Fondo Nacional del Ahorro es condenado a reconocer y pagar diversas sumas 

de dinero a Restrepo, incluyendo reajustes salariales, cesantías, intereses sobre cesantías, prima de 

servicios, vacaciones, primas extraordinarias, estímulo y recreación, prima de navidad, 

bonificaciones y una indemnización por despido injusto. También a dar la razón y pagar a la 

administradora de fondos de pensiones y cesantías Protección S.A., el reajuste de las cotizaciones 

obligatorias correspondientes a Restrepo, teniendo en cuenta el salario que debió recibir para los 

años 2012, 2013 y 2014. Allí se autorizó la deducción del valor de las condenas con $13’260.367, 

reconocida a Restrepo por salarios y prestaciones sociales pagados con motivo del reintegro 

ordenado por el Juez Constitucional, y se fijaron agencias en derecho por $740.000 a cargo de cada 

demandada. 

Se condenó en costas al Fondo Nacional del Ahorro y a las empresas TEMPORALES 

UNO-A BOGOTÁ S.A., y OPTIMIZAR SERVICIOS TEMPORALES S.A., a favor de Restrepo. 

Explicó que a pesar de la pérdida de capacidad laboral del actor y su reinstalación tras una acción 

de tutela Optimizar Servicios Temporales S.A., finalizó su contrato durante un proceso de 

liquidación judicial, momento en el cual el demandante tenía una pérdida de capacidad laboral del 

79,45%. El despido no fue discriminatorio, ya que la discapacidad se estructuró antes de iniciar el 

vínculo laboral, y las empresas lo contrataron independientemente de su padecimiento, que limitaba 

su movilidad, pero no le impedía desempeñar sus funciones. En consecuencia, se declaró 

improcedente el reintegro solicitado de manera principal, y por otro lado, prosperó la de 

compensación y parcialmente la de prescripción, resolviéndose implícitamente las demás 

excepciones con esta decisión.  



USO DE LOS CONTRATOS LABORALES      61 

 

En la sentencia de segunda instancia, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Medellín, en su fallo del 30 de octubre de 2018, confirmó algunos numerales de la 

sentencia inicial y realizó ajustes en otros. En el siguiente párrafo se resumen los cambios más 

significativos. 

Confirmó los numerales 1, 2, 3 y 7 de la sentencia apelada, que establecían la existencia de 

un contrato de trabajo indefinido, las condenas al Fondo Nacional del Ahorro (FNA) y a las 

empresas temporales, y la imposición de costas. Revocó el numeral 5 de la sentencia original, que 

autorizaba la compensación de la suma de $13’260.367. En su lugar, se negó esta compensación. 

Revocó el numeral 4 que absolvía al FNA de la indemnización moratoria según el Decreto 797 de 

1949, y condenó a las empresa de servicios temporales a pagar al demandante una suma diaria de 

$58.333,33 desde el 31 de agosto de 2015 hasta el pago efectivo de salarios, prestaciones sociales 

e indemnizaciones adeudadas. 

El Tribunal Superior respaldó las consideraciones del Juzgado de primera instancia, 

argumentando que el despido no fue discriminatorio, ya que la discapacidad del actor era conocida 

desde el inicio de la relación laboral en marzo de 2009, y no limitaba su capacidad para realizar 

sus funciones. Destacó que el retiro se debió a una situación administrativa y no a criterios 

discriminatorios. Recalcó que, pese a la formalidad de los contratos por duración de obra, el 

principio constitucional de la primacía de la realidad sobre las formas obligaba a la hermenéutica 

judicial a no limitarse a las apariencias y a descubrir la verdadera esencia de la relación laboral 

analizando todas las pruebas presentadas en el proceso. 

En el análisis del acervo probatorio, el juzgador resaltó el testimonio de Claudia María 

Aguirre Arredondo, coordinadora del punto de atención del Fondo Nacional del Ahorro (FNA), 

quien indicó que el demandante formaba parte del FRONT, encargado de la atención al público y 

específicamente de los trámites relacionados con el retiro de cesantías debido a su habilidad en ese 
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campo. El juzgador calificó las tareas asignadas al demandante como "perdurables, permanentes y 

conexas con la función misional del FNA como empresa industrial y comercial del Estado de 

carácter financiero".  

Consideró que la accionada no cumplió con el propósito de las Empresas de Servicios 

Temporales (EST), concebidas para enviar trabajadores en misión a la empresa usuaria para 

actividades temporales, según lo establecido en el artículo 77 de la Ley 50 de 1990. A pesar de la 

afirmación del FNA de que la contratación del actor se debió al incremento en la producción 

generado por la liquidación de créditos de la entidad y la expansión del negocio, el juzgador no 

encontró evidencia de ello en los contratos, donde se establecía que el vínculo sería por el término 

que durara la realización de la obra o labor contratada por la empresa usuaria. Dado que los 

términos contractuales eran vagos e indeterminados, el juzgador concluyó que dichos contratos 

debían considerarse a término indefinido. 

Conjuntamente, se señaló que, aunque se argumentara que el objetivo de la contratación era 

cubrir el incremento de la producción, el parágrafo del artículo 6° del Decreto 4369 de 2006 

impedía al FNA prorrogar el contrato con las EST más allá de un año o celebrar uno nuevo para la 

prestación del mismo servicio. Destacó la prestación del servicio continua, durante las 

interrupciones que se observaban entre los contratos, el demandante y los trabajadores que 

continuaron prestando servicios sin solución de continuidad. Además, se reveló que durante esos 

períodos, al demandante y otros trabajadores se les cancelaban bonificaciones a través de las EST 

y con rubros del FNA, como se evidenciaba en la prueba de folio 358 donde se registraban 

bonificaciones para el demandante. 

El tribunal hizo referencia a la sentencia CSJ SL, 22 feb. 2006, rad. 25717, que establece 

que cuando se recurre a la contratación fraudulenta con Empresas de Servicios Temporales (EST) 

en casos distintos a los enunciados en los artículos 77 de la Ley 50 de 1990 y 13 del Decreto 
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Reglamentario 24 de 1998, o cuando se supera el plazo máximo permitido en estos preceptos, las 

Empresas de Servicios Temporales adquieren la condición de empleador aparente y verdadero 

intermediario, en los términos del artículo 32 – 5 del Código Sustantivo del Trabajo. Esto determina 

que el usuario sea ficticio y, por tanto, deba tenerse como verdadero empleador.   

En cuanto a la compensación decretada, el ad quem consideró que esta no procedía porque 

las condenas impuestas por el a quo eran diferentes e independientes de lo que pagó Optimizar S.A. 

para dar cumplimiento al fallo de tutela. La compañía había cancelado al actor $13’260.367 a título 

de indemnización del artículo 26 de la Ley 361 de 1997, salarios y prestaciones sociales dejados 

de percibir por la terminación del contrato, todo lo cual se liquidó sobre un salario mensual de 

1’750.000 (f.º 385). Por tanto, no era dable compensar tal cifra con los reajustes salariales y 

prestacionales ordenados en el fallo de primer grado, pues según el artículo 1.715 del Código Civil, 

la compensación opera por ministerio de la ley cuando ambos sujetos son deudores y acreedores 

entre sí, hasta la concurrencia de los respectivos valores, siempre que ambas deudas sean de dinero 

o cosas fungibles, de igual género y calidad, sean líquidas y actualmente exigibles. Entonces, como 

no se trataban de deudas recíprocas, ni de igual género no era posible compensarlas. 

En cuanto a la indemnización moratoria, se recordó que tratándose de trabajadores oficiales, 

el artículo 1° del Decreto Legislativo 797 de 1949, modificatorio del artículo 52 del Decreto 2127 

de 1945, confiere a la empleadora 90 días para cancelar salarios. Agregó que, según la sentencia 

CSJ SL11436-2016, CSJ SL 21 sep. 2010, rad. 32416, y SL 13 abr. 2005, rad. 24397, si se adeudan 

prestaciones e indemnizaciones al trabajador, este podría estar cancelando una sanción equivalente 

a un salario diario, el cual está sujeto a que se valore la conducta del empleador y a que se demuestre 

que el empleador obró con mala fe.  

Para el efecto, se memoraron los hechos probados: (i) los servicios prestados por el 

demandante no eran de carácter temporal, (ii) fue contratado para ejercer labores propias, 
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permanentes, necesarias y habituales del FNA, (iii) en el FNA regional Antioquia existió una 

nómina paralela gestionada mediante EST, que no se ve justificada por el incremento de los 

negocios y usuarios, pues la entidad debió adecuar su planta de personal y no implementar estos 

esquemas en perjuicio del trabajador, a sabiendas que las necesidades del servicio eran 

permanentes, (iv) el hecho de que las EST finalizaran cada contrato antes de cumplirse un año, con 

un mínimo o ningún margen de espera para celebrar el siguiente, lejos de demostrar que cada uno 

obedeció a una finalidad y objeto distinto, constituye un indicio más de mala fe, pues con ello se 

pretendió burlar la necesidad de las funciones y su permanencia en el tiempo. También, (v) que los 

trabajadores no podían sustraerse de prestar los servicios durante los periodos en los que no había 

contrato porque no les renovaban su vinculación y, en todo caso, el tiempo servido se les pagó bajo 

otras formas veladas de remuneración. 

La Sala concluyó que, bajo las circunstancias presentadas, el FNA no podía estar realmente 

convencido de que celebró contratos temporales, de aquellos que regula el artículo 77 de la Ley 50 

de 1990, y más concretamente, por la duración de una obra o labor determinada, al punto de 

vincular bajo esta modalidad al demandante en 8 ocasiones consecutivas, en un término de 6 años 

y 28 días. La Sala consideró que esto era una actuación de mala fe, con el consecuente pago de la 

sanción moratoria ya enunciada. Por tanto, revocó la absolución en este punto y se condenó al 

FNA, como obligado principal, a pagarle al demandante la suma de $58.333,33 diarios desde el 31 

de agosto de 2015 que correspondía al día 90 después de la terminación del contrato (días hábiles) 

y hasta cuando se hiciera efectivo el pago de los salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones 

adeudadas. 

En cuanto al recurso extraordinario de casación, este fue formulado por la demandada 

(FNA), concedido por el Tribunal y admitido por la Corte Suprema de Justicia. La FNA buscando 

la casación parcial del fallo del 30 de octubre de 2018, recurrió a impugnar las condenas y a revocar 
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la absolución de la sanción moratoria y la compensación decretada en primera instancia (anular y 

dejar sin valor la sentencia). El cargo que hizo, se basó en la interpretación errónea del artículo 77 

de la Ley 50 de 1990 y otros preceptos legales, alegando que el tribunal se basó en jurisprudencia 

que involucraba conceptos jurídicos distintos, como el "fraude a la ley" y el "contrato realidad", 

que son excluyentes entre sí. 

El Tribunal se había basado en la figura del contrato realidad y se había apoyado en la 

jurisprudencia, específicamente del de la sentencia del 22 de febrero de 2006, radicación 25717, 

conocida como el caso Pascualita Epiayú. Esta sentencia concluyó que las demandadas incurrieron 

en fraude a la ley al superar los 6 meses en la contratación. El Tribunal había aplicado el principio 

de primacía de la realidad, en este contexto, no consideró necesario indagar sobre la naturaleza del 

contrato, la actividad o los pagos, ya que la realidad de la relación laboral no había cambiado a 

pesar de la contravención de la temporalidad establecida por la ley. 

La FNA argumentó que el error estaba especialmente en lo que respectaba a la discusión 

sobre el verdadero empleador. Para él el Tribunal había aplicado incorrectamente la teoría del 

contrato realidad al considerar como ficción lo que realmente era una realidad (la relación laboral 

existente), el error condujo a la negación de la compensación de los pagos realizados, 

argumentando que no se trataba de deudas recíprocas y de igual género. Denunció que el Tribunal 

presumió dolo por parte del fondo convocado a juicio y la simulación del contrato simplemente 

por haberse excedido el límite temporal de 6 meses en la contratación del actor, argumentó que el 

Tribunal había aplicado una especie de responsabilidad objetiva sin primero haber examinado la 

intencionalidad del agente, lo cual era incorrecto. 

En resumen, el Fondo Nacional del Ahorro buscó la casación parcial del fallo, cuestionando 

la interpretación y aplicación de la figura del contrato realidad por parte del Tribunal, así como la 

presunción de dolo y simulación en la contratación. Sostuvo que la temporalidad en la contratación 
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no debió considerarse como un fin en sí mismo, sino como una condición para la eficacia del 

contrato de trabajo temporal. Argumentó que exceder los seis meses establecidos en el artículo 77 

de la Ley 50 de 1990 no debería implicar automáticamente la ruptura de la teleología de las 

Empresas de Servicios Temporales (EST).  

Según la recurrente, el propósito de esta figura es garantizar el pago de las acreencias a los 

trabajadores mediante el aumento de requisitos para las EST, como su constitución formal, solidez 

económica, pólizas de seguro a favor del personal en misión y la supervisión del Ministerio del 

Trabajo. Objetó la deducción de mala fe porque el trabajador en misión desempeñaba actividades 

propias, permanentes, necesarias y habituales de la empresa usuaria. Argumentó que, según los 

artículos 71 y 77 de la Ley 50 de 1990, los trabajadores temporales deben cumplir actividades 

propias de la empresa usuaria. 

Aseguró que el Tribunal había pasado por alto que el aumento de las actividades financieras 

del Fondo Nacional del Ahorro no conllevó necesariamente a una expansión de su plantilla de 

personal y que al ser una empresa industrial y comercial del Estado, no podía ampliar su plantilla 

de manera discrecional, ya que las normativas como el artículo 115 de la Ley 489 de 1998 y los 

artículos 76, 95 y 96 del Decreto 1042 de 1978 reservaban esa facultad al Presidente de la 

República. Sostuvo que el Tribunal no había considerado adecuadamente que estas normas le 

impedían legalmente vincular al demandante en su planta de personal sin tener un cargo específico 

para él y sin la apropiación presupuestal para cubrir sus salarios y prestaciones.  

Para cumplir con el servicio crediticio, el FNA solo tenía la opción de contratar trabajadores 

temporales que venían prestando sus servicios o despedirlos y contratar un nuevo equipo. No podía, 

como entidad pública darle al demandante la condición de trabajador oficial, y por tanto, no lo 

podría ser de las instancias judiciales. Agregó que la jurisprudencia debía avanzar corrigiendo la 

debilidad conceptual que encierra el acudir al contrato realidad para justificar una sanción 
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económica al proceder contrario a la ley, pues no se le había podido otorgar la condición de 

trabajador oficial a Restrepo porque no existan los supuestos de ley necesarios para ello y que la 

relación era subordinada. 

Para comprobar lo dicho, citó a la Corte Constitucional C-555-1994 y al Consejo de Estado 

quienes no conferían el tratamiento de servidor público, sino que se limitaban a conceder una 

indemnización, que se tasa bajo la ficción de haber sido un empleado público. En consecuencia, 

pide variar la jurisprudencia y darle una ubicación correcta a las controversias sobre la duración 

ilícita de relaciones laborales con EST, para que se fundamentara correctamente en el concepto del 

fraude a la ley, y no en el principio de la realidad, pues ello llevaba a confusión entre los jueces. 

La parte (Restrepo) replicó que la censura carecía de fundamento jurídico en sus reparos y 

desconocía la línea jurisprudencial de la Corte Suprema y Constitucional, pues la vinculación del 

actor mediante Empresas de Servicios Temporales, por más de 6 años en actividades propias, 

habituales y necesarias de la usuaria, vulnera los derechos fundamentales del trabajador.  

El trabajador en misión desempeñaba actividades diferentes a las enlistadas en el artículo 

77 de la Ley 50 de 1990, la relación se prolongó más de 6 años, lo que significaba que la empresa 

usuaria era la verdadera empleadora.  

Que aceptase no poder contratar al trabajador directamente por carecer de cargos 

disponibles en su planta de personal, promovía el abuso de la temporalidad, en detrimento de la 

parte débil de la relación laboral, por lo que el Tribunal aseguró no haber incurrido en yerro alguno, 

aplicando apropiadamente la ley y la jurisprudencia para desenmascarar una situación de abuso de 

la temporalidad. Los testimonios practicados en juicio habían dado cuenta de que el FNA vinculaba 

trabajadores mediante Empresas de Servicios Temporales, con el fin de evitar su afiliación a la 

organización sindical y que fueran beneficiarios de la convención colectiva, lo que para el Tribunal 

constituye una prueba fehaciente de la mala fe de la demandada. 
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El Tribunal, por otro lado, aseguró haber errado al negar la compensación de deudas al 

considerar que no se trataba de deudas recíprocas y de igual género, en resumen, las sumas pagadas 

por las EST y la empresa usuaria correspondían a un único contrato y a una misma deuda solidaria 

frente al trabajador. Destacó que la vinculación a través de las EST buscaba evitar la afiliación 

sindical y la aplicación de la convención colectiva, elementos que reforzaban la mala fe del 

empleador. Pasó a analizar si la aplicación del principio de primacía de la realidad era acertada en 

este caso y a verificar si había incurrido en errores jurídicos en relación con la sanción moratoria y 

la compensación de deudas. 

El tribunal aseguró que el fraude a la ley es un principio general del derecho que se refiere 

al quebrantamiento de la legalidad, al amparo aparente de una norma. Esta figura denota aquel 

proceder que superficialmente se ajusta a la ley, pero que en verdad infringe la legislación, pues 

busca burlarla o evadir sus efectos y generalmente supone perjuicios o defraudación a terceros. En 

el ámbito laboral, el fraude a la ley podría manifestarse en prácticas defraudatorias, como la 

contratación temporal prolongada que excede los límites legales, en este caso, los establecidos por 

el artículo 77 de la Ley 50 de 1990. 

Por otro lado, aseveró que el postulado de primacía de la realidad sobre las formas 

constituye un principio constitucional, según el cual se debe privilegiar la realidad empírica y 

objetiva en la que se desarrolla el trabajo, sobre las formalidades pactadas por los actores. Como 

mandato supralegal transversal en el derecho laboral, resulta útil no solo para establecer si existió 

una relación subordinada, sino también a la hora de esclarecer qué emolumentos son constitutivos 

de salario, determinar el verdadero empleador en relaciones tripartitas o multipartitas, la 

continuidad y los extremos temporales del vínculo e incluso desmantelar situaciones de simple 

interposición, entre otros.  
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Ambos principios convergen en privilegiar la realidad sobre las situaciones aparentes y, 

lejos de ser antagónicos, funcionan de manera armónica y complementaria. En efecto, el principio 

de la primacía de la realidad, según se explicó, no se limitaba a una especie de conflicto y mucho 

menos se podía pregonar su impertinencia en el sub judice, donde se hace necesario revelar el 

carácter transitorio o permanente de los servicios prestados a una empresa usuaria.  

En el caso de interposición ilegal de Empresas de Servicios Temporales, no es técnicamente 

correcto aludir al “contrato realidad” ya que no se discute como tal la naturaleza laboral de la 

vinculación. Sin embargo, desde otra vertiente, este principio puede aplicarse para descifrar si las 

actividades misionales desarrolladas por el trabajador son temporales, según el listado taxativo del 

artículo 77 de la Ley 50 de 1990 o, por el contrario, permanentes. En el caso de que las actividades 

sean permanentes, la empresa usuaria debía vincular de manera directa a su propio personal, 

aseguró el tribunal. 

El Tribunal utilizó el principio de primacía de la realidad sobre las formas para determinar 

la naturaleza del servicio prestado al FNA, especialmente en lo que hace al carácter de la necesidad 

contratada y su duración. Con ello, su estudio no se había limitado a las estipulaciones 

contractuales, sino que las había confrontado con la realidad de su ejecución, lo que le permitió 

colegir que el actor desempeñó actividades permanentes en favor de la usuaria y no transitorias. Es 

decir, se instrumentalizó el servicio a cargo de las Empresas de Servicios Temporales para ocultar 

relaciones laborales continuas y por esa vía reducir costos laborales. En estos casos de 

intermediación ilegal, se comete fraude a la ley cuando formalmente se contratan servicios 

temporales con EST pero, en la práctica, se desarrollan actividades misionales permanentes, 

contrariando la finalidad de esta institución, que es la de satisfacer una necesidad excepcional y 

temporal a través de un tercero.  
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En efecto, el tribunal explica que en el marco constitucional y legal existe una preferencia 

hacia las relaciones laborales estables y duraderas, por ello, este tipo de vinculaciones obra-labor 

son concebidas con un carácter netamente transitorio, excepcional y taxativo. Transitorio porque 

el servicio es, por definición, temporal, es decir, para satisfacer necesidades puntuales y 

transitorias, que bien pueden ser o no del objeto social de las empresas; excepcional porque debe 

enmarcarse en una o varias de las situaciones enunciadas en el artículo 77 de la Ley 50 de 1990, y 

taxativo porque no está previsto para colmar cualquier requerimiento temporal, sino aquellos de 

los descritos en la norma en cita (Sentencia SL4330-2020, 2020). 

La Corte recordó que las EST no podían ser instrumentalizadas para cubrir necesidades 

permanentes de la usuaria o sustituir personal permanente, sino cumplir las actividades 

excepcionales y temporales previstas en el artículo 77 de la Ley 50 de 1990, que pueden o no ser 

del giro habitual de sus negocios. Según el artículo 77 de la Ley 50 de 1990, las Empresas de 

Servicios Temporales son aquellas que contratan la prestación de servicios con terceros 

beneficiarios para colaborar temporalmente en el desarrollo de sus actividades, mediante la labor 

desarrollada por personas naturales, contratadas directamente por la Empresa de Servicios 

Temporales, la cual tiene con respecto de éstas el carácter de empleador.  

El servicio a cargo de las EST solo puede ser prestado para (1) la ejecución de las labores 

ocasionales, transitorias o accidentales de las que trata el artículo 6.º del Código Sustantivo del 

Trabajo, (2) reemplazar personal en vacaciones, en uso de licencia, en incapacidad por enfermedad 

o maternidad, y (3) para atender incrementos en la producción, el transporte, las ventas de 

productos o mercancías, los períodos estacionales de cosechas y en la prestación de servicios, por 

un término de seis (6) meses, con otros seis prorrogables (Sentencia SL4330-2020, 2020). En suma, 

las Empresas de Servicios Temporales (EST) tienen a su cargo la prestación de servicios 
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transitorios en la empresa cliente, en actividades propias o ajenas al giro habitual de la misma por 

tiempo limitado. 

Aunque se suele pensar que las usuarias pueden contratar con las EST cualquier actividad 

permanente siempre que no exceda el lapso de 1 año, el tribunal asegura que esta visión es 

equivocada dado que solo puede acudirse a esta figura de intermediación laboral para el desarrollo 

de labores netamente temporales, sean o no del giro ordinario de la empresa, determinadas por 

circunstancias excepcionales tales como trabajos ocasionales, reemplazos de personal ausente o 

incrementos en la producción o en los servicios. La doctrina más extendida ha estipulado que las 

empresas usuarias no pueden acudir fraudulentamente a esta contratación para suplir 

requerimientos permanentes.  

Según el artículo 6 del Decreto 4369 de 2006, prohíbe prorrogar el contrato ni celebrar uno 

nuevo con la misma o con diferente Empresa de Servicios Temporales, cuando al finalizar el plazo 

de 6 meses, prorrogable por otros 6, aún subsistan incrementos en la producción o en los servicios 

(Sentencia SL4330-2020, 2020). Por tanto, el Tribunal no había errado al calificar los servicios 

contratados como continuos de la empresa usuaria, ya que el FNA no demostró haber tenido un 

incremento en los servicios que presta en los términos del numeral 3.° del artículo 77 de la Ley 50 

de 1990. Si aún los hubiese acreditado, de todas formas superó el término de 6 meses prorrogable 

por otros 6.  

El juzgador validó catalogar el servicio como permanente por dos vías: (1) cuando el 

servicio, en sí mismo, no es excepcional y temporal, sino que lo requiere la empresa de manera 

continua, y (2) cuando a pesar de que obedece a una situación extraordinaria (p.e. incremento en 

los servicios), satisfacerlo demanda un tiempo superior a 1 año, en cuyo caso, para el legislador, la 

necesidad equivale a su permanencia. En línea con lo anterior, y como en este caso el requerimiento 

del FNA no podía ser contratado a través de una EST, tampoco erró el Tribunal al considerar 
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defraudatoria esta negociación y reputarlo como verdadero empleador y a la EST como 

solidariamente responsable.  

En definitiva, Temporales Uno-A Bogotá S.A. y Optimizar Servicios Temporales S.A., 

fueron las EST que actuaron como empleadores formales del demandante mediante contratos por 

duración de obra que superaron los 6 meses permitidos. El actor estuvo vinculado por el mismo 

trabajo en 8 ocasiones, a través de contratos de duración de trabajo que duraban más de 6 años y 

28 días, y entre cada contrato, había poco o ningún tiempo de espera para celebrar el siguiente. Las 

actividades realizadas por el trabajador estaban lejos de ser ocasionales y tenían una vocación de 

permanencia. La FNA intentó ilegalmente sustituir el cargo por trabajador en misión, infringiendo 

deliberadamente el término previsto en el artículo 6 del Decreto 4369 de 2006. 

Con las pruebas reunidas el juez creyó evidente que lo que se pretendía era dar una fachada 

de legalidad y "eludir la necesidad de funciones y su permanencia en el tiempo". Esta 

instrumentalización de una figura legítima para esconder y llevar a las más remotas verdaderas 

relaciones laborales directas con los empleados constituye un fraude a la ley, circunstancias de las 

que el juez descartó un acto de buena fe.  

La conclusión, para el Tribunal no debía ser refutada por el hecho de que la FNA no pudo 

ampliar su personal, ya que es una empresa industrial y comercial de propiedad estatal cuyos 

servidores son generalmente trabajadores oficiales. El tribunal aseguró que para estos casos de 

ampliación, tenía la posibilidad de proponer al Gobierno Nacional las modificaciones a la 

estructura orgánica que considerara pertinentes, de conformidad con el artículo 90 de la Ley 489 

de 1998. Previa solicitud al Gobierno Nacional y con el concepto técnico favorable del 

Departamento Administrativo de la Función Pública, según lo previsto en el artículo 46 de la Ley 

909 de 2004, modificada por el artículo 228 del Decreto Ley 019 de 2012, y los artículos 2.2.12.1 

a 2.2.12.3 del Decreto 1083 de 2015. Esta gestión no fue demostrada, por lo que el Tribunal afirmó 
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no era posible abordar la imposibilidad que alegaba el FNA y que, en cualquier caso, constituía un 

nuevo hecho en casación ya que el FNA no lo había invocado en el caso. 

En consecuencia, el FNA y las dos Empresas de Servicios Temporales (Temporales Uno A 

Bogotá y Optimizar Servicios Temporales) fueron obligadas conjuntamente a asumir el pago de 

todas las condenas impuestas en el fallo judicial, en su condición de deudores solidarios. Ninguna 

de las tres podría exonerarse por separado, sino que debían responder todas de la obligación, de 

forma integral. 

El Tribunal se abstuvo de aceptar la compensación. La obligación de pagar los $13 millones 

había surgido sólo para Optimizar S.A. por orden del juez de tutela. En cambio, las condenas por 

reajustes de salarios y prestaciones convencionales se impusieron solo al FNA en este proceso 

ordinario laboral. No había deudas recíprocas entre ambos deudores. Los $13 millones obedecían 

a otros conceptos diferentes como la indemnización del art. 26 de la Ley 361 de 1997 y salarios 

dejados de percibir. En este proceso se ordenaron reajustes salariales y de prestaciones de tipo 

convencional, eran distintos tipos de deudas. En conclusión, como estaban ante dos deudas 

diferentes y o recíprocas, de iguales características entre el FNA y Optimizar S.A, el Tribunal 

encontró que no era viable hacer una compensación y descontar esos $13 millones de las condenas 

impuestas en este proceso laboral ordinario. 

Se pactaron contratos por duración de la obra o labor entre el trabajador y las EST, pero en 

la práctica el trabajador realizó funciones permanentes para la empresa usuaria FNA. Esto 

constituyó un fraude a la ley laboral porque se utilizó la figura del contrato temporal para encubrir 

una relación laboral indefinida con el FNA. De esto, se declara la existencia de un contrato de 

trabajo a término indefinido entre el demandante Juan Pablo Restrepo Garay y el FNA. 

En consecuencia, el FNA y las dos empresas de servicios temporales (Temporales Uno A 

Bogotá y Optimizar Servicios Temporales) fueron obligadas conjuntamente a asumir el pago de 
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todas las condenas impuestas en el fallo judicial, en su condición de deudores solidarios. Las EST 

al considerarse simples intermediarios y el FNA el verdadero empleador, por aplicación del 

principio de primacía de la realidad sobre formalidades, se condenó al FNA a pagar los reajustes 

salariales y prestacionales correspondientes. Al haber actuado como empleadores aparentes o 

ficticios, las EST debían responder de forma solidaria junto con el verdadero empleador, en este 

caso el FNA, el pago de los reajustes de salario y prestaciones sociales ordenados a favor del 

demandante Juan Pablo Restrepo Garay, las indemnizaciones por despido injusto y las costas del 

proceso. Para este segundo caso la corte concluyó el uso fraudulento de las EST con contratos que 

encubrían labores permanentes.  

 

4.5.3 Tercer caso 

La señora Angy Liceth Caro Fuentes alegaba se había vinculado laboralmente con la 

empresa Misión Temporal Ltda., a través de un contrato de trabajo por duración de la obra o labor 

determinada celebrado el 8 de marzo de 2016, para prestar sus servicios como trabajadora en misión 

en el cargo de cajero auxiliar al Banco Popular S.A. Solicitó que se declarara la tercerización 

laboral ilegal entre las dos empresas y que se condenara al Banco Popular S.A., a reintegrarla al 

cargo que venía desempeñando o a uno de mejor jerarquía, sin solución de continuidad, a partir del 

25 de marzo de 2017, al pago de los salarios, prestaciones sociales, vacaciones y aportes al Sistema 

General de Pensiones causados desde dicha fecha hasta su reintegro, así como al pago de la 

indemnización contenida en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997.  

También, pidió que se condenara a las empresas el pago de los perjuicios materiales e 

inmateriales causados con ocasión al accidente de trabajo acaecido el 19 de agosto de 2016, los 

cuales discriminó en suma de $4’681.153 por concepto de lucro cesante consolidado; $42’386.534 

por lucro cesante futuro, y cincuenta (50) S.L.M.V. por perjuicios morales objetivados. Al estar 
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desarrollando su labor para el Banco Popular S.A. le cayó un gato de puerta en la cabeza sufriendo 

trauma en cabeza y mano izquierda. El accidente fue reportado a la ARL y días anteriores la Jefe 

de operaciones de la oficina del banco reportó el daño en una de las puertas del área, a espera que 

el personal de mantenimiento hiciera la revisión y arreglo de la misma. En valoración realizada por 

medicina laboral del ARL Axa Colpatria le fueron expedidas recomendaciones laborales, que 

fueron puestas en conocimiento de las demandadas y que versaban en mantener postura sedente, 

haciendo pausas activas, evitando desplazamientos que implicaran subir y bajar escaleras, y 

continuar manejo por otorrinolaringología con seguimiento por medicina laboral. 

Además, peticionó que se condenara al pago de la indemnización por despido sin justa 

causa. Ella había trabajado que desde el 8 de marzo de 2016 hasta el 24 de marzo de 2017, 

desempeñándose en el cargo de cajera auxiliar, recibiendo órdenes y directrices de los directivos y 

representantes de la entidad bancaria. En el momento de su despido la psicóloga encargada del 

banco le informó verbalmente que quedaba desvinculada de dicha entidad y que debía presentarse 

a la empresa Mision Temporal Ltda (EST), Devengando el último salario en $1.232.000. 

Desde entonces, la demandante asegura haber estado ofreciendo sus servicios personales a 

MISION TEMPORAL LTDA. En la reunión No. 4 del comité paritario de seguridad y salud en el 

trabajo, celebrada el 28 de abril de 2017, se solicitó de manera precisa su reintegro para evitar el 

incumplimiento de las normas establecidas en el Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el 

Trabajo. La ARL AXA Colpatria emitió un dictamen de calificación con fecha 26 de julio de 2017, 

notificado el 15 de agosto del mismo año, determinando una pérdida de capacidad laboral del 

12.90% de origen laboral. Posteriormente, la Junta Regional de Calificación de Invalidez de 

Santander, con dictamen de fecha 25 de septiembre de 2017 y notificación el 5 de octubre siguiente, 

determinó una pérdida total de capacidad laboral del 17.20%. 
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Desde el día del accidente, la demandante asegura haber continuado sometiéndose a 

valoraciones médicas periódicas y tratamientos continuos. Se han emitido conceptos médicos en 

diversas fechas, incluyendo el 28 de septiembre de 2016, 22 de noviembre de 2016, 14 de febrero 

de 2017 y 27 de abril de 2017, los cuales han sido comunicados a las demandadas.  

La demandante sostuvo que su despido fue resultado de las condiciones de salud que 

presentaba y reclamaba el pago de los emolumentos laborales generados desde el 5 de marzo de 

2017, así como la indemnización establecida en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997. No obstante, 

afirmó que tanto por el despido como por las enfermedades laborales que padece, sufrió perjuicios 

morales y económicos. Ha tenido que acudir a trámites legales en aras de obtener protección de sus 

derechos. Se ha afectado de manera considerable su mínimo vital haciendo gravosa su situación y 

la de su familia. Además, perdió la oportunidad de ascender laboralmente, pues debido a las 

dolencias físicas y morales se encuentra limitada a ejercer ciertas actividades administrativas, lo 

que impide que pueda aspirar a un salario mejor 

Banco Popular S.A., como empresa cliente se opuso a todas las demandas presentadas por 

la demandante y aseguró que ella había trabajado a través de la empresa Mision Temporal Ltda, 

bajo los principios de la Ley 50 de 1990. Afirmó su relación con el banco no haber superado un 

año, contado desde el 8 de marzo de 2016, y que no hubo un despido, ya que Fuentes fungía como 

trabajadora en misión, y su desvinculación había obedecido al finiquito de las labores para las 

cuales había sido contratada en esa capacidad.  

Fuentes había proporcionado servicios de forma temporal, destinados a cubrir la ausencia 

de empleados del banco debido a vacaciones, permisos sindicales, licencias de maternidad, o para 

respaldar el aumento de las operaciones financieras, así como para apoyar los convenios 

comerciales suscritos por el banco. Por eso, se alegó que Fuentes había prestado sus servicios 

mediante la empresa Mision Temporal Ltda, en consonancia con los postulados de la Ley 50 de 
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1990, con órdenes impartidas que no indicaban la existencia de un contrato laboral con el banco, 

sino que tenían como objetivo asegurar el pleno cumplimiento de sus funciones que no sobrepasó 

el año. La vinculación laboral de Fuentes con la entidad financiera no había sobrepasado el año, 

habiendo comenzado el 8 de marzo de 2016; ella continuó trabajando de manera initerrumpida para 

su única empleadora Misión Temporal Ltda. 

Adicionalmente, rebatió la afirmada estabilidad laboral basada en condiciones de salud, 

argumentando que, en el momento en que la demandante finalizó sus labores con el banco, no 

presentaba ninguna incapacidad médica, ya que solo se le había prescrito una incapacidad por un 

período de 2 días en el momento del accidente laboral ocurrido el 19 de agosto de 2016. También 

destacó no tener ninguna deuda de índole laboral o prestacional con la demandante, ya que su 

empleador cumplía con el pago de todos los emolumentos a la trabajadora en misión, incluyendo 

los aportes al Sistema de Seguridad Social. 

Asimismo, el banco afirmó que no hubo negligencia en la ocurrencia del accidente laboral, 

ya que las circunstancias fueron atribuibles a un hecho fortuito, y además, no se demostró ni un 

daño ni un vínculo causal. Por lo tanto, rechazó las solicitudes de indemnización por lucro cesante 

pasado y futuro, así como por daños morales, ya que la demandante continuó recibiendo su salario 

y, según un informe médico presentado por la misma demandante, se insinuaba que esta había 

simulado o exagerado la gravedad de las secuelas alegadas. 

La EST se opuso a todas y cada una de las pretensiones incoadas por la demandante, afirmó 

que celebró un contrato individual de trabajo con ella el 8 de marzo de 2016, para desempeñar una 

actividad misional como cajero auxiliar para la empresa cliente Banco Popular S.A., prestando sus 

servicios en las oficinas de la usuaria ubicadas en la calle 35 No. 9-81 Casa del Libro Total y en la 

calle 35 No. 19- 65 sede principal, de la ciudad de Bucaramanga, en el horario autorizado por esta 

última. La empresa aseguró ser la única empleadora de la demandante, y que tal vinculación laboral 
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se encontraba vigente hasta la fecha de contestación de la demanda, conforme a la cual había 

pagado en su favor los salarios, prestaciones sociales, vacaciones, aportes al Sistema de Seguridad 

Social integral y demás emolumentos laborales causados antes y con posterioridad al 5 de marzo 

de 2017; aclarando que no había ocurrido despido alguno.  

Asintió la ocurrencia del accidente laboral referido, reportado debidamente a la ARL 

cumpliendo con todas las comunicaciones recibidas por esta última. Indicó no constarle lo señalado 

en la demanda, siendo hechos que requerían ser probados por la actora y formuló como excepciones 

de mérito las de “prescripción”, “culpa exclusiva de la víctima”, “inexistencia de las obligaciones 

demandadas”, “cobro de lo no debido”, “inexistencia de culpa suficientemente probada del 

empleador”, “indebida tasación de perjuicios”, “causa extraña”, “compensación” y la “genérica o 

innominada”. 

La entidad llamada en garantía, Seguros del Estado S.A., respondió indicando que no tenía 

conocimiento de los hechos de la demanda, ya que no había participado en la supuesta relación 

laboral que se intenta demostrar. En relación con los hechos del llamamiento en garantía, señaló 

que la póliza de cumplimiento particular alegada tenía vigencia desde el 1° de enero de 2016 hasta 

el 31 de marzo de 2022, cubriendo el cumplimiento de salarios y prestaciones sociales según las 

condiciones del clausulado general. No obstante, advirtió que, en caso de comprobarse la existencia 

de la relación laboral entre la demandante y el Banco Popular S.A., no existiría cobertura para esa 

circunstancia, ya que no estaba contemplada en el amparo. 

En cuanto a las excepciones formuladas contra la demanda, Seguros del Estado S.A., 

presentó las denominadas "imposibilidad de extender el carácter subjetivo de la mala fe como 

fundamento de las sanciones laborales" e "inexistencia del perjuicio indemnizable a la luz del 

contrato de seguros contenido en la póliza". Respecto al llamamiento en garantía, presentó 

excepciones como "inexistencia de la obligación a cargo de Seguros del Estado S.A. si se declara 
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la relación laboral directa entre el Banco Popular S.A. y la demandante", "ausencia de 

responsabilidad del Banco Popular S.A. por falta de prueba de solidaridad", "cobertura exclusiva 

de los riesgos pactados en la póliza de seguro de cumplimiento particular", "imposibilidad de 

afectar la póliza por un eventual fallo condenatorio por el concepto de vacaciones", "imposibilidad 

de afectar la póliza por las conductas contempladas en el artículo 65 del Código Sustantivo de 

Trabajo y el artículo 99 de la Ley 50 de 1990", "ausencia de cobertura por exclusión expresa en la 

póliza No. 14-45-101036262", "compensación", "límite de la responsabilidad" y "genérica". 

El juez de primera instancia en ese momento declaró que no hubo relación laboral entre la 

trabajadora y la entidad bancaria, y por tanto, absolvió a las demandadas de las pretensiones de la 

demandante. En la argumentación del fallo, el juez destacó la importancia de definir quién actuaba 

como empleador y obligado principal, y quién asumía el papel de obligado solidario en las 

relaciones triangulares planteadas. Para ello, hizo referencia a las disposiciones de la Ley 50 de 

1990, específicamente los artículos 71 y siguientes, que regulan las Empresas de Servicios 

Temporales, sus causales de contratación, los límites temporales para dicha contratación, y las 

consecuencias del incumplimiento de estas disposiciones. Además de hacer mención a lo 

estipulado en el artículo 35 del Código Sustantivo del Trabajo, también citó sentencias de la Sala 

Laboral del 21 de febrero de 2006, radicación 25717, como referencia para respaldar su decisión. 

Para el tribunal el contrato por obra labor estuvo vigente desde el 8 de marzo de 2016 hasta 

el 4 de marzo de 2017, un periodo inferior al límite legal establecido. Se destacó que este contrato 

no se extendió hasta el 24 de marzo, como se indicó en la reforma de la demanda, ya que ninguno 

de los representantes legales de las demandadas lo confirmó y concluyó que la demandante no 

cumplió con la carga de la prueba, ya que le correspondía demostrar los términos temporales de la 

relación laboral alegada, según la jurisprudencia establecida. 
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El juez de primera instancia dijo que las labores para las que se contrató la demandante 

encajaban en las que permite la ley taxativamente, tal como daban cuenta los folios 439 a 449, 

contentivos del contrato celebrado entre la Empresa de Servicios Temporales y la empresa usuaria 

del que extrajo para contratar servicios. El juez aclaró que de la literalidad de la norma se extraía 

que no sólo estaba permitida la contratación para aquellos eventos de aumento de producción, 

conforme se solía creer, sino también para el fin en este caso convenido. Además, la prestación del 

servicio de la demandante en favor de la empresa usuaria se ciñó a eventos temporales y 

específicos, y en distintas oficinas, como fuera para cubrir incapacidades de trabajadores, o en 

virtud de un convenio que tenía el banco con la Gobernación de Santander y otras entidades. Por 

lo tanto, el juez desestimó la intermediación laboral ilegal alegada y absolvió a las demandadas de 

las pretensiones de la demanda. 

El representante legal de Fuentes presentó un recurso de alzada buscando que se revocara 

la decisión del fallo inicial y que la demandada fuera condenada por las pretensiones planteadas. 

Argumentó que el juez de primera instancia cometió un error al no considerar probado que la 

prestación de servicios de la demandante para el Banco Popular S.A., no superó un año. Se basó 

en respuestas a la demanda sin especificar el documento exacto que lo demostrara, citando una 

reunión del COPASST donde se indicaba que la trabajadora fue desvinculada el 24 de marzo según 

la reforma a la demanda. Además, destacó que en ciertos documentos la empresa demandada no 

mencionaba que la contratación de la demandante tenía como fin cubrir vacaciones, licencias o 

incapacidades, sino que en uno de ellos reconocía haber tenido que cubrir el despido de otro 

trabajador. 

El representante legal también resaltó la falta de prueba sobre la razón de la vinculación de 

la demandante desde marzo hasta mayo. Afirmó que, según su interpretación, la existencia de 

convenios con otras entidades no justificaba la contratación con Empresas de Servicios Temporales 
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y además, que el Banco Popular había desnaturalizado la vinculación de la demandante al exceder 

el periodo de contratación y utilizarlo para cubrir situaciones no contempladas en la Ley, 

infringiendo el artículo 6 del Decreto 4369 de 2006. 

La demandada Banco Popular S.A., resaltó en sus alegaciones que la demanda fue incoada 

de forma maliciosa y que la fecha de finiquito del contrato fue cambiada para hacer ver que el 

término señalado en el Decreto 4369 de 2006 fue desbordado. Sin embargo, en el acápite de medios 

de prueba del mismo escrito de reforma y en memorial allegado en la misma fecha y hora de 

aquella, se reafirmaba la vigencia del vínculo hasta el 4 de marzo de 2017, lo que además se 

encontraba acreditado al plenario tal como fue declarado por el Juez de primera instancia.  

La demandada advirtió que las labores desempeñadas por la demandante sí obedecían a las 

relacionadas en los numerales 2 y 3 del artículo 6° del Decreto 4369 de 2006, y que su vinculación 

no fue por razón diferente a suplir transitoriamente los cargos de planta en razón de vacaciones, 

licencias de maternidad, enfermedad y aumento de productividad, como apoyo en el cargo de cajero 

auxiliar.  

Argumentó que los convenios celebrados con las entidades obedecían a periodos puntuales 

para pagos de impuestos que incrementaban los picos de necesidad de mano de obra. El banco en 

las convenciones colectivas suscritas con la organización sindical de trabajadores (UNEB), en 

especial la que se encontraba vigente al momento en que fue enviado a la demandante como 

trabajador en misión, pactó contratar trabajadores temporales de conformidad con lo mencionado 

en la ley, por lo que suscribió contrato comercial de prestación de servicios con Misión Temporal 

Ltda., a fin de que suministrara personal en misión en las dependencias y oficina a nivel nacional 

del banco. 

La demandada, Banco Popular S.A., reafirmó su oposición a la supuesta estabilidad laboral 

reforzada alegada por la parte demandante. Argumentó que la ARL (Aseguradora de Riesgos 
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Laborales) concluyó que hubo una simulación en las condiciones de salud de la demandante con el 

objetivo de asegurar su continuidad laboral en las instalaciones del Banco Popular. Además, 

destacó que la demandante no ha sufrido estigmatización o perjuicio debido a su presunta 

enfermedad, resaltando que retomó sus labores en la Empresa de Servicios Temporales a partir del 

5 de marzo de 2017, y que esta vinculación aún estaba vigente. 

La demandada subrayó que, después del accidente laboral, facilitó los permisos necesarios 

a la trabajadora para asistir a citas médicas y terapias. Asimismo, afirmó que la empleadora, Misión 

Temporal Ltda., fue la encargada de gestionar todo ante la ARL, y que le correspondía al banco 

atender las recomendaciones del médico laboral a través de la Empresa de Servicios Temporales. 

Dado por terminado, solicitó confirmar la sentencia de primera instancia que absolvió a las 

demandadas, al considerar que no se probó que la trabajadora hubiera superado el límite temporal 

ni que hubiera realizado actividades distintas a las autorizadas por la ley para la contratación 

temporal. 

La sentencia de segunda instancia estableció que la demandante se había vinculado 

laboralmente con la empresa Misión Temporal Ltda., a través de un contrato de trabajo por la 

duración de obra o labor determinada celebrado el día 8 de marzo de 2016, tal como daba cuenta 

los folios 26 a 27 y 369 a 372. Además, inició a prestar sus servicios como trabajadora en misión 

en el cargo de cajero auxiliar, a partir de esa misma fecha en favor del Banco Popular S.A., 

conforme se acreditaba de la documental obrante a folio 28, 207 y 373 del plenario.  

El tribunal aclara que las Empresas de Servicios Temporales se conciben como aquellas 

personas jurídicas que tienen por objeto la prestación de bienes y servicios en favor de una empresa 

usuaria contratante que requiere el cubrimiento de sus necesidades, sin que se pretenda por su 

intermedio desdibujar verdaderos contratos laborales. El régimen de las Empresas de Servicios 

Temporales se encuentra regulado inicialmente en el artículo 71 de la Ley 50 de 1990, que en su 
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tenor literal dispone: “Es Empresa de Servicios Temporales aquella que contrata la prestación de 

servicios con terceros beneficiarios para colaborar temporalmente en el desarrollo de sus 

actividades, mediante la labor desarrollada por personas naturales, contratadas directamente por la 

Empresa de Servicios Temporales, la cual tiene con respecto de éstas el carácter de empleador”; 

acepción recogida también en el artículo 2° del Decreto 4369 de 2006, por medio del cual se 

reglamentó el ejercicio de la actividad. 

El tribunal argumentó que de acuerdo con el Decreto 4369 de 2006, las Empresas de 

Servicios Temporales (EST) tenían la capacidad de emplear personal para cubrir necesidades 

temporales de terceros, contribuyendo transitoriamente a las actividades de las empresas usuarias 

mediante el envío de trabajadores en misión, quienes deben llevar a cabo las tareas especificadas 

en el contrato. El vínculo laboral es directo y exclusivo con la EST. El artículo 4º del Decreto define 

como trabajadores en misión a aquellos que la EST asigna a las dependencias de sus usuarios para 

realizar las labores contratadas.  

Asimismo, el artículo 6º establece los casos en los que las empresas usuarias pueden 

contratar con las EST: (i) labores ocasionales, accidentales o transitorias según lo dispuesto en el 

artículo 6° del Código Sustantivo del Trabajo, (ii) remplazo de personal en periodos de vacaciones, 

licencias, incapacidad por enfermedad o maternidad, (iii) atender aumentos en la producción, 

transporte, ventas de productos o mercancías, períodos estacionales de cosechas y en la prestación 

de servicios, por un plazo inicial de seis (6) meses, con posibilidad de prórroga por seis (6) meses 

adicionales. El parágrafo de esta normativa reafirma el Tribunal establece la restricción de exceder 

los plazos establecidos para la celebración de contratos. En otras palabras, el suministro de 

trabajadores a empresas usuarias está autorizado únicamente de manera temporal y para casos 

específicos mencionados taxativamente. 
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En este contexto, la jurisprudencia del Órgano de Cierre de esta jurisdicción en materia 

laboral estableció de manera consistente que cuando la Empresa de Servicios Temporales y la 

empresa usuaria violaban las condiciones temporales establecidas por la normativa aplicable o 

cuando la contratación tiene un propósito diferente al autorizado taxativamente, la naturaleza del 

vínculo laboral experimenta un cambio. En tales casos, se desvirtúa la esencia del contrato, y surge 

efectivamente un vínculo laboral directo con la empresa usuaria. La empresa de servicios 

temporales, en este escenario, se convierte en una simple intermediaria, dando lugar a una 

intermediación laboral ilegal y, por ende, asume una responsabilidad solidaria frente a los derechos 

del trabajador. Este principio el Tribunal lo confirmó en sentencias como la del 29 de octubre de 

2014, radicado 58172, con la ponencia del Dr. Luis Gabriel Miranda Buelvas, y en la sentencia 

SL3520-2018 del 15 de agosto de 2018, con la M.P. Clara Cecilia Dueñas Quevedo. 

En el caso presente, el Tribunal cuestionó la decisión del juez de primera instancia de 

absolver a las demandadas al no considerar demostrado que el vínculo laboral de la demandante 

excedió el límite temporal establecido en el artículo 6° del Decreto 4369 mencionado 

anteriormente. Argumentó que la separación del cargo de la demandante el 24 de marzo de 2017, 

como se evidencia en el folio 42 del expediente, respaldaba la afirmación de que el vínculo laboral 

había superado el plazo establecido por la normativa. 

La sentencia de segunda instancia había concluido que la afirmación de la demandante 

respecto a su desvinculación el 24 de marzo no tenía la prueba suficiente para invalidar la 

conclusión del juez de primer grado. Destacó que la referencia a la fecha provenía de una 

"inquietud" planteada por el Comité, un actor externo a la relación laboral alegada, y que no era 

aceptada por el Banco en su respuesta. La respuesta del Banco se centró en el apoyo brindado a la 

trabajadora y la implementación de recomendaciones laborales de la ARL, sin confirmar ni refutar 

la fecha de desvinculación. Además, no había otro respaldo probatorio que permitiera verificar 
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dicha fecha, por lo que finalizó diciendo que la parte demandante tenía la responsabilidad de 

demostrar de manera suficiente el periodo temporal en el que alega que finalizó su relación laboral 

con el banco, especialmente si buscaba establecer que la prestación del servicio se extendió más 

allá del límite temporal de un año establecido por la normativa.  

El juez de primera instancia, siguiendo el artículo 167 del Código General del Proceso y la 

jurisprudencia laboral sobre la carga de la prueba en relación con la prestación del servicio, señaló 

que recaía en el demandante el deber procesal de demostrar clara e inequívocamente la actividad 

personal desplegada, identificando los sujetos y extremos involucrados. 

En virtud del artículo 61 del Código Procesal del Trabajo, se otorga a los operadores 

judiciales la facultad de valorar la prueba y formar su convencimiento de manera libre, basándose 

en criterios lógicos, reglas de la experiencia y principios como el de la sana crítica. Esta autonomía 

implica que las decisiones judiciales gozan de una doble presunción de acierto y legalidad. Para 

que una decisión sea cuestionada o modificada, debe evidenciarse un error manifiesto y 

protuberante en dicha decisión. Para el caso presente, el tribunal aseguró no disponer de suficiente 

prueba material que permitiera identificar un error evidente en la valoración realizada por el juez 

de primera instancia.  

No se ha aportó, por ejemplo, un documento adicional proveniente de la demandada que 

respaldara la prestación del servicio hasta la fecha final mencionada por la demandante. Asimismo, 

la prueba testimonial que podría respaldar la observación hecha en el documento presentado por la 

demandante no estaba disponible. Dado que el término final alegado por la demandante era objeto 

de controversia y no se contaba con elementos de prueba adicionales, se subrayó la necesidad de 

aportar pruebas suficientes y válidas que corroboraran la fecha de finalización de la relación 

contractual, de acuerdo con los diversos medios probatorios contemplados en la normativa 

procesal. 
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Posterior a ello, la Sala de Decisión no encontró plausible, según se planteó en el recurso 

de alzada, afirmar que la conclusión del Juez A quo era errónea y que la prestación de servicios de 

la demandante Angy Liceth Caro Fuentes para el Banco Popular S.A., había superado el límite 

temporal establecido en el artículo 6° del Decreto 4369 de 2006. Sostuvo que el Juez de primera 

instancia acertó al considerar que no se desvió de la naturaleza de las actividades permitidas por la 

ley para una empresa de servicios temporales, en particular las establecidas en los numerales 2° y 

3° del artículo 77 de la Ley 50 de 1990.  

Dichas actividades se refieren a cubrir periodos de ausencia de los trabajadores de planta 

por vacaciones, licencias o incapacidades, y atender incrementos en la producción, transporte, 

ventas de productos o mercancías, periodos estacionales de cosechas y prestación de servicios, 

objetivos que se reflejaban en el acuerdo mercantil suscrito entre el banco y Misión Temporal Ltda., 

según lo estipulado en la cláusula segunda de dicho documento visible en los folios 439 a 499 del 

expediente. Además, resaltó que las razones jurídicas que respaldaban la actividad desempeñada 

por la demandante se encontraban debidamente documentadas, como se evidenciaba en el folio 

208, donde se detallaban las labores realizadas por la demandante en diferentes oficinas o lugares 

donde el banco prestaba sus servicios. 

En la mencionada documentación, se especificaba que la demandante había desempeñado 

diversas funciones de apoyo en caja durante periodos temporales, que variaban desde tres meses, 

como en el servicio prestado entre el 8 de marzo y el 26 de junio de 2016, en apoyo a un convenio 

con la Gobernación de Santander en la oficina ubicada en la Sala 2 de la Casa del Libro Total en 

Bucaramanga. También se destacaban servicios posteriores de apoyo en caja en la oficina de 

Bucaramanga, con periodos de 15 días entre el 27 de junio y el 12 de julio del mismo año, así como 

periodos de 5 días en las oficinas de San Francisco y Bucaramanga durante julio de 2016. Además, 
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se menciona un periodo de 20 días, del 27 de julio al 19 de agosto de 2016, prestando apoyo en 

caja nuevamente en la oficina San Francisco.  

La demandante había concluido sus servicios en el área administrativa de talento humano 

a partir del 20 de agosto de 2016 hasta el 4 de marzo de 2017, fecha en la que se finiquitó su 

vinculación de acuerdo con el término máximo establecido en el artículo 6º citado. Estos datos se 

respaldaron con la relación de ausencias de los trabajadores de planta en las oficinas mencionadas, 

contingencias que requerían el apoyo a través de trabajadores en misión de las empresas de 

servicios temporales con las cuales el Banco Popular tenía vínculos comerciales, según se evidencia 

en los folios 771 a 780 del expediente. La sentencia de segunda instancia concluyó que no se podía 

tener por acreditado que la prestación del servicio de la demandante Angy Liceth Caro Fuentes en 

favor del Banco Popular S.A. , había excedido el límite temporal contenido en el artículo 6° del 

Decreto 4369 de 2006, para que de ello pudiera entenderse una desnaturalización de la relación 

contractual que ataba a la demandante con el banco demandado.  

El tribunal estuvo de acuerdo con el juez de primera instancia al afirmar que este no 

desacertó al considerar que no se había desbordado la naturaleza de las actividades que la ley 

admitía objeto de ejecución a través de una empresa de servicios temporales, en especial las 

contenidas en los numerales 2° y 3° del artículo 77 de la ley 50 de 1990 —compilado en el artículo 

2.2.6.5.6., del Decreto 1072 del 26 de mayo de 2015—, referentes a cubrir los periodos de ausencia 

de los trabajadores de planta por vacaciones, licencias o incapacidades, y a atender incrementos en 

la producción, transporte, ventas de productos o mercancías, periodos estacionales de cosechas y 

en la prestación de servicios.  

Para el Tribunal, el objeto del acuerdo mercantil suscrito entre la entidad bancaria y Misión 

Temporal Ltda., fue tal, conforme se avizora de la cláusula segunda de dicho documento visible a 

folios 439 a 499 del expediente. En otras palabras, el plenario encontró sustento en las razones 
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jurídicas que sustentaron la actividad desplegada por la demandante, conforme da cuenta la 

documental visible a folio 208, dentro de la cual se relacionan las labores cumplidas por esta última 

por el lapso y en las diferentes oficinas o sitios en los que el banco prestaba sus servicios. 

En base a lo expuesto y sin la necesidad de más argumentaciones al respecto, el Tribunal 

consideró apropiada la confirmación integral de la sentencia bajo revisión, ya que no se lograba 

demostrar la existencia de una relación laboral subordinada con respecto al Banco Popular S.A., 

entidad a la que se le imputan las condenas solicitadas en la demanda. Debido a que el recurso de 

apelación no había tenido éxito, se impuso a la parte demandante el pago de las costas en esta 

instancia. La suma de $440.000 se establecieron como agencias en derecho. 

De esta forma se dio por terminado el recurso. El Tribunal confirmó la sentencia de primera 

instancia que absolvió a las demandadas al considerar que no se demostró que hubo una 

intermediación laboral ilegal entre Misión Temporal Ltda. y el Banco Popular S.A. en relación con 

el contrato de la señora Caro Fuentes. 

El Tribunal había dicho que para que existiera intermediación laboral ilegal en estos casos, 

debía probarse que se había excedido el límite temporal de 1 año que tiene la empresa usuaria para 

contratar al trabajador en misión a través de la empresa de servicios temporales o que las labores 

desempeñadas no correspondían a las permitidas legalmente. En este caso no se demostró que la 

prestación del servicio de la demandante al Banco Popular se extendiera más allá del 4 de marzo 

de 2017, es decir, no superó el año establecido en la ley. Tampoco se probó que las labores 

desempeñadas desbordaran las actividades permitidas para este tipo de contratación, que incluyen 

reemplazar personal en vacaciones o licencias y apoyar incrementos temporales en la producción 

o ventas. 

Se concluyó que era legítimo el uso de este contrato con la trabajadora en misión, pues no 

se rebasaron los límites temporales ni de actividades establecidos en la ley. En consecuencia, no 
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surgía para el Banco Popular la calidad de verdadero empleador de la demandante ni la 

responsabilidad solidaria con la empresa de servicios temporales. En resumen, La señora Angy 

Liceth Caro Fuentes demandó al Banco Popular S.A. y a la empresa Misión Temporal Ltda. 

argumentando que entre estas dos entidades existió una intermediación laboral ilegal en su 

contratación como trabajadora en misión. Según la demandante, el banco desnaturalizó este vínculo 

al extralimitar el período de contratación más allá del año permitido legalmente y al utilizarlo para 

cubrir actividades no autorizadas. Sin embargo, en primera y segunda instancia se demostró que 

no hubo tal ilegalidad y que el banco actuó legítimamente al contratar a la señora Caro Fuentes por 

intermedio de la empresa de servicios temporales.  

No se probó que la prestación del servicio de la demandante para el banco se extendiera 

más allá del 4 de marzo de 2017, es decir, no superó el límite temporal de 1 año dispuesto en el 

artículo 6 del Decreto 4369 de 2006. Si bien en una acta del COPASST se mencionó su 

desvinculación el 24 de marzo de 2017, esto no se demostró fehacientemente. Por el contrario, de 

los registros documentales del banco se evidenció que su último período de apoyo culminó el 4 de 

marzo de 2017. Según las reglas de la carga de la prueba, le corresponde al trabajador demostrar 

de manera clara los extremos temporales de la relación laboral alegada. La sola mención en un 

documento de un tercero no es prueba suficiente para desvirtuar lo señalado por el empleador y lo 

que indican sus registros. 

En segundo término, en el expediente quedó demostrado que las labores desempeñadas por 

la señora Caro encajaban dentro de las permitidas para este tipo de contratación: reemplazo por 

vacaciones o licencias y apoyo en incrementos estacionales de la operación. Así, los períodos que 

laboró en distintas oficinas fueron para cubrir ausencias de trabajadores de planta o respaldar 

convenios con alta demanda como el de la Gobernación. Dado que no se rebazaron los límites 

temporales ni de actividades, el Tribunal concluyó que el banco actuó legítimamente al contratar a 
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esta trabajadora en misión, sin que se configurara una intermediación laboral ilegal. Por tanto, no 

surgía para la entidad bancaria la calidad de verdadero empleador de la demandante ni la 

consiguiente responsabilidad solidaria. 

Total, la sentencia confirmó que, en este caso, el contrato por duración de obra o labor 

contratada con una trabajadora en misión de una empresa de servicios temporales fue utilizado de 

forma legítima por el Banco Popular S.A. al no demostrarse el desbordamiento de los límites 

legales que regulaban dicha modalidad contractual. 

 

4.5.4 Cuarto caso 

La Sentencia T-284/19 habla sobre la acción de tutela de parte de la señora L.S.B.A. (Luz 

Stela Bernal Acero) contra la Empresa de Servicios Temporales PTA SAS y la Industria Militar - 

INDUMIL. 

La señora asegura haber suscrito varios contratos de obra o labor contratada con diferentes 

Empresas de Servicios Temporales entre el 5 de mayo de 2015 y el 2 de febrero de 2018 para 

desempeñarse como trabajadora en misión en la Industria Militar (INDUMIL). El último contrato 

lo firmó con la empresa PTA SAS y estuvo vigente entre el 18 de diciembre de 2017 y el 2 de 

febrero de 2018. El 22 de febrero de 2017, cuando la accionante laboraba para la empresa Grupo 

SESPEM, fue diagnosticada de cáncer de seno. 

El 2 de febrero de 2018, la empresa PTA SAS, le había notificado la terminación del 

contrato de trabajo por finalización de la obra o labor contratada, sin autorización previa del 

Ministerio del Trabajo. La accionante había solicitado a PTA SAS reconsiderar su desvinculación, 

argumentando que tenía la calidad de prepensionada, le faltaba un año de cotizaciones para 

pensionarse y padecía de cáncer de seno, estando en tratamiento médico, sin embargo, PTA SAS 

se había negado. 
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La peticionaria, en situación de debilidad debido a su estado de salud, solicitó el amparo de 

sus derechos fundamentales a la igualdad, al trabajo, a la estabilidad laboral reforzada, a la vida en 

condiciones dignas, a la seguridad social y al mínimo vital, y arguye que su familia dependía de su 

labor. Pide ser reintegrada a un cargo similar al que tenía al momento del despido, el 

reconocimiento de indemnización por no tramitar la autorización del despido ante el Ministerio del 

Trabajo, y el pago de salarios y prestaciones dejados de percibir desde la fecha del despido hasta 

su reintegro.  

El Secretario General de INDUMIL, por su parte sostuvo que no existía legitimación en la 

causa por pasiva en relación con esa entidad, ya que no había existido ni existe una relación laboral 

entre su representada y la accionante, y, por lo tanto, no tenía obligaciones pendientes. Argumentó 

que la tutela se había dirigido contra la Institución sin que se hayan incurrido en las conductas que 

se le imputaban en la solicitud de amparo. Además, mencionó que en situaciones similares, la Corte 

Constitucional y la Corte Suprema de Justicia reconocieron la naturaleza laboral de la relación 

entre el trabajador y la Empresa de Servicios Temporales, excluyendo tal vinculación con la 

empresa usuaria. 

En cuanto a la documentación aportada por la señora Bernal Acero, el representante de 

INDUMIL afirmó que no había pruebas que indicaran que la entidad había sido la empleadora, 

concluyendo que la relación contractual se había establecido con la Empresa de Servicios 

Temporales. Alegó también que los derechos de la accionante no habían sido vulnerados y que la 

controversia se centraba en un tema legal relacionado con un contrato de trabajo por obra o labor 

contratada entre la demandante y la empresa temporal, lo que hacía improcedente la tutela.  

Afirmó que la jurisdicción constitucional no tenía competencia para reconocer prestaciones 

económicas ni reintegros, ya que existían instancias judiciales específicas para ello y señaló que la 

accionante no se encontraba en una situación de discapacidad, disminución, minusvalía o invalidez 
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que la colocara en un grado de protección constitucional, según lo establecido en la Ley 361 de 

1997. 

La empresa EXTRAS S.A., solicitó su desvinculación de la acción de tutela al considerar 

que no había vulnerado los derechos fundamentales de la peticionaria y que sus pretensiones no 

guardaban relación con dicha empresa. COMPENSAR EPS, a través de su apoderada judicial, 

afirmó que no se le han negado los servicios de salud requeridos a la usuaria y que su vida y salud 

no corrían peligro debido a la conducta de la empresa. Sostuvo que el cubrimiento de los servicios 

de salud se mantenían siempre que la accionante conservara su afiliación, lo cual estaba vigente en 

la actualidad, ya que la señora B. A. era cotizante independiente. Por lo tanto, COMPENSAR EPS, 

solicitó que se declarara la improcedencia de la acción contra dicha entidad.  

El Gerente de Defensa Judicial de COLPENSIONES, con funciones asignadas de Director 

de Acciones Constitucionales, argumentó que la competencia de esa entidad se limitaba a asuntos 

relacionados con la administración del Régimen de Prima Media con Prestación Definida en 

materia pensional, por lo tanto, indicó que la respuesta en la presente acción corresponde a PTA 

SAS y a INDUMIL.  

PTA SAS, a través de su apoderado, respondió a la acción señalando que la enfermedad de 

la accionante fue diagnosticada en febrero de 2017, es decir, 10 meses antes de que la empresa 

decidiera contratarla "en un acto altruista y de responsabilidad social, teniendo en cuenta los altos 

índices de desempleo en la población mayor de 50 años". Además, agregó que el 31 de enero de 

2018, INDUMIL le notificó que ya no requería los servicios de la señora B.A. y de otro trabajador 

en misión, ya que la obra para la cual fueron contratados temporalmente había finalizado. 

La parte demandada, PTA SAS, argumentó que al momento de la terminación del contrato 

de trabajo, la accionante no estaba incapacitada, no se encontraba en condición de discapacidad ni 

estaba en tratamiento médico. Además, alegó que la decisión de terminar el contrato no había sido 
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objeto de objeción por parte de la tutelante y que la enfermedad no fue la causa de su retiro, sino 

una causal objetiva y comprobada. Señaló que la accionante no podía utilizar su enfermedad como 

motivo para evitar la desvinculación, ya que eso violaría la temporalidad que establece la ley 

laboral. 

La empresa argumentó que la accionante no había demostrado un perjuicio irremediable y 

cuestionó la situación económica de la familia de la tutelante, indicando que se desconoce quiénes 

la integran. También afirmó que la condición de pre pensionada no basta por sí sola para acceder 

al amparo y que es necesario demostrar que el despido amenazaba otros derechos fundamentales, 

como el mínimo vital y la seguridad social, lo cual, según la parte demandada, no está probado en 

este caso. Además, argumentó que la tutelante contaba con medios económicos para subsistir, 

evidenciados en sus acciones, como comprar medicamentos con tarjeta de crédito, pagar pólizas y 

cumplir con obligaciones fiscales y planes complementarios. 

Según la sentencia, en primera instancia la tutela fue concedida, pero en segunda instancia 

fue revocada. En la primera instancia, el Juzgado 21 Penal del Circuito de Bogotá, en una sentencia 

emitida el 24 de julio de 2018, concedió el amparo de los derechos fundamentales a la igualdad, 

seguridad social, estabilidad laboral reforzada y mínimo vital de la accionante. La decisión se basó 

en que la tutelante había firmado un contrato de trabajo a término fijo con PTA SAS para trabajar 

en INDUMIL, padecía cáncer de mama y dependía económicamente de su salario para cubrir 

gastos esenciales como seguros, pólizas médicas e impuestos. Se consideró que la razón del despido 

había sido la enfermedad y que no se había solicitado autorización ante el Ministerio de Trabajo. 

Considerando la necesidad de continuidad en la prestación de salud, se concedió la protección en 

sede de tutela. 

El juzgado había señalado que las explicaciones del apoderado de PTA SAS no justificaban 

la cancelación del contrato, ya que la enfermedad de la accionante se considera ruinosa o 
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catastrófica, otorgándole la condición de sujeto de especial protección constitucional. Había 

argumentado que el perjuicio irremediable estaba demostrado, ya que la terminación del contrato 

dejaría a la accionante sin seguridad social para afrontar los costos inmediatos de su tratamiento 

médico, poniendo en riesgo su mínimo vital y el de su familia al carecer de recursos suficientes. 

El juzgado había ordenado a los representantes legales de PTA SAS y de la Industria Militar 

INDUMIL realizar las siguientes acciones: (i) reintegrar a la accionante al cargo que venía 

desempeñando, a aquel para el que fue contratada o a uno de similares condiciones, teniendo en 

cuenta su estado de salud, (ii) vincularla al Sistema de Seguridad Social, (iii) pagarle los salarios y 

prestaciones sociales dejados de percibir hasta el momento en que se haga efectivo su reintegro, 

(iv) pagarle la indemnización de conformidad con el artículo 26 de la Ley 361 de 1997. 

Estas medidas fueron adoptadas considerando que el despido de la accionante, sin justa 

causa y sin permiso del Ministerio de la Protección Social, permitía presumir que la razón de la 

desvinculación estaba relacionada con su situación médica. Se argumentó que el estado de 

debilidad manifiesta de la accionante y la existencia del mismo cargo en INDUMIL, ocupado por 

otro funcionario de PTA SAS, respaldaban esta presunción. PTA SAS e INDUMIL impugnaron la 

sentencia. El primero reitero sus argumentos previos e INDUMIL, se centró en que según el 

contrato entre INDUMIL y PTA SAS, la responsabilidad de la contratación del personal en misión 

y el pago de salarios recaía exclusivamente en la empresa contratista (PTA SAS). Sostuvo que la 

relación entre el trabajador en misión y la empresa usuaria (INDUMIL) fue accidental y transitoria, 

sin originar un vínculo laboral o jurídico entre ambas partes. 

El Tribunal Superior de Bogotá decidió revocar el fallo de primera instancia argumentando 

principalmente que, para conceder la estabilidad laboral reforzada, el empleador debía tener 

conocimiento de las afecciones de salud del trabajador retirado. En este caso, la accionante no 

probó que durante el periodo en que trabajó para PTA SAS, esta empresa tuviera conocimiento de 
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su enfermedad. La enfermedad de la accionante fue diagnosticada en febrero 2017, cuando 

trabajaba para otra empresa temporal (SESPEM), no para PTA SAS. Además, sus servicios de 

salud estuvieron garantizados por su EPS antes y después de trabajar en PTA SAS. Por ello, no se 

podía presumir que la causa del despido fuera su estado de salud. 

A ello, el Tribunal añadió que la accionante no cumplía los requisitos para ser considerada 

pre-pensionada según la Ley 100 de 1993. Aunque tuviera esa condición, tampoco demostró 

afectación a su mínimo vital, pues su afiliación a salud estaba vigente lo que indicaba que tiene 

ingresos para subsistir, por ello consideró que no había elementos suficientes para conceder la 

tutela solicitada por violación a la estabilidad laboral reforzada ni como pre-pensionada. De esto le 

recordó a la accionante que podía recurrir a la jurisdicción laboral ordinaria para que se resolviera 

su caso de fondo, que fue lo que hizo. 

La Magistrada Ponente, a través de un Auto emitido el 4 de febrero de 2019, solicitó 

información adicional a las partes involucradas en el caso. Los requerimientos fueron los 

siguientes. A la señora L.S.B.A., informar si durante el tiempo en que estuvo vinculada con la 

empresa temporal PTA SAS y con INDUMIL como empresa usuaria, dio a conocer su estado de 

salud y precisar las funciones que desempeñó en INDUMIL. A las empresas PTA SAS e 

INDUMIL, relacionar las funciones que realizó la trabajadora L.S.B.A, indicar la(s) causa(s) por 

la(s) cual(es) la accionante no volvió a ser contratada para realizar las actividades que desempeñaba 

en INDUMIL, señalar si otra persona fue contratada para llevar a cabo las tareas que la señora B.A. 

desarrolló en INDUMIL, informar si durante el tiempo que la accionante estuvo vinculada con la 

empresa temporal PTA SAS y trabajando para INDUMIL, tuvieron conocimiento de su estado de 

salud. 

De acuerdo con la respuesta de la señora L.S.B.A., se aportaron pruebas de que tanto PTA 

SAS como INDUMIL tenían conocimiento de su enfermedad antes de terminarle el contrato 
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laboral. Estas pruebas incluyeron una solicitud que ella le hizo a PTA SAS el 5 de febrero de 2018 

para que le dieran copia del contrato laboral y del documento firmado a su ingreso donde informó 

su condición de salud, un documento firmado por ella el 20 de diciembre de 2017 al ingresar a PTA 

SAS, donde se reconoce la tenencia de una patología asociada al cáncer, el compromiso de asistir 

a controles médicos y la exoneración de PTA SAS e INDUMIL de responder por esa enfermedad. 

Por su parte, PTA SAS manifestó que desconocía la razón por la que INDUMIL ya no 

requirió los servicios de la accionante, pero que su labor había finalizado. Afirmó que cuando le 

terminó el contrato laboral, no tenía conocimiento de que ella estuviera incapacitada o en 

tratamiento médico. También informó que le descontaría a la accionante los pagos que le había 

hecho en cumplimiento del fallo de tutela inicial, luego revocado. INDUMIL reiteró lo dicho por 

PTA SAS, agregando que no había vuelto a contratar a nadie para las labores que realizaba la 

accionante. 

La accionante por su lado insistió en que ambas empresas sí sabían de su enfermedad, 

resaltando que sus funciones en INDUMIL no eran generales sino permanentes y relacionadas con 

procesos disciplinarios, por lo que su cargo existe, y que era falso que durante la orden de reintegro 

no informara sobre sus citas médicas, en ese momento, su jefe inmediato en PTA SAS, encargado 

de asuntos legales, autorizaba sus salidas por razones médicas, incluso menciona una cita de 

oncología del 10 de septiembre 2018. 

Mediante auto judicial del 15 de marzo de 2019 la Sala Segunda de Revisión requirió a 

INDUMIL para que brindara información más detallada sobre las condiciones en que la accionante 

había trabajado allí (horario, supervisión, etc.), cómo ella cumplía con el objeto contractual de la 

Empresa de Servicios Temporales PTA SAS. A la accionante, por su parte, se le requirió 

información sobre su núcleo familiar y condiciones socioeconómicas, su estado de salud y 

tratamiento por el cáncer y su situación laboral actual y de afiliación al Sistema de Seguridad 
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Social. Este segundo requerimiento de pruebas buscó obtener mayor claridad sobre las 

circunstancias laborales concretas de la accionante en PTA SAS e INDUMIL, su real estado de 

salud y su condición socioeconómica actual, con el fin de tener más elementos para tomar una 

decisión dentro del proceso de revisión de la tutela. 

La accionante detalló la conformación de su núcleo familiar y la situación económica de 

sus integrantes, indicando las deudas y compromisos económicos de ellos. Manifestó que desde su 

desvinculación en PTA SAS se encontraba cesante y sin ingresos, lo que le había generado 

endeudamiento. Aportó su historia clínica donde se evidenciaba que en el momento continuaba 

padeciendo de cáncer de mama, que estaba en tratamiento médico continuo desde 2017 y que en el 

2019 le habían recomendado más radioterapia y tratamiento hormonal.  

Indicó que PTA SAS le estaba cobrando lo pagado por el fallo de tutela inicial, luego 

revocado, pero ella aduce no poder hacer devoluciones dada su crítica situación económica tras su 

desvinculación laboral. El Gerente General de INDUMIL envió un documento con las 

responsabilidades de la señora B.A. entre el 18 de diciembre de 2017 y el 2 de febrero de 2018, 

período en el que estuvo asociada a PTA SAS, cumpliendo con sus labores de 7:00 am a 4:00 pm. 

La Corte Constitucional competente para revisar las decisiones proferidas en las acciones 

de tutela referidas, de acuerdo con los artículos 86 y 241-9 de la Constitución y el Decreto 2591 de 

1991, en este caso, determinó que la acción de tutela era procedente por las siguientes razones: la 

demandante cumple con los requisitos de legitimación en la causa por activa y por pasiva, es 

representada por un apoderado judicial que actúa en defensa de los derechos de la señora L.S.B.A., 

y la acción se dirige contra la Empresa de Servicios Temporales PTA SAS e INDUMIL, entidades 

respecto de las cuales la actora se encontraba en situación de subordinación debido a su condición 

de trabajadora. 
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Del registro, la Sala asegura que la accionante supera el requisito de subsidiariedad, ya que 

la señora se encuentra en una condición de debilidad manifiesta. Para la Corte se evidencia en su 

diagnóstico de cáncer de mama el día 22 de febrero de 2017 y evidencia la continuidad del 

tratamiento médico (en curso). 

Paralelamente se evidenció su edad de 56 años, la falta de ingresos económicos desde que 

fue despedida y la situación económica difícil de su familia. Aunque en aquel momento apareciera 

activa en el Sistema de Seguridad Social en Salud, para la Sala esto no compensaba la afectación 

alegada de sus derechos fundamentales a la estabilidad laboral reforzada, considerando que su 

estado de salud y edad reducía sus posibilidades de reincorporarse al mercado laboral. Por ello, la 

Corte se propone solucionar el siguiente problema jurídico: ¿Una Empresa de Servicios 

Temporales y la empresa usuaria vulneran los derechos fundamentales a la salud, la seguridad 

social y la estabilidad laboral reforzada de una trabajadora, al dar por terminado su contrato de obra 

o labor, sin tener en cuenta que se encontraba en circunstancias de debilidad manifiesta derivadas 

de una enfermedad catastrófica (cáncer de seno) y conocer dicho padecimiento? 

La protección constitucional a individuos en situación de vulnerabilidad, especialmente por 

razones de salud, en el ámbito laboral se fundamenta en el artículo 13 de la Constitución, que asigna 

al Estado la tarea de crear condiciones que garanticen la efectividad del principio de igualdad. El 

artículo 53 de la Constitución refuerza la estabilidad laboral de los trabajadores, destacando la 

jurisprudencia de la Corte Constitucional sobre la igualdad en las relaciones laborales. Esta 

jurisprudencia subraya la necesidad de aplicar el principio de solidaridad en el ámbito laboral, 

reconociendo a las partes como sujetos de derechos fundamentales que buscan desarrollar sus 

planes de vida en condiciones dignas, especialmente cuando enfrentan obstáculos debido a 

desigualdades materiales, debilidades físicas o mentales, o falta de oportunidades. 
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La estabilidad ocupacional reforzada representa la materialización de varios preceptos 

constitucionales destinados a proteger a individuos susceptibles de discriminación laboral, 

otorgándoles el derecho de permanecer en sus empleos, a menos que existan justificaciones ajenas 

a su condición. Esta figura beneficia, entre otros, a personas con discapacidad o en situación de 

vulnerabilidad por motivos de salud. Su fundamento normativo radica en los principios de Estado 

Social de Derecho, igualdad material y solidaridad social, consagrados en la Constitución. Estos 

principios obligan al Estado a adoptar medidas de protección en favor de grupos vulnerables y 

personas en situación de debilidad manifiesta. 

En relación con el principio de solidaridad, la Corte Constitucional ha afirmado que 

aquellos que contratan la prestación de un servicio personal, ya sea con o sin subordinación, 

adquieren una relación significativa desde el punto de vista constitucional. Esta relación implica el 

deber de actuar con solidaridad cuando las circunstancias lo requieran, y va más allá del principio 

de utilidad que generalmente se observa en los actos contractuales y relaciones patrimoniales. 

 Una persona con condiciones de salud que afecten su desempeño laboral se encuentra en 

situación de debilidad manifiesta, no solo porque esto puede llevar a la pérdida de su empleo, como 

lo muestra la jurisprudencia, sino también porque dificulta la obtención de una nueva ocupación 

basada en sus capacidades, talentos y habilidades humanas. Esto pone en riesgo no solo la 

estabilidad y dignidad de la persona, sino también su subsistencia y seguridad social. 

El artículo 54 de la Constitución establece que el Estado debe facilitar la inserción laboral 

de las personas en edad de trabajar y garantizar a las personas con discapacidad el derecho a un 

trabajo adecuado a sus condiciones de salud. Asimismo, el artículo 47 señala la obligación del 

Estado de implementar políticas de previsión, rehabilitación e integración social para las personas 

con discapacidad física, sensorial y psíquica, brindándoles la atención especializada que requieran. 
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En general, la garantía de estabilidad ocupacional por motivos de salud se aplica a cualquier 

individuo que presente una afectación en esta área, considerándose como una circunstancia 

generadora de debilidad manifiesta. Esto puede ocurrir independientemente de la relación laboral 

existente previamente. En términos generales, implica el derecho del trabajador a permanecer en 

el empleo y recibir beneficios salariales y prestaciones, incluso contra la voluntad del empleador, 

a menos que exista una causa justificada para el despido.  

La Sala aseguró que para desvincular a una persona en estas condiciones, es necesario 

contar con la autorización de la Oficina del Trabajo. La falta de esta autorización hace que el 

despido sea ineficaz y constituye un acto discriminatorio, pues precisamente esta restricción a la 

libertad contractual del empleador busca evitar despidos injustificados y proteger a los trabajadores 

en situación de debilidad. Además de la autorización, se requiere que el trabajador realmente tenga 

una condición de salud que dificulte su desempeño, que el empleador conozca esta condición 

previamente al despido y que no exista una justificación suficiente para la terminación del contrato. 

En estos casos, se presume a favor del trabajador despedido. 

En caso de que se constate que la terminación del contrato laboral se ha producido sin la 

autorización de la autoridad laboral y está relacionada con la condición de debilidad del trabajador, 

se presume que la causa fue dicha situación de vulnerabilidad. Esta presunción puede ser 

desvirtuada, asegura la Sala, pero la carga de la prueba recae en el empleador, quien debe demostrar 

que el despido no se debe a la condición de debilidad del trabajador, sino que existió una justa 

causa. En caso de no desvirtuarse esta presunción, el juez constitucional a cargo del caso debe 

declarar la ineficacia del despido y otorgar las garantías necesarias para la protección de los 

derechos fundamentales vulnerados. 

Esto se argumenta sobre la base de que, en el ámbito laboral, la protección de la estabilidad 

laboral reforzada implica: (i) la prohibición de despedir al trabajador por su situación de debilidad 
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manifiesta; (ii) el derecho a permanecer en el empleo, a menos que exista una causa de 

desvinculación no relacionada con la situación de debilidad; y (iii) la necesidad de obtener la 

autorización de la autoridad competente para el despido, previa verificación de la causa que 

justifique la desvinculación. De lo contrario, en esos casos, el despido carecerá de eficacia y el 

trabajador tendrá derecho a una indemnización, así como al pago de salarios no devengados. 

En resumen, se produce un desconocimiento de los fundamentos constitucionales, 

especialmente de los principios de igualdad y solidaridad, cuando se observa un trato diferenciado 

o discriminatorio hacia personas en situación de debilidad manifiesta, sin importar la naturaleza de 

la relación laboral acordada entre las partes. 

Por otra parte, la Sala recordó que el marco legal de las Empresas de Servicios Temporales 

se encontraba establecido en la ley 50 de 1990, la cual regula la relación entre estas empresas y la 

empresa usuaria, así como el régimen laboral de los trabajadores vinculados a ellas, regulación que 

tiene como propósito proteger a todas las partes involucradas en la relación laboral.  

Según lo establecido en el artículo 74 de la Ley 50, los trabajadores que forman parte de las 

Empresas de Servicios Temporales se dividen en dos categorías: trabajadores de planta y 

trabajadores en misión. Los trabajadores en misión son aquellos que la Empresa de Servicios 

Temporales asigna a las dependencias de sus usuarios para llevar a cabo tareas o servicios 

específicos contratados por estos. Estos trabajadores están sujetos, en lo pertinente, a lo dispuesto 

en el Código Sustantivo del Trabajo y otras normas del régimen laboral. 

El artículo 77 de la Ley 50 de 1990 establece que las empresas usuarias solo pueden 

contratar trabajadores en misión a través de Empresas de Servicios Temporales en casos 

específicos: (i) labores ocasionales, accidentales o transitorias según el artículo 6 del Código 

Sustantivo del Trabajo; (ii) reemplazo de personal en vacaciones, licencia, incapacidad por 

enfermedad o maternidad; (iii) para atender aumentos temporales en la producción, transporte, 
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ventas, períodos estacionales o prestación de servicios, con una duración inicial de seis (6) meses 

prorrogables por seis (6) meses más. El Decreto 4369 de 2006 establece que, pasados estos plazos, 

la empresa usuaria no puede prorrogar ni celebrar un nuevo contrato con la misma o diferente 

Empresa de Servicios Temporales para el mismo servicio. 

Además, la ley establece que a los trabajadores en misión se les aplican las disposiciones 

del Código Sustantivo del Trabajo y otras normas laborales pertinentes. Tienen derecho a un salario 

ordinario equivalente al de los trabajadores de la empresa usuaria que realicen la misma actividad. 

También deben recibir los mismos beneficios que la empresa usuaria tenga establecidos para sus 

trabajadores en cuanto a transporte, alimentación y recreación. Además, deben recibir 

compensación monetaria por vacaciones y primas de servicios de manera proporcional al tiempo 

laborado, y la responsabilidad de la salud ocupacional recae en la Empresa de Servicios Temporales 

según las leyes aplicables a los trabajadores de planta. 

Por lo tanto, la relación laboral entre el trabajador y la Empresa de Servicios Temporales 

se mantiene mientras el usuario requiera los servicios del trabajador o se haya completado la obra 

para la cual fue contratado. No obstante, esta relación tiene un límite temporal de hasta un año, con 

el fin de proteger los derechos de los trabajadores y evitar que las empresas eludan las obligaciones 

asociadas a los contratos con trabajadores permanentes. Si la empresa usuaria necesita los servicios 

de manera permanente, debe recurrir a otra modalidad de contratación para respetar los derechos 

laborales y prestacionales del trabajador. 

El contrato entre la Empresa de Servicios Temporales y la persona contratada tiene 

naturaleza laboral, lo que implica que la Empresa de Servicios Temporales es el empleador para 

todos los efectos legales. La relación entre la Empresa de Servicios Temporales y las empresas 

usuarias es diferente y se basa en la obligación de la primera de proporcionar personal a las 
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segundas a cambio de un precio determinado, utilizando la modalidad contractual adecuada según 

la necesidad del servicio y la duración de la misión. 

En ciertos casos, la figura del "usuario" puede volverse ficticia cuando el trabajador presta 

sus servicios de manera permanente, dando lugar a una contratación fraudulenta que no se ajusta a 

los casos permitidos para la vinculación de trabajadores en misión según la Ley 50 de 1990 y el 

Decreto Reglamentario 24 de 1998. En tales situaciones, la Empresa de Servicios Temporales se 

considera un empleador aparente e intermediario, y el usuario se considera ficticio, lo que lleva a 

que la Empresa de Servicios Temporales sea tratada como el verdadero empleador. 

La Sala Penal, en su argumentación decidió mencionar los casos en los que se ha establecido 

una relación permanente de un trabajador en misión con la empresa usuaria, donde se violan así 

los derechos laborales y prestacionales del trabajador. En tales circunstancias, se ha ordenado el 

reintegro del trabajador a la empresa usuaria como medida transitoria para evitar un perjuicio 

irremediable. Las sentencias T-1058 de 2007 y T-503 de 2015 fueron los ejemplos de los casos que 

dio en los que se garantiza la estabilidad laboral reforzada de un trabajador en situación de debilidad 

manifiesta sometido a estas condiciones. Señalando que es importante observar las circunstancias 

específicas del caso, pues dependiendo a ello la condena se puede dirigir tanto contra las empresas 

usuarias como contra las Empresas de Servicios Temporales, en virtud del deber de solidaridad 

establecido en el Decreto 4369 de 2006, artículo 20. 

En el proceso de revisión, PTA SAS argumenta que, para la fecha del retiro, la accionante 

no se encontraba incapacitada ni en tratamiento médico, y que durante la vigencia del contrato de 

trabajo, la tutelante no presentó incapacidades, recomendaciones médicas, restricciones, 

tratamientos, ni ningún otro acto que permitiera a PTA SAS inferir que estaba en un estado de 

debilidad manifiesta. Sin embargo, para la Sala estas afirmaciones no fueron suficientes para 

concluir que la empresa desconocía el estado de salud de la demandante, ya que no estar 
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incapacitada o sin restricciones no significa necesariamente la ausencia de una enfermedad grave 

como la que padecía la peticionaria. 

En lo que respecta a INDUMIL, la revisión del expediente y la evidencia, especialmente la 

incapacidad médica de 14 días presentada por la tutelante el 6 de marzo de 2017, expedida por un 

médico especialista en cirugía de mama y tumores de tejidos blandos, sugirió para la Sala que la 

empresa usuaria tenía información relevante sobre la enfermedad de la señora L.S.B.A. La 

recepción y aprobación de dicha incapacidad por parte de INDUMIL indicó una interrupción en la 

prestación de los servicios de la accionante y justificó su ausencia del lugar de trabajo. 

En virtud del principio de solidaridad como garantía constitucional y fundamento central 

para el reconocimiento de la estabilidad laboral reforzada, y considerando los más de tres años en 

los que la actora estuvo vinculada con distintas Empresas de Servicios Temporales prestando 

servicios a INDUMIL, la Sala entendió que INDUMIL sí tenía conocimiento de la enfermedad de 

la tutelante. Por lo tanto, la proyecta vincular al remedio, siempre y cuando se demuestre el 

desconocimiento de los derechos de la accionante. Las consecuencias de estos aspectos la Corte 

decidió analizarlo más adelante. 

Respecto a los derechos laborales, la Sala afirmó que la protección a la estabilidad laboral 

reforzada se concede en virtud de la condición intrínseca de ser humano. Aseveró no ser admisible 

disponer de una persona como un objeto y prescindir de sus servicios sin tener en cuenta su estado 

de salud o su condición de debilidad manifiesta. Para ella, este principio se fundamenta en la 

dignidad humana, que es la piedra angular del Estado Social de Derecho; el derecho al trabajo, 

como un derecho fundamental, debe garantizarse en todas sus modalidades y en condiciones dignas 

y justas, según lo establece el artículo 25 de la Constitución. Este principio, exigido a INDUMIL, 

implica asumir causas ajenas cuando el titular de esas causas no puede ejercer su defensa y 

protección de manera integral por razones objetivas.  
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La Sala notó que INDUMIL debía acatar este principio como retribución a los servicios 

laborales prestados por la accionante durante un tiempo prolongado, pues excedió el límite 

permitido para los trabajadores en misión. Adicionalmente, observó la carencia de evidencia en el 

expediente sobre la autorización requerida para dar por terminado el contrato de trabajo de la 

accionante y no se demostró que la autorización hubiera sido solicitada al Ministerio de Trabajo. 

Por lo que, de acuerdo con las pruebas presentadas y la normativa expuesta en esta providencia, la 

Sala concluyó que la desvinculación laboral de la accionante en estado de debilidad manifiesta, 

debido a su enfermedad, la colocaba en una situación de vulnerabilidad.  

Según la Corte, esta situación no solo afectaba su estado emocional y el de su familia, sino 

también sus condiciones sociales y económicas, dado que incorporarse al mercado laboral a su 

edad y en estas circunstancias se volvía más difícil. Como aspecto crucial destacó que, aunque una 

de las causas para dar por terminado un contrato de trabajo es la “terminación de la obra o labor 

contratada”, la jurisprudencia constitucional ha reconocido que “la culminación de la labor” no es 

una razón suficiente para dar por terminado un vínculo de esta naturaleza cuando se trata de 

personas en condiciones de discapacidad o debilidad manifiesta.  

En la Sentencia T-284/19 de 2019, la Corte Constitucional ha sostenido que la estabilidad 

laboral reforzada se aplica no solo a contratos a término indefinido, sino también a contratos de 

duración específica, como los contratos por obra o labor. Basándose en la Sentencia T-1046 de 

2008 y en la Sentencia T-019 de 2011 de establecer que la simple finalización de un contrato de 

trabajo de este tipo, alegando la culminación de la labor, no era razón suficiente para dar por 

terminado el vínculo laboral, especialmente si la empresa, amparándose en la finalización del 

contrato de obra, desconocía los requisitos legales para su terminación o daba por concluido un 

contrato bajo supuestos que denotaban discriminación, la Corte  concluye que en casos de 
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estabilidad laboral reforzada, si la causa del contrato persiste, el vínculo laboral también deberá 

continuar. 

En resumen, para la Corte, la estabilidad laboral reforzada en el contexto de un contrato por 

obra o labor contratada no implica una imposibilidad absoluta de terminar el vínculo laboral, pero 

sí exige que la finalización del contrato sea por una causal objetiva y que esta sea calificada por la 

autoridad laboral. Además, si persiste la necesidad de la labor que realiza el empleado en condición 

de debilidad manifiesta, este no puede ser despedido a menos que exista una razón suficiente. 

Habiendo dicho esto, la Sala Segunda de Revisión concluyó que la Empresa de Servicios 

Temporales PTA SAS e INDUMIL vulneraron los derechos fundamentales a la salud, a la 

seguridad social y a la estabilidad laboral reforzada de la accionante al terminar su contrato de obra 

o labor sin el correspondiente permiso del Ministerio de Trabajo y sin desvirtuar que la terminación 

no tuvo fundamento en el estado de salud de la peticionaria. 

Esta decisión se basó en la falta de pruebas que demostraran que la materialidad del trabajo 

hubiera terminado, especialmente teniendo en cuenta las funciones asociadas al control 

disciplinario interno que desempeñaba la accionante en INDUMIL, funciones que se consideran, 

prima facie, permanentes debido a su carácter indispensable en la Administración Pública. 

Asimismo, la Sala destacó que la desvinculación no solo vulneraba el derecho a la estabilidad 

laboral reforzada, sino también los derechos fundamentales a la salud y a la seguridad social, al 

poner en riesgo la continuidad del tratamiento médico necesario para la rehabilitación de la 

accionante. 

Como resultado, la Sala instó a las empresas involucradas a adoptar las medidas necesarias 

para garantizar los derechos fundamentales de la accionante y a abstenerse de realizar actos que 

afectaran el goce efectivo de dichos derechos. La Sala reconoció el amparo transitorio de los 

derechos fundamentales de la accionante y determinó que fuera el juez ordinario quien definiera 
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su situación laboral en el respectivo proceso ordinario. Decidió un plazo de 4 meses para que la 

accionante iniciara dicho proceso. La decisión fue basada en el conocimiento que la Empresa de 

Servicios Temporales PTA SAS tenía sobre la enfermedad de la accionante y en la presunción del 

conocimiento que se atribuyó a INDUMIL, así como en la falta de autorización previa de la 

autoridad del trabajo para la desvinculación de la accionante. 

En breve, la Sala Segunda de Revisión decidió tutelar de manera transitoria los derechos 

fundamentales a la salud, a la seguridad social y a la estabilidad laboral reforzada de la accionante. 

Se ordenó solidariamente a PTA SAS y a INDUMIL el reintegro de la accionante en funciones de 

igual o superior categoría a las que venía desempeñando antes de su desvinculación. La sanción 

contenida en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 por despido de persona en condición de debilidad 

manifiesta, sin autorización de la autoridad laboral competente, no se ordena debido a que había 

sido cancelada por parte de la Empresa de Servicios Temporales PTA SAS.  

La Sala deja a disposición del juez natural el debate definitivo sobre el pago de salarios y 

prestaciones sociales dejados de percibir antes del reintegro, pero manifiesta que a partir de la 

revinculación se debe restituir el pago de salarios y prestaciones por parte de la Temporal y/o la 

Empresa Usuaria según corresponda. 

En consecuencia, la Sala Constitucional revocó el fallo del Tribunal Superior de Distrito 

Judicial de Bogotá y confirmó parcialmente la sentencia del Juzgado 21 Penal del Circuito de 

Bogotá. Ordenó a la Empresa de Servicios Temporales PTA SAS y la empresa cliente INDUMIL 

realizar el reintegro laboral de la accionante, y el pago de sus salarios y prestaciones a partir del 

reintegro. Igualmente, estableció que no era procedente el cobro realizado por la Empresa de 

Servicios Temporales a la accionante de la indemnización de que trata el artículo 26 de la Ley 361 

de 1997 y de los salarios y prestaciones dejados de percibir, ya que dicho pago había obedecido al 
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cumplimiento de un fallo de tutela y sería objeto de debate en el proceso ordinario que la señora 

B.A. debía iniciar en los 4 meses posteriores a la notificación del fallo. 

En definitiva, la Corte constató que la trabajadora, quien se encontraba vinculada mediante 

contrato de obra o labor contratada con una Empresa de Servicios Temporales, padecía de cáncer 

de mama. También que la empresa, al terminar el contrato, no contó con la autorización del 

Ministerio de Trabajo y, además, se evidenció que conocía previamente el estado de salud de la 

empleada. Por ello, la Corte ordenó, de manera transitoria, el reintegro de la trabajadora a un cargo 

de igual o superior categoría al que desempeñaba antes de su desvinculación, y el pago de salarios 

y prestaciones a partir del reintegro. Asimismo, la Corte estableció que no era procedente el cobro 

realizado por la Empresa de Servicios Temporales a la trabajadora de la indemnización y los 

salarios y prestaciones dejados de percibir, ya que dicho pago obedecía al cumplimiento de un fallo 

de tutela y sería objeto de debate en el proceso ordinario que la trabajadora iniciaría en los 4 meses 

posteriores a la notificación del fallo, como arriba se afirmó. 

La decisión de este cuarto caso destacó la importancia de garantizar la estabilidad laboral 

reforzada de personas en situación de debilidad manifiesta por razones de salud, muestra que dicha 

protección se extiende a diferentes modalidades contractuales, incluso a los contratos de obra o 

labor contratada. Además, subraya la necesidad de contar con la autorización del Ministerio de 

Trabajo en los casos de terminación de contrato por razones de salud y destaca la responsabilidad 

solidaria de las empresas involucradas en la relación laboral sin importar la relación contractual. 

En virtud de las consideraciones expuestas, la Sala Segunda de Revisión de la Corte 

Constitucional, en su función de administrar justicia en representación del pueblo y de acuerdo con 

las disposiciones de la Constitución, tomó la determinación de revocar la sentencia emitida el 14 

de septiembre de 2018 por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá y confirmar 
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parcialmente la sentencia del 24 de julio de 2018 proferida por el Juzgado 21 Penal del Circuito de 

Bogotá en el caso iniciado por la señora L.S.B.A.  

Estableció de manera provisional y solidaria, que la Empresa de Servicios Temporales PTA 

SAS e INDUMIL debían proceder al reintegro laboral de la accionante, y si así lo deseaba, 

asignándole funciones de igual o superior categoría a las que desempeñaba previamente, así como 

a efectuar los pagos correspondientes por salarios y prestaciones una vez reintegrada. 

Como segundo aspecto, advirtió a la Empresa de Servicios Temporales PTA SAS, que no 

era procedente exigir el cobro de los montos reconocidos a la accionante en la sentencia de primera 

instancia, que incluyen salarios y prestaciones no percibidos, así como la indemnización 

establecida en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997. Esta advertencia se postuló permanente hasta 

que la situación definitiva de la accionante fuera resuelta en el proceso ordinario que debía iniciar 

dentro de los 4 meses siguientes a la notificación del presente fallo. 

 

4.5.5 Quinto caso 

En el proceso ordinario laboral, se presentó una demanda por parte de José Federico Díaz 

Arroyo contra la empresa C.I. Farmacápsulas S.A., también conocida como Farmacaps S.A. El 

objetivo de la demanda fue establecer la existencia de un único contrato de trabajo entre José 

Federico Díaz Arroyo y la empresa, abarcando el periodo del 22 de enero de 1985 al 30 de julio de 

2005. En consecuencia, se buscaba el pago correspondiente a la diferencia salarial en comparación 

con otros empleados de planta que desempeñaban funciones similares.  

Además, se solicitaba el reajuste del salario, incluyendo compensación por trabajo 

suplementario, recargo nocturno y labor en días dominicales y festivos. Se buscaba la liquidación 

de las cesantías, las cuales se realizaron a través de Empresas de Servicios Temporales. Otros 

aspectos reclamados incluían la indemnización por la terminación injustificada del contrato de 
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trabajo, la indemnización moratoria según el artículo 65 del CST, la sanción moratoria según el 

numeral 3º del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, y la indexación de aquellas sumas para las cuales 

la legislación no contemplara una consecuencia legal por demoras en el pago. 

Las fundamentaciones de estas solicitudes se basaban en que José Federico Díaz Arroyo 

había desempeñado el cargo de mecánico de manera continua en Farmacaps S.A. desde el 22 de 

enero de 1985 hasta el 30 de julio de 2005. Alegaba que la empresa, abusando de su posición 

dominante, lo obligó a suscribir varios contratos de trabajo con distintas Empresas de Servicios 

Temporales. Además, afirmaba que las labores que realizó no se ajustaban a las actividades 

establecidas en el artículo 77 de la Ley 50 de 1990. Se señalaba también que la empresa le otorgó 

reconocimientos y condecoraciones por su tiempo de servicio y desempeño, como placas 

conmemorativas al alcanzar los 5, 10 y 15 años de servicio. Alegaba que su último sueldo básico 

fue de $1.080.000 mensuales y que fue despedido injustamente el 30 de julio de 2005, sin recibir 

la indemnización ni los beneficios laborales correspondientes. 

En respuesta a la demanda, Farmacaps S.A. se opuso a todas las reclamaciones y afirmó no 

tener información sobre el último salario mensual del demandante, ya que las Empresas de 

Servicios Temporales, como Gestión Temporal S.A., Supertempo Ltda., Tempo Ltda., Misión 

Industrial y Sejin Ltda., eran sus verdaderos empleadores. La compañía negó los demás hechos y 

presentó excepciones de fondo, a las cuales denominó inexistencia de las obligaciones reclamadas, 

falta de causa, buena fe y prescripción. También propuso la integración del litisconsorcio con las 

Empresas de Servicios Temporales. 

En la audiencia llevada a cabo el 22 de noviembre de 2006, el tribunal de primera instancia 

ordenó la integración del litisconsorcio necesario, incluyendo a las empresas Gestión Temporal 

S.A., Supertempo Ltda., Tempo Ltda., Misión Industrial Ltda. y Serjin Ltda. Sin embargo, solo 

Tempo Ltda., se unió al proceso y ejerció su defensa, lo que resultó en el archivo de las diligencias 
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con respecto a las otras Empresas de Servicios Temporales. En su contestación a la demanda, 

Tempo Ltda., rechazó los hechos presentados y se opuso a todas las peticiones formuladas. 

Reconoció que el demandante fue empleado suyo, asignado en misión a Farmacaps S.A., pero 

alegó que esto ocurrió únicamente durante los siguientes períodos: del 15 de enero al 21 de 

diciembre de 2001, del 8 de enero al 18 de diciembre de 2003 y del 3 de enero al 30 de julio de 

2005. 

En la sentencia de primera instancia emitida el 5 de febrero de 2010, el Juzgado Noveno 

Laboral del Circuito de Barranquilla absolvió a las demandadas de todas las pretensiones 

presentadas. Posteriormente, al resolver el recurso de apelación presentado por la parte 

demandante, la Sala Tercera de Descongestión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial 

de Barranquilla confirmó el fallo apelado mediante una sentencia emitida el 31 de octubre de 2011. 

En relación con el recurso extraordinario, el Tribunal consideró que era esencial determinar 

la naturaleza del contrato de trabajo celebrado entre las partes, ya que de ello dependía el resultado 

de las pretensiones planteadas en la demanda. A tal efecto, se inició un análisis del artículo 77 de 

la Ley 50 de 1990, resaltando los límites que el legislador estableció para la contratación de 

trabajadores a través de Empresas de Servicios Temporales. 

La parte demandada expresó que, aunque niega una "relación directa con el trabajador", 

reconoció que este prestó sus servicios, pero en calidad de empleado suministrado por diversas 

Empresas de Servicios Temporales. Argumentó que, de hecho, de la respuesta a la demanda se 

podía deducir que el demandante estuvo efectivamente vinculado a la empresa demandada en 

varias ocasiones, a través de distintas Empresas de Servicios Temporales. Sin embargo, sostuvo 

que no existían pruebas que respaldaran la continuidad de los servicios, lo que impedía determinar 

si la empresa usuaria excedió los límites legales establecidos por el artículo 77 de la Ley 50 de 

1990. 
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En relación a las pruebas presentadas en el proceso, el tribunal de segunda instancia llegó 

a la siguiente conclusión: La prueba testifical que se encuentra en las p.inas 187 a 188, que recoge 

el testimonio del señor Manuel de Jesús Pastrana Mercado, no respalda de ninguna manera la 

afirmación del demandante de que trabajó de manera continua desde el año 1985. Se señala que 

este testigo prestó sus servicios a la empresa por un tiempo limitado, que en todo caso no superó 

los 6 meses, ya que según su declaración, estuvo vinculado desde el 8 de junio hasta el 7 de 

diciembre del año 1992. 

Además, en cuanto a la prueba documental presentada en el expediente, que incluye recibos 

de pago, certificaciones y actas de liquidación de prestaciones sociales, no se evidenció la 

continuidad laboral alegada por el demandante. Por ejemplo, de los documentos adjuntos en las 

p.inas 111 a 114, se observó que el actor había trabajado como empleado en misión para la empresa 

usuaria bajo la responsabilidad de TEMPO LTDA en un lapso continuo desde el 15 de enero del 

año 2001 hasta el 21 de diciembre del mismo año (11 meses y 6 días), y en otro período desde el 3 

de enero del año 2005 hasta el 29 de julio del mismo año (6 meses y 26 días).  

Sin embargo, los vacíos entre estas contrataciones no se llenaban con la documentación 

aportada por el demandante, especialmente con los recibos de nómina, los cuales, cabe señalar, no 

podían considerarse como prueba válida debido a la falta de firma por parte de la demandada y la 

ausencia de reconocimiento expreso por esta. Tampoco se contó con respaldo probatorio 

proveniente de la demandada ni de la llamada en garantía, según se desprende de sus respectivas 

contestaciones. Además, las declaraciones rendidas en este proceso por el representante legal de la 

empresa TEMPO LTDA no respaldaban la versión presentada en la demanda. Por lo tanto, se 

consideró correcta la conclusión del tribunal de primera instancia al afirmar que no existía una 

relación única, y con base en esto, se determinó la absolución.  
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El tribunal destacó que no se había demostrado adecuadamente la vinculación directa con 

el usuario del servicio con el fin de obtener beneficios salariales y prestaciones equiparables a los 

reconocidos a los empleados de planta. Fue evidente que el demandante no había proporcionado 

información ni había demostrado el salario percibido por los trabajadores de planta que 

desempeñaban funciones y cargos similares a los del demandante. Esta omisión impidió calcular 

un posible reajuste a cargo de la empresa usuaria. Además, no logró demostrar los elementos 

fundamentales de la relación laboral indicados en la demanda, sobre los cuales se basa la pretensión 

de indemnización por despido injusto. 

En resumen, la falta de demostración de la continuidad del servicio a favor de la demandada 

impidió examinar si la empresa usuaria, de hecho, había incumplido con lo establecido en el 

artículo 77 de la Ley 50 en cuanto a su aspecto temporal y propósito, lo que generaría una 

obligación a su cargo, según lo establecido en la jurisprudencia más reciente. Por un lado, esta 

ausencia de evidencia, y por otro, las deficiencias probatorias mencionadas previamente, impedían 

respaldar las pretensiones del demandante. 

Aunque el tribunal tuvo amplias facultades para formar su libre convencimiento mediante 

la crítica, señaló como importante que dichas atribuciones no consideraran demostrados hechos y 

circunstancias que requirieran una verificación precisa, y menos suplir la carga de la prueba en 

aspectos determinantes. 

En el recurso de casación presentado por el demandante, se buscó que la Corte casara la 

sentencia recurrida para que, en sede de instancia, revocara completamente la decisión del tribunal 

de primera instancia, condenando en costas como correspondía. El recurrente formuló un cargo 

único por la causal primera de casación, y dicho cargo se basó en la violación de la ley sustancial 

por vía indirecta, específicamente por la aplicación indebida de varios artículos legales, entre ellos, 
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los artículos 21, 22, 23, 54, 64, 65, 127, 249 y 254 del Código Sustantivo del Trabajo, los artículos 

71, 75, 76, 77 y 99 de la Ley 50 de 1990, y el artículo 53 de la Carta Política. 

El recurrente señaló dos errores ostensibles en los que supuestamente incurrió el Tribunal. 

El primero consistió en haber considerado demostrado, sin estarlo, que no existió una relación 

laboral contractual directa o de planta entre la empresa CI Farmacapsulas SAS y el señor José 

Federico Díaz Arroyo. El segundo error alegado es que el Tribunal no habría considerado 

demostrado, a pesar de contar con pruebas al respecto, que entre la empresa CI Farmacapsulas SA 

y el señor José Federico Díaz Arroyo existió un contrato de trabajo a término indefinido. 

El recurrente denunció como pruebas valoradas equivocadamente las siguientes. 

Documental del folio 22 del expediente, que consiste en una certificación emitida por Ricardo Díaz 

Domínguez, supervisor de planta de la empresa. Documentos contenidos en los folios 23 y 24 del 

expediente, que consisten en reconocimientos por parte de la empresa CI Farmacapsulas SA al 

señor Federico Díaz arroyo, en reconocimiento a su puntualidad en el ejercicio de sus funciones. 

Documento ubicado en los folios 26 a 26 del expediente, que contenía copias del periódico de la 

empresa Ci Farmacapsulas SA denominado "Capsulin". Documento que contenía el carné del actor, 

identificándose como "Mecánico De Turno de la Empresa C.I. Farmacapsulas". 

También, el documental presente en el folio 34 del expediente, que consistía en una 

certificación emanada de la Empresa de Servicios Temporales TEMPO LTDA, entidad a través de 

la cual el actor fue vinculado hasta la fecha de terminación del contrato de trabajo. Documental 

que comprendía la contestación de la demanda, contenida en los folios 47 y siguientes del 

expediente. La confesión expresa de CI Farmacapsulas SA, que se encuentra en la contestación de 

la demanda. La contestación de la demanda de TEMPO LTDA, ubicada en los folios 98 y siguientes 

del expediente. 
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En la sustentación del cargo, el recurrente argumentó que el Tribunal llegó a la conclusión 

de que no existió una relación laboral contractual entre el demandante y la empresa Farmacaps 

S.A., porque no se le dio el valor probatorio adecuado a las pruebas que fueron denunciadas como 

mal apreciadas. Señaló que en el expediente hay pruebas sustanciales de que el demandante trabajó 

para Farmacaps S.A., de manera directa y continua. En particular, hizo referencia a una placa 

conferida por la empresa al demandante en reconocimiento de sus quince años de servicio, la cual, 

según el recurrente, es una prueba idónea de su relación laboral. Además, destacó que esta prueba 

fue legalmente aportada al proceso y no fue impugnada por la demandada, quien, según el 

recurrente, también reconoció el servicio prestado por el demandante. 

El recurrente añadió que existían documentos que corroboraban la relación directa entre el 

demandante y Farmacaps S.A. Estos documentos incluyen reconocimientos realizados por la 

empresa al demandante, los cuales destacaan su asistencia y puntualidad en diferentes periodos, 

como entre junio y agosto de 2000, febrero y abril de 2001, y febrero y agosto de 2002. 

Además, argumentó que del periódico de la empresa, denominado "Capsulín", se podía 

deducir que el demandante fue homenajeado por la empresa "por ser un servidor desde el año 

1985". Estos elementos, según el recurrente, respaldaban la existencia de una relación laboral 

directa y continua entre el demandante y Farmacaps S.A. 

El recurrente indicó que la demandada nunca refutó los aspectos fundamentales de la 

relación laboral, sino que simplemente argumentó que la vinculación del demandante fue como 

trabajador en misión a través de Empresas de Servicios Temporales. Destacó que el Tribunal había 

comprendido claramente esta posición, como se evidencia en la siguiente afirmación: 

La demandada, al contestar la demanda, niega una relación directa con el trabajador; por el 

contrario, acepta que este prestó sus servicios, pero como trabajador suministrado a través de 

distintas Empresas de Servicios Temporales que relaciona en el libelo, en períodos distintos y en 
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cargos como el de mecánico. No niega haber recibido los servicios del demandante y solo lo acepta 

bajo el supuesto de que no se vinculó directamente, sino a través de varias Empresas de Servicios 

Temporales, y así lo afirma durante la contestación de la demanda. Alegando en su defensa que en 

los casos de los trabajadores vinculados a través de empresas temporales ha de tenerse a estas como 

su verdadero empleador. (SL1692-2018, 2018). 

El recurrente resaltó que la demandada no negó recibir los servicios del demandante, sino 

que solo argumentó que la relación fue indirecta a través de empresas temporales, posición que 

reiteró durante su contestación de la demanda. En relación con los comprobantes de nómina, el 

recurrente expresó que se presentaron en el plazo legal y no se impugnaron, lo que les daba valor 

probatorio. En este sentido, sostuvo que el Tribunal, según su percepción, les restó 

injustificadamente valor probatorio a estos documentos. Finalmente, subrayó que el demandante 

se contrató a través de Empresas de Servicios Temporales por un período superior al límite 

establecido en el artículo 77 de la Ley 50 de 1990. Con esta afirmación, el recurrente sugirió que 

se incurrió en un "fraude procesal" en relación con dicha ley. 

El tribunal consideró que la oposición presentada por Tempo Ltda., respecto a las críticas 

técnicas del cargo no tenían fundamento. Destacó que el recurrente formuló el cargo según los 

artículos 87 y 90 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (CPTSS), que incluía 

errores manifiestos, identificación de pruebas valoradas equivocadamente y una sustentación que 

buscaba demostrar en qué consistió el error valorativo y cuál fue su impacto en la resolución del 

caso del Tribunal. 

A pesar de una deficiencia en el alcance de la impugnación, donde el recurrente no 

especificó la decisión concreta que se buscaba, el tribunal decidió estudiar el cargo de fondo. 

Reconoció que, aplicando el principio de flexibilidad, se podía entender que la censura revocaba 

el fallo absolutorio del tribunal inferior, con la posibilidad de que la empresa fuera condenada 
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según lo solicitado en la demanda. Sin embargo, se destacó la importancia de garantizar el principio 

de consonancia previsto en el artículo 66 A del CPTSS, ya que la sala carecía de competencia para 

resolver aspectos no sustentados en el recurso de apelación. 

En este caso, el principal problema a resolver para la Corte fue la cuestión de la primacía 

de la realidad y sus consecuencias en relación con la vinculación laboral del demandante. Mientras 

el demandante sostenía que había existido una única vinculación laboral desde el 22 de enero de 

1985 hasta el 30 de julio de 2005, la demandada Farmacaps S.A., argumentaba que el demandante 

siempre fue empleado de diversas Empresas de Servicios Temporales y nunca tuvo una vinculación 

directa con ella. 

Al abordar este asunto, fue crucial para la Corte recordar que la jurisprudencia de la Sala 

había tratado repetidamente la restricción establecida en el numeral 3° del artículo 77 de la Ley 50 

de 1990. Según esta norma, las empresas usuarias no pueden prorrogar un contrato por un período 

superior a 12 meses ni celebrar uno nuevo, ya sea con la misma Empresa de Servicios Temporales 

o con otra diferente, para la prestación de un servicio. Este límite temporal tiene como objetivo 

preservar la naturaleza temporal de los servicios y evitar que se desvirtúe, convirtiéndose así en 

una necesidad permanente y transformando al usuario en un verdadero empleador.  

En la sentencia CSJ SL1170-2017, se aclaró que, contrario al entendimiento que le dio el 

tribunal en su fallo, una vez cumplido el plazo legal de seis meses, más la prórroga autorizada por 

el parágrafo del artículo 13 del Decreto 24 de 1998, el usuario bancario no podía prorrogar el 

contrato inicial ni celebrar uno nuevo, fuera con la misma Empresa de Servicios Temporales o con 

una diferente, para la prestación del servicio a cargo de la demandante. Al exceder los límites 

temporales establecidos por el legislador, se socavaba la legalidad y legitimidad de esa forma de 

vinculación laboral, convirtiendo al usuario en el verdadero y directo empleador. 
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La Sala de la Corte explicó de esta manera el tema del límite cronológico en la vinculación 

de trabajadores en misión y las consecuencias de su transgresión en la sentencia SL 17025-2016, 

radicación 47977, del 16 de noviembre de 2016. Para ella, era importante recordar que la normativa 

y la jurisprudencia buscan proteger el trabajo permanente y evitar que los empleadores que intenten 

utilizarlo para actividades fuera de los supuestos específicos del artículo 77 de la Ley 50 de 1990. 

La postura de la Sala, en cuanto a la responsabilidad del usuario en casos de contratación 

fraudulenta que transgreda los objetivos y limitaciones establecidos por el artículo 77 de la Ley 50 

de 1990, aseguraba no era algo nuevo. Desde la sentencia CSJ SL, 24 de abril de 1997, radicado 

9435, se advirtió sobre este tema.  

En dicha sentencia se estableció que, aparte de las sanciones administrativas que pudieran 

proceder, el usuario sería responsable de manera solidaria con la Empresa de Servicios Temporales, 

en caso de realizar una contratación fraudulenta, es decir, infringiendo los objetivos y limitaciones 

establecidos por la mencionada normativa. Esta responsabilidad, explicaba la Corte, se fundamenta 

en que las normas que regulan el trabajo humano son de orden público, de obligatorio acatamiento, 

y cualquier ilegalidad o ilicitud se sanciona con la ineficacia de las estipulaciones correspondientes, 

según lo establecen los artículos 14 y 43 del Código Sustantivo del Trabajo (C.S.T.). 

En lo sucesivo de su argumento, la Corte expuso a la sentencia CSJ SL, del 21 de febrero 

de 2006, radicado 25717, la cual reiteraba este principio al afirmar que la superación del término 

de contratación de trabajadores en misión generaría una situación jurídica contractual diferente, 

donde la empresa usuaria se convertiría en el empleador directo y la Empresa de Servicios 

Temporales sería deudora solidaria de las acreencias laborales, respaldándose en razonamientos 

coincidentes con la sentencia de 1997.  

El planteamiento resultó coherente con el criterio doctrinal establecido en la sentencia 

mencionada con respecto a la contratación fraudulenta. En casos en los cuales se presenta una 
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contratación fraudulenta que va más allá de los casos permitidos para la vinculación de trabajadores 

en misión según los artículos 77 de la Ley 50 de 1990 y 13 del Decreto Reglamentario 24 de 1998, 

o cuando se desconoce el plazo máximo establecido por estos preceptos, la Empresa de Servicios 

Temporales se cataloga como un empleador aparente y un intermediario que oculta su verdadera 

calidad, de acuerdo con el artículo 35-2 del Código Sustantivo del Trabajo. En consecuencia, el 

usuario se considera ficticio y, por ende, se le reconoce como el verdadero empleador. 

Este enfoque se basó en la consideración de que las normas que regulan el trabajo humano 

son de orden público, y cualquier pacto que las infrinja se consideran ineficaz. En este contexto, se 

destaca la posibilidad de que el trabajador reclame el pago de salarios y prestaciones legales cuando 

el trabajo se haya ejecutado en virtud de un convenio ineficaz, siempre que corresponda a una 

actividad lícita.  

Con la sentencia CSJ SL17025-2016, la Corte reitera el principio expuesto y resalta el 

objeto de las Empresas de Servicios Temporales según el artículo 71 de la Ley 50 de 1990, que 

establece "es Empresa de Servicios Temporales aquella que contrata la prestación de servicios con 

terceros beneficiarios para colaborar temporalmente en el desarrollo de sus actividades, mediante 

la labor desarrollada por personas naturales, contratadas directamente por la Empresa de Servicios 

Temporales, la cual tiene con respecto de éstas el carácter de empleador." 

La sentencia destaca que uno de los elementos esenciales de estos acuerdos es la 

temporalidad del servicio de colaboración contratado. En otras palabras, el contrato comercial entre 

la empresa usuaria y la Empresa de Servicios Temporales tiene como finalidad prestar un servicio 

restringido en el tiempo para apoyar o colaborar en los eventos consagrados por la ley. Este enfoque 

subraya la importancia de la temporalidad en la relación entre la empresa usuaria y la Empresa de 

Servicios Temporales, resaltando que la colaboración se limita a un período específico. Cuando se 

supera este límite temporal, y no se respeta la normativa establecida, se puede considerar que la 
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relación laboral se convierte en permanente, llevando consigo las responsabilidades asociadas al 

empleador directo.  

La colaboración o apoyo temporal según el contrato entre la empresa usuaria y la Empresa 

de Servicios Temporales es procedente únicamente en las hipótesis específicas establecidas en el 

artículo 77 de la Ley 50 de 1990. En este contexto, el contrato comercial entre la empresa usuaria 

y la Empresa de Servicios Temporales debe ajustarse y explicarse en función de estas tres 

posibilidades de provisión de servicios temporales. Utilizar esta figura para vincular personal en 

misión en un proceso que no encaje en estas causales o que exceda los límites previstos en ellas 

resulta en la falta de legalidad y legitimidad. En tal caso, la Empresa de Servicios Temporales se 

convierte en un simple intermediario en la contratación laboral, sin confesar su calidad de ficto o 

falso empleador, y la empresa usuaria adquiere la calidad de verdadero empleador. 

Dicho esto, la Corte concluyó que la empresa usuaria solo puede contratar trabajadores en 

misión a través de una Empresa de Servicios Temporales en los casos establecidos en el artículo 

77 de la Ley 50 de 1990 y el artículo 6 del Decreto 4369 de 2006. Además, resaltó que la prórroga 

de este tipo de contratos estaba limitada y su extensión no podía exceder los términos establecidos 

por la normativa, según el artículo 6 del Decreto 4369 de 2006. A pesar de que se demostró que la 

demandante prestó servicios a la empresa usuaria como trabajadora en misión de la Empresa de 

Servicios Temporales, el Tribunal negó la existencia de un contrato real con la empresa usuaria y 

consideró a la Empresa de Servicios Temporales como un simple intermediario.  

La Corte sostuvo que esta conclusión del Tribunal iba en contra de la prohibición 

establecida en los artículos 77 de la Ley 50 de 1990 y el artículo 6 del Decreto 4369 de 2006. Hizo 

referencia a los artículos 23 y 24 del CST (Código Sustantivo del Trabajo), los cuales establecían 

que, si se cumplían los elementos del contrato de trabajo este existía independientemente del 

nombre que se le haya dado o de las condiciones adicionales que se hubieran establecido. 
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La sentencia SL6844-2017, se tomó como base para la posición anterior y referencia a una 

situación similar en un juicio contra una entidad bancaria. Este caso se mencionó un contrato de 

trabajo suscrito entre el demandante y la Empresa de Servicios Temporales, cuya duración superó 

los 6 meses, lo cual, según la Corte, no se ajustaba a las previsiones del artículo 77 de la Ley 50 de 

1990 en concordancia con el artículo 13 del Decreto 24 de 1998.  

Se resaltó que el contrato no se ajustaba a los parámetros establecidos en los numerales 1º 

y 2º de esa norma, ya que el nombramiento como Director Zonal del Banco no tenía como objeto 

realizar labores ocasionales, accidentales o transitorias de corta duración ni reemplazar personal en 

situaciones específicas. Para este caso la Corte sostuvo que la duración del contrato y la naturaleza 

de las funciones realizadas por el demandante no cumplían con las disposiciones establecidas en la 

legislación aplicable. 

En la evaluación de las pruebas denunciadas como mal valoradas, la Sala concluyó que no 

se justificaba la decisión de Farmacaps S.A., de contratar al demandante a través de Empresas de 

Servicios Temporales. La razón es que no se demostró que las causas de contratación estuvieran 

dentro de las previstas en el artículo 77 de la Ley 50 de 1990. Según la norma, la contratación a 

través de Empresas de Servicios Temporales debía tener como objetivo reemplazar personal en 

vacaciones, en uso de licencia o en incapacidad por enfermedad, realizar actividades ocasionales, 

accidentales o transitorias, o atender incrementos en la producción, transporte, ventas de productos 

o mercancías, en los tiempos máximos establecidos por la ley. 

La Sala también destacó que el demandante siempre desempeñó la misma función, la de 

mecánico, a través de diferentes Empresas de Servicios Temporales. Aunque en la forma podría 

interpretarse como la existencia de varias relaciones contractuales, la Sala argumentó que en la 

realidad evidenciaba una sola vinculación, que se originó con la empresa Farmacaps S.A. La Sala 

aseguró que la terminación del contrato de trabajo por parte de Tempo Ltda., comunicada al 



USO DE LOS CONTRATOS LABORALES      122 

 

demandante, había sido una simple formalidad, pues la terminación fue utilizada para disfrazar una 

única relación laboral, bajo la apariencia de contratación a través de Empresas de Servicios 

Temporales.  

Según las pruebas y la contestación a la demanda, el servicio prestado por el demandante 

siempre fue para beneficio de Farmacaps S.A. La empresa habría utilizado indebidamente la 

legislación para tratar de eludir los derechos del demandante, por lo que el Tribunal había cometido 

un error al entender que la demandada utilizó lícitamente los servicios del demandante a través de 

diferentes Empresas de Servicios Temporales.  

La sala subrayó que esta interpretación iba en contra de la prohibición legal expresa, ya que 

no se trataba de labores ocasionales, accidentales o transitorias, ni se cumplían las condiciones 

específicas establecidas por la ley para la contratación a través de Empresas de Servicios 

Temporales. Además, resaltó que la prórroga de la contratación o la celebración de un nuevo 

acuerdo con la misma o diferente Empresa de Servicios Temporales estaban expresamente 

prohibidas en estos casos. 

La Sala según la prueba documental denunciada, aseguró que desde el 15 de enero de 2001 

se suscribieron contratos de trabajo, de manera fraccionada en relación con la empresa temporal, 

pero ininterrumpida en relación con Farmacaps S.A., y que estos contratos se había prologando 

hasta el 30 de julio de 2005. Esta afirmación se respaldó con las contestaciones de la demanda por 

parte de Farmacaps S.A. y Tempo Ltda., así como con la certificación de la empresa temporal, la 

carta de terminación del contrato, la liquidación de prestaciones sociales y el carnet expedido al 

demandante por Farmacaps S.A. La conclusión es que el Tribunal incurrió en un evidente error de 

juicio, y por lo tanto, la impugnación fue acertada, de tal forma procede a casar la sentencia atacada 

sin imponer costas en casación debido a que el recurso salió avante. 
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La sentencia de instancia destacó que no había duda acerca de la fecha de terminación del 

vínculo laboral del demandante, que fue el 30 de julio de 2005. Esta información se corrobora tanto 

con la carta de terminación del contrato como con la liquidación de prestaciones sociales, ambas 

suscritas por la Empresa de Servicios Temporales Tempo Ltda. Además, señaló que no se discute 

el último salario mensual percibido por el demandante, que ascendió a $1.080.000, según lo 

reportado en la liquidación de prestaciones sociales, el cual el actor reconoció este monto junto con 

su firma durante su interrogatorio de parte. 

La disputa en cuestión se centró en determinar la fecha de inicio de labores por parte del 

demandante. La demanda estableció que fue el 22 de enero de 1985, mientras que Farmacaps S.A. 

niega tener un vínculo directo con el demandante. Tempo Ltda., admite la relación en tres períodos 

diferentes. Para resolver este punto, se recurrió a la jurisprudencia de la Sala Laboral de la Corte, 

que establece que cuando las pruebas presentadas permiten establecer un término razonable durante 

el cual la persona haya trabajado, el juez tiene la obligación de determinar estos hechos para 

brindarle al trabajador la protección que las leyes sociales le otorgan. Posición jurisprudencial 

fundamentada en decisiones anteriores, como la sentencia CSJ SL del 22 de marzo de 2006, 

radicado 25580, reiterada en la SL17430-2017. 

La jurisprudencia citada en la sentencia CSJ SL del 22 de marzo de 2006, radicado 25580, 

y reiterada en la SL17430-2017, establece que aunque no se pueda precisar con exactitud la 

vigencia del contrato de trabajo, es posible establecerla de forma aproximada. En casos donde no 

se tienen fechas precisas de inicio y terminación de la relación laboral, pero existe seguridad, 

basada en los medios probatorios presentados, de que el servicio se prestó en un período de tiempo 

que, aunque no concuerde exactamente con la realidad, brinda certeza de que la relación laboral 

existió en ese lapso, se debe tomar ese período como referencia para calcular los derechos laborales 

del trabajador. 
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La sentencia del 27 de enero de 1954 del Tribunal Supremo establece que, aunque la 

jurisprudencia ha sido constante en la idea de que si la parte que debe demostrar el tiempo de 

servicio y el salario no lo hace, no hay posibilidad legal de condenar al pago de prestaciones, 

salarios o indemnizaciones, también es evidente que, cuando las pruebas presentadas permiten 

establecer sin lugar a dudas un término racionalmente aproximado durante el cual el trabajador ha 

prestado servicios y existen datos que posibilitan determinar la cuantía del salario devengado, es 

deber del juzgador deducir de estos elementos los hechos que permitan brindar al trabajador la 

protección garantizada por las leyes sociales. 

La sentencia analiza la falta de precisión en las fechas exactas de inicio y finalización de la 

relación laboral. De acuerdo con el criterio adoptado en jurisprudencia anterior, cuando no se 

pueden establecer fechas precisas, pero existen pruebas que permiten determinar un término 

racionalmente aproximado durante el cual el trabajador prestó servicios, el juzgador debe deducir 

los hechos para otorgar al trabajador la protección garantizada por las leyes sociales. 

En este caso específico, la sentencia estableció que, basándose en las pruebas presentadas, 

se podía considerar como probado el inicio de la relación laboral a partir del último día de 

noviembre de 2000 y su finalización el 23 de diciembre de ese mismo año, ya que estos períodos 

estaban dentro del espacio temporal que quedó demostrado. A pesar de la falta de precisiones en 

las fechas, se pudo inferir del análisis de las pruebas que el demandante ingresó al servicio de 

Farmacaps S.A. en el año 1985. Esto se desprende, entre otras cosas, de la contestación de la 

demanda por parte de Farmacaps S.A., donde se destaca que el demandante nunca fue contratado 

directamente por esa empresa, pero sí fue suministrado por varias Empresas de Servicios 

Temporales. 

La sentencia, por otra parte hace referencia a la falta de controversia por parte de la 

demandada en cuanto a la fecha de ingreso del demandante, la cual fue informada en el primer 
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hecho del libelo (documento inicial que presenta las pretensiones del demandante). Farmacaps S.A. 

no disputó la fecha de ingreso, pero más bien precisó que nunca tuvo un vínculo directo con el 

demandante, ya que su actividad la desarrolló a través de Empresas de Servicios Temporales, que 

serían sus verdaderas empleadoras. 

A pesar de que la posición de Farmacaps S.A. no podía considerarse como una confesión, 

la sentencia replicó resultar elocuente al establecer, junto con otras pruebas del proceso, la fecha 

real de vinculación del demandante. Las pruebas como un reportaje efectuado al demandante por 

el boletín institucional “Capsulín” y una condecoración otorgada por la empresa el 7 de junio de 

2000, que hace referencia a sus “15 años de servicio” lleva a la sentencia a concluir que la fecha 

de vinculación del demandante fue, por lo menos, el 7 de junio de 1985. 

Adicionalmente, se destacó que la empresa reconoció la dedicación y puntualidad del 

demandante en los lapsos que abarcaron de junio a agosto de 2000, de febrero a abril de 2001, y de 

febrero a agosto de 2002, como se evidenciaba en los documentos disponibles en los folios 118 a 

120 del expediente. Estos reconocimientos respaldaban la afirmación de que el demandante había 

prestado servicios en los años 2000 y 2002, períodos donde no estaba empleado como trabajador 

en misión de Tempo Ltda., ya que esta empresa, al responder al interrogatorio de parte, admitió su 

rol como empleadora en tres periodos durante los años 2001, 2003 y 2005. 

Además, los recibos de salario disponibles en los folios 112 a 114 del expediente 

evidenciaron los pagos recibidos por el demandante en el año 1997, cuando desempeñaba el rol de 

mecánico en Farmacaps S.A. Aunque estos pagos no fueron directamente realizados por la 

empresa, se deducieron de dichos comprobantes que durante ese periodo el demandante 

permanecía bajo la verdadera subordinación jurídica impuesta por la empresa como su empleador 

real. 
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La Sala finalmente consideró que las pruebas presentadas eran suficientes para concluir que 

el demandante realmente había prestado sus servicios bajo la subordinación de Farmacaps S.A. 

desde el 7 de junio de 1985 hasta el 30 de julio de 2005. Dado que la terminación del vínculo 

laboral no tuvo una justa causa, la empresa fue condenada al reconocimiento y pago de la 

indemnización establecida en el artículo 6 de la Ley 50 de 1990. Esta norma aplicable al caso, por 

que a la fecha de entrada en vigencia de la Ley 789 de 2002, el trabajador contaba con más de diez 

años de servicio en la empresa. 

Farmacaps S.A., fue la que incumplió con las limitaciones establecidas para la contratación 

con Empresas de Servicios Temporales, no se le impuso responsabilidad solidaria a Tempo Ltda., 

la empresa temporal que informó desde la contestación de la demanda que envió al demandante en 

tres ocasiones y por períodos inferiores a un año como trabajador en misión a Farmacaps S.A. La 

versión proporcionada por la empresa temporal Tempo Ltda., la cual informó que había enviado al 

demandante en tres ocasiones y por períodos inferiores a un año como trabajador en misión a 

Farmacaps S.A., fue confirmada por el propio trabajador.  

En sus respuestas al interrogatorio de parte, la empresa había aceptado sus vinculaciones 

por los períodos entre el 15 de enero y el 21 de diciembre de 2001, entre el 8 de enero y el 18 de 

diciembre de 2003, y entre el 3 de enero y el 30 de julio de 2005. Durante estos lapsos, admitió 

haber recibido el pago de sus salarios y prestaciones sociales. Esta confesión se extendió a las 

demás Empresas de Servicios Temporales. En consecuencia, se declaró la existencia de un contrato 

de trabajo entre el demandante y Farmacaps S.A. desde el 7 de junio de 1985 hasta el 30 de julio 

de 2005, el cual fue terminado sin justa causa por parte del empleador. Las costas de la primera y 

segunda instancia se otorgaron a cargo de la empresa demandada Farmacaps S.A. 

En virtud de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, en 

representación de la República de Colombia y en ejercicio de la autoridad conferida por la ley, 
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decidió casar la sentencia emitida el 31 de octubre de 2011 por la Sala Tercera de Descongestión 

Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Barranquilla, en el marco del proceso 

ordinario laboral seguido por José Federico Díaz Arroyo contra las Empresas C.I. Farmacápsulas 

S.A., y Tempo Ltda. 

En cuanto a la instancia, resuelve en primer lugar revocar la sentencia dictada por el 

Juzgado Noveno Laboral del Circuito de Barranquilla el 5 de febrero de 2010. En segundo lugar, 

decide establecer que entre José Federico Díaz Arroyo y la empresa C.I. Farmacápsulas S.A. se 

había configurado un contrato laboral desde el 7 de junio de 1985 hasta el 30 de julio de 2005, 

siendo terminado sin justa causa por parte del empleador. Y en tercer caso, ordena a la empresa 

C.I. Farmacápsulas S.A., el pago de la indemnización correspondiente por la terminación unilateral 

y sin justa causa del contrato de trabajo de José Federico Díaz Arroyo, de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 6º de la Ley 50 de 1990.  

La indemnización propuso fuera calculada considerando como último salario la suma de 

$1.080.000 y solicitó fuera indexada. Solicitó eximir a la demandada C.I. Farmacápsulas S.A. de 

las restantes pretensiones presentadas en su contra, liberar a Tempo Ltda., de las pretensiones 

formuladas en su contra y por último, que las costas procesales fueran asumidas conforme a lo 

indicado en la parte motiva del fallo. 

 

 

5. Análisis general 

 

El primer caso confirma que el tipo de contrato por duración de obra o labor determinada 

es viable cuando la obra o labor está claramente especificada y delimitada. Su duración está ligada 

a la ejecución de dicha obra o servicio contratado. Este refuerza la teoría que indica que la 
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naturaleza de la labor por sí sola no determina la modalidad contractual, sino que debe evaluarse 

en conjunto con otros factores como la delimitación de la obra y su duración estimada. 

El primer caso menciona que una fecha estimada de finalización no necesariamente 

convierte el contrato en uno a término fijo si está supeditado a la ejecución de la obra o labor. 

Corrobora que la terminación de este contrato al finalizar la obra pactada, sin indemnización 

adicional, es ajustada a la legislación laboral, esto significa que el empleador no está obligado a 

pagar una indemnización adicional al trabajador si el contrato por obra se termina al finalizar la 

obra pactada. 

En conjunto, asegura que este tipo de contrato por obra o labor puede ser legal entre una 

EST y un trabajador en misión, siempre que se cumplan los requisitos y límites establecidos en la 

Ley 50 de 1990 y en el Decreto 4369 de 2006. 

El segundo caso revalida que la utilización fraudulenta de este tipo de contrato por obra, 

como encubrir relaciones laborales permanentes con una empresa usuaria, es ilegal y puede 

acarrear consecuencias desfavorables. Indica que la temporalidad de la contratación no es un fin 

en sí mismo, sino un medio para cumplir labores extraordinarias según la ley y sienta un precedente 

de responsabilidad solidaria entre la empresa usuaria que actúa como verdadero empleador y la 

Empresa de Servicios Temporales que funge como intermediario aparente. 

Reconoce que superar los plazos máximos de contratación conlleva la configuración de 

fraude a la ley y hace inviable este esquema contractual. Indica que el uso indebido de esta figura 

contractual para suplir vacíos en la planta de personal refuerza la inviabilidad de utilizar contratos 

por duración de obra o labor para encubrir relaciones laborales permanentes con trabajadores en 

misión, ambas constituyen un fraude a la legislación laboral aplicable. 

El tercer caso refuerza la viabilidad de utilizar contratos por duración de obra o labor con 

trabajadores en misión siempre que no se excedan los límites temporales y de labores fijados en la 
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regulación vigente. Para todos los casos muestra que la mera mención de una fecha en un 

documento de un tercero no es prueba suficiente para desvirtuar los registros del empleador sobre 

la duración del vínculo, confirma que las labores de apoyo para cubrir ausencias o incrementos 

estacionales en la operación se enmarcan dentro de las permitidas para este contrato e indica que 

el respeto de estos límites hace legítimo y viable el uso de este contrato con trabajadores en misión. 

El cuarto caso, reafirmó que la estabilidad laboral reforzada se aplicaba incluso en contratos 

de obra o labor cuando el trabajador tiene una condición de salud que lo pone en situación de 

debilidad manifiesta. Se evidencia expresamente la responsabilidad solidaria entre la Empresa de 

Servicios Temporales y la empresa usuaria para casos de terminación de contratos con trabajadores 

en situación de debilidad manifiesta y se rescata la obligación de obtener autorización del 

Ministerio de Trabajo antes de terminar contratos con trabajadores en condición de debilidad 

manifiesta, de lo contrario se presume discriminación y le corresponde al empleador desvirtuarla, 

pues no es causal suficiente para terminar contratos con trabajadores en situación de debilidad 

manifiesta. 

El cuarto caso contribuye a determinar limitaciones al uso de contratos de obra o labor con 

trabajadores en misión que presenten condiciones de salud especiales, refuerza el conocimiento del 

estado de salud como aspecto indispensable para aplicar la estabilidad laboral reforzada y reitera 

la importancia de proteger el derecho a la seguridad social y la continuidad de los tratamientos 

médicos. 

El quinto caso da directrices en caso de celebrar contratos fraccionados con distintas 

Empresas de Servicios Temporales, situación que no excusa el incumplimiento de los límites 

temporales si la labor es continua. Confirma que la primacía de la realidad se impone sobre 

formalidades contractuales cuando existen indicios de uso indebido de este tipo de contratación. 

Refuerza la teoría sobre los límites legales y jurisprudenciales para el uso de contratos por duración 
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de obra o labor con trabajadores en misión, por lo que contribuye a determinar que su utilización 

más allá de dichos parámetros sería inviable e implicaría consecuencias desfavorables para el 

usuario. 

En conjunto, los cinco casos demuestran que el uso de contratos por duración de obra o 

labor con trabajadores de EST es factible y válido solo si se cumplen estrictamente los requisitos 

legales. La jurisprudencia ha dejado claro el incumplimiento de los límites de actividades 

autorizadas y duración máxima establecidos en la Ley 50 de 1990 que hace inviable y no 

recomendable el uso de estas modalidades contractuales. Si se cumplen estos requisitos, los 

contratos por duración de obra con trabajadores de EST son una modalidad contractual válida y 

recomendable para necesidades específicas.  

Los contratos por duración de obra o labor contratada solo son viables y válidos si se 

utilizan para satisfacer necesidades temporales claramente delimitadas, sin exceder los límites 

legales establecidos. El incumplimiento de estos, especialmente en cuanto a las actividades 

autorizadas y la duración máxima de 1 año, vuelve ilegal y fraudulento el uso de estas modalidades 

contractuales, su uso fraudulento o abusivo los hace inviables e ilegales. La jurisprudencia dejó 

esto en claro estableciendo que el incumplimiento de estos límites convierte a la EST en un aparente 

empleador y la empresa usuaria asume su papel como verdadero empleador asumiendo plenamente 

los derechos laborales del trabajador. Como se observó para esto la teoría del contrato realidad 

determinaría la verdadera naturaleza de la relación laboral bajo las pruebas suficientes, 

independientemente de las formalidades contractuales. 

Los casos 2, 4 y 5 ejemplificaron un uso ilegal de la contratación temporal para encubrir 

relaciones laborales permanentes, violando derechos de los trabajadores. Mientras que los casos 1 

y 3 representaron un uso legal y adecuado de estos contratos cuando se delimitaba claramente la 

obra y se respetaban los límites temporales y de actividades temporales realizadas. La conclusión 
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general es que estos contratos son válidos siempre y cuando no se desnaturalice su esencia y 

propósito, que es satisfacer necesidades temporales, accidentales, transitorias u ocasionales 

claramente delimitadas y por periodos limitados, para no convertir una relación laboral temporal 

en permanente. 

En síntesis, determinar la factibilidad del uso de los contratos por duración de la obra o 

labor contratada en la vinculación de trabajadores en misión con Empresas de Servicios 

Temporales radica en la correcta aplicación de las normas y jurisprudencia a cada caso concreto, 

demostrando que el cumplimiento de los requisitos establecidos en la ley laboral es indispensable 

para el uso legal y adecuado de los contratos temporales con trabajadores de EST. El fraude o abuso 

en el uso de estas modalidades contractuales acarrea consecuencias legales para las empresas 

involucradas. 

 

6. Conclusiones 

Se escogieron 5 antecedentes para el caso. Un Proyecto de Pregrado titulado El contrato de 

prestación de servicios y el principio de estabilidad laboral constitucional en Colombia de González 

(2018), quien examina si el contrato de servicios infringe el principio de estabilidad laboral de 

1991. Analiza críticamente el uso de este contrato por empresas y su impacto en la estabilidad 

laboral. Aunque el contrato de servicios no viola directamente el principio de estabilidad, su mal 

uso puede afectar la seguridad laboral. Este trabajo proporciona una visión diferencial del uso de 

contratos laborales frente al contrato por obra labor y los usos malformados a los que puede llegar 

por diversas causas de parte del trabajador, entre esas, la pobreza (p.17). 

El Proyecto de Pregrado titulado Análisis sobre la responsabilidad solidaria del contratista 

independiente y el beneficiario de la obra en relación con el accidente de trabajo de Peñaloza 

Carvajal y Suarez Mejía (2006) quienes se enfocan en las responsabilidades que surgen en los 
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contratos, el concepto de solidaridad, la definición del contrato por obra civil, los sujetos 

responsables, las responsabilidades en caso de accidente laboral y las obligaciones del empleador 

en caso de, junto a las consecuencias. Aunque los resultados se enfocan en el beneficio del 

contratante, se tiene en cuenta la estructura descriptiva, para este proyecto dado que detalla los 

tipos de responsabilidades que pueden surgir en los contratos laborales colombianos (p.54). 

El libro Derecho Laboral en Colombia (2018) presenta valiosos debates que estimulan la 

reflexión sobre el estado del Derecho Laboral en Colombia. Estos aportes constituyen una sólida 

base para académicos y profesionales en el campo del derecho, así como para aquellos relacionados 

con asuntos laborales. A lo largo de la obra, se abordan cuestiones relacionadas con una nueva 

perspectiva de los principios del Derecho Laboral y su aplicación en la sociedad actual. También 

se exploran temas cruciales, como la identificación y el tratamiento del contrato realidad y el marco 

económico del Derecho Laboral. Por último, se analizan aspectos que contribuyen a comprender 

el proceso disciplinario laboral y la intermediación y tercerización laboral (Vallecilla Baena, et ál., 

2018, p.12). Resulta útil porque proporciona una base sólida para el entendimiento del marco legal 

y conceptual del Derecho Laboral en Colombia  

El artículo de Miranda et al. (2020) titulado Engagement en profesionales colombianos de 

la salud ¿Existen diferencias según el tipo de contrato?. Este artículo tiene como objetivo de estudio 

examinar las diferencias del Engagement (nivel de entusiasmo y compromiso que un trabajador 

siente hacia su trabajo) en función del tipo de contrato en profesionales colombianos de la salud 

con datos estadísticos a partir de una muestra de 334 personas con un tiempo de labor de seis meses 

mínimo (p.159). El estudio encontró que no hay diferencias significativas en el Engagement en 

función del tipo de contrato en los trabajadores de la salud de Colombia (p.170). Esto sugiere que 

esta dimensión de las condiciones de trabajo no afecta directamente la pasión y el vínculo con el 

trabajo. Por lo tanto, el Engagement no depende de este factor objetivo y externo.  
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Sin embargo, es posible que otras variables individuales, laborales o contextuales puedan 

influir en la experiencia del Engagement en el personal asistencial. Miranda (2020) observó que 

los trabajadores con contratos por obra o labor mostraron el mayor nivel de Engagement, esto puede 

interpretarse de dos maneras: estos trabajadores pueden estar buscando demostrar un fuerte 

compromiso con su trabajo para mantenerlo, o pueden estar disfrutando de una mayor flexibilidad 

y diversidad en sus condiciones de trabajo. Estos factores pueden influir en la satisfacción, los 

ingresos y la salud de los trabajadores. 

El estudio es útil porque argumenta que la inestabilidad laboral generada por algunas 

modalidades de contrato puede tener un impacto en el bienestar y la calidad de vida de los 

trabajadores. Propone que es necesario promover formas de contratación que proporcionen una 

estabilidad razonable y respeten los derechos fundamentales de los trabajadores, pues el hecho de 

que no se encontraran diferencias significativas entre el Engagement y el tipo de contrato no 

significa que el tipo de contrato no tenga consecuencias sobre el bienestar y la calidad de vida de 

los trabajadores. Línea argumentativa que sigue el presente proyecto. 

Si bien los contratos de obra o labor entre trabajadores en misión y Empresas de Servicios 

Temporales son una figura permitida por la Ley 50 de 1990, no siempre su aplicación en la práctica 

se ajusta al marco legal vigente ni se garantizan plenamente los derechos laborales de estos 

trabajadores. La evidencia muestra que en varios casos estudiados por la Corte, este tipo de 

contratación se utiliza para encubrir relaciones laborales permanentes con las empresas usuarias, 

superando los tiempos permitidos en la regulación de subcontratación. 

También se detectaron violaciones relacionadas con despidos sin justa causa de 

trabajadores en contratos de obra con temporales, sin el pago de salarios y prestaciones debidas.  

No siempre se garantiza la estabilidad laboral reforzada ni los derechos de grupos vulnerables en 

estas modalidades contractuales, por tanto, la conclusión es que aunque regulados, en la práctica 
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este tipo de contratos presentan frecuentes incumplimientos legales e infracción de los derechos 

laborales de los trabajadores vinculados, según repetida jurisprudencia sobre la materia.  

De lo anterior, se concluye que el contrato de obra o labor puede ser un mecanismo idóneo 

para la vinculación de trabajadores en misión con EST, siempre y cuando se cumplan 

rigurosamente las siguientes condiciones. (i) La obra o labor contratada debe estar claramente 

especificada y delimitada en su alcance y duración estimada, (ii) el plazo del contrato no debe 

exceder el límite máximo de un año establecido por la ley, (iii) las actividades desarrolladas por el 

trabajador en misión deben corresponder a las labores temporales autorizadas por la regulación 

vigente, sin suplir vacíos de personal de planta permanente, (iv) debe respetarse la estabilidad 

laboral reforzada para trabajadores en situación de debilidad manifiesta, obteniendo la autorización 

del Ministerio de Trabajo antes de terminar el contrato, (v) no debe existir fraccionamiento 

indebido del contrato mediante la vinculación sucesiva con diferentes EST para realizar la misma 

labor. 

Cuando se cumplen estos requisitos, el contrato de obra o labor se convierte en un 

mecanismo legítimo y recomendable para satisfacer necesidades temporales de personal a través 

de EST. Sin embargo, su uso indebido o fraudulento, desvirtuando su naturaleza temporal, podría 

llevar a la configuración de un contrato laboral permanente con la empresa usuaria, con las 

consecuencias legales correspondientes. Mejorar el control y la supervisión sobre la aplicación de 

estas figuras contractuales por parte del Ministerio de Trabajo podría asegurar los derechos de los 

trabajadores en misión. 

Esto se afirma por supuesto siguiendo la línea de vigencia, pues, en paralelo, el proyecto de 

reforma laboral de 2024, presentado por el presidente Gustavo Francisco Petro Urrego “por medio 

de la cual se adopta una reforma laboral para el Trabajo digno y decente en Colombia y se 

modifican parcialmente el Código Sustantivo del trabajo, ley 50 de 1990, la ley 789 de 2002 y otras 
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normas laborales”, incluye disposiciones que podrían tener un impacto significativo en el uso de 

contratos por obra o labor determinada en la vinculación de trabajadores en misión con EST.  

Bajo el título II que corresponde a la estabilidad laboral y el capítulo I sobre ‘modalidades 

contractuales’, el artículo 5 ‘Contratos a término fijo y de obra o labor determinada’ busca 

modificar el artículo 46 del Código Sustantivo de trabajo. Especifica lo relacionado del contrato de 

trabajo por duración de obra o labor, debe ser por escrito, describiendo con detalle la labor a 

ejecutar (necesidad) y el carácter temporal esto es, sin suplir vacíos de personal permanente. 

Especifica que cuando el objeto del empleador sea satisfacer una necesidad permanente o cuando 

el trabajador finalice la obra y este quede aun prestando sus servicios el contrato será a término 

indefinido desde el inicio de la relación laboral, con derecho a pago de vacaciones y prestaciones 

sociales en relación al tiempo laborado. 

El título III denominado ‘Tercerización y Empresas de Servicios Temporales’ se divide en 

dos capítulos, el primero refiere al artículo 12 ‘Contratistas y Subcontratantes’ buscando modificar 

el artículo 34 del CST ‘Contratistas Independientes’. Este artículo de entrada precisa 3 puntos: 

requisitos para ser considerado un verdadero empleador, igualdad de derechos para trabajadores 

subcontratados, responsabilidad solidaria en la subcontratación. 

 (1) quienes contratan en beneficio de un tercero o quienes mantienen la autonomía para ser 

considerados como verdaderos empleadores deberán tener su propia organización empresarial 

especializada con acreditación suficiente para las autoridades judiciales y administrativas. 

Respecto a la ejecución de obras contratadas o subcontratas relativa a la actividad principal de la 

empresa deberán asegurar que (2) los trabajadores del contratista o subcontratista tengan los 

mismos derechos salariales y prestacionales que los de la empresa principal, de lo contrario, a 

través de las organizaciones sindicales la empresa beneficiara los garantizará sobre los principios 

constitucionales de igualdad y estabilidad laboral.  
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Como tercero, los empresarios que subcontraten o contraten con otros la realización de 

obras o servicios serán solidariamente responsable de las obligaciones salarias, prestacionales e 

indemnizatorias contraídas por los contratistas o subcontratistas con sus trabajadores y 

trabajadoras, incluidas las del Sistema de Seguridad Social. De tal forma que la obligación 

compartida se mantiene aun cuando los contratistas no estén autorizados para contratar los servicios 

de los subcontratistas. La segunda sección o el capítulo II ‘Empresas de Servicios Temporales’ se 

instituye en el artículo 13.  

Este artículo busca adicionar tres parágrafos al artículo 70 de la ley 50 de 1990, sobre la 

contratación de la empresa usuaria con la EST en los siguientes casos. (i) podrán contratar solo 

para necesidades o actividades no permanentes, si en el caso vence el plazo y la causa originaria 

de contratación subsiste en la empresa usuaria no se podrá celebrar uno nuevo con la misma o 

diferente EST. (ii) en el proceso de atender servicios o actividad de forma permanente o para fines 

diferentes excediendo los límites temporales fijados se tendrá a la empresa usuaria como verdadera 

empleadora de los trabajadores en misión y a la Empresa de Servicios Temporales como simple 

intermediaria. (iii) En caso de que la EST finalice el contrato, este se considerará nulo y los 

trabajadores tendrán derecho a regresar a la empresa usuaria sin interrupción, es decir, conservando 

su antigüedad laboral.  

Este tercer parágrafo se refiere al caso donde la EST trasgrede la norma afectando los 

derechos de los y las trabajadoras. En ese caso podrá ser sancionada con la revocatoria de la licencia 

de funcionamiento de la que trata del artículo 82 de la ley 50 de 1990. 

En general, el proyecto de reforma laboral de 2024, incluye una serie de disposiciones que 

podrían tener un impacto significativo en el uso de contratos por obra o labor determinada, 

especialmente en la vinculación de trabajadores en misión con Empresas de Servicios Temporales 

(EST) siendo una fuerza complementaria al proyecto de investigación. Un aspecto fundamental de 
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esta reforma radica en el establecimiento de la claridad, las responsabilidades se muestran allí 

mismo en el lugar de la norma, tal como se ha especificado en diversos precedentes judiciales pero 

esta vez en la norma misma, aspecto que antes podrían ser ignoradas por personas con poca 

experiencia en la búsqueda de sentencias judiciales emitidas y comprensión argumentativa. 

La nueva reforma aborda directamente las deficiencias identificadas en el estudio, pretende 

fortalecer los mecanismos de inspección y sanción para asegurar el cumplimiento de las normativas 

laborales, busca adoptar un marco más riguroso y protector para los trabajadores, las disposiciones 

incluidas en el proyecto de reforma, como la especificación detallada de la labor a ejecutar y el 

carácter temporal de los contratos, así como la protección de la estabilidad laboral. Introduce 

regulaciones más estrictas sobre la duración y naturaleza de los contratos de obra o labor y refuerza 

la responsabilidad de las empresas usuarias y las EST en el cumplimiento de los derechos laborales, 

lo cual es esencial para prevenir abusos y garantizar condiciones de trabajo dignas y decentes.  

En conclusión, la aprobación de la reforma laboral de 2024 podría tener un impacto 

significativo en los hallazgos y conclusiones del proyecto de investigación. Si la reforma se 

implementa de manera efectiva, podría contribuir a mejorar la situación de los trabajadores en 

misión y reducir las vulnerabilidades identificadas en el proyecto de investigación, promoviendo 

una mayor justicia laboral y protegiendo los derechos de los trabajadores en misión. Esta nueva 

reforma podría transformar el panorama laboral en Colombia, ofreciendo mayores garantías y 

protecciones a los trabajadores, mientras que las EST tendrían que adaptarse a un marco regulatorio 

más exigente que prioriza la estabilidad y el bienestar de los empleados.   
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